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    Editorial


  


  
    OMC, APEC1 y TLCAN: Multilateralismo y Proteccionismo


    Las reuniones de la Organización Mundial del Comercio (OMC), el Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC) y el diálogo a través del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) fueron tres de los eventos sobre multilateralismo más importantes que se realizaron en 2017, y dentro de los cuales se puso a discusión el desarrollo económico en escala global, donde hay ganadores y perdedores. Los encuentros se efectuaron a un año de distancia de una nueva gestión política y económica del gobierno de los Estados Unidos encabezada por el presidente Donald Trump.


    Por un lado, se encuentran los accionistas de grandes corporativos transnacionales que han copado tanto el control de las decisiones de qué, cómo y cuándo se debe de producir y cómo repartir las ganancias obtenidas en los mercados financieros; por el otro, se encuentran los espacios regionales cuya población ha sido relegada al desempleo para insertarse en los circuitos transfronterizos de la migración e incluso enfrentarse al deterioro necesario de sus ingresos para subsistir, como resultado de políticas de ajuste, renegociaciones de endeudamiento y cambios estructurales.


    El bienestar de estos sectores de población ha sido desdibujado del Estado benefactor tanto en los países desarrollados como en los llamados mercados emergentes. Al día de hoy no se han implementado políticas alternativas para los sectores relegados que permitan crear nuevas fuentes de empleo e insertarse rápidamente al cambio tecnológico, a la economía digital y al cambio sustentable.


    La fortaleza del multilateralismo, a través de la liberalización y desregulación de las estructuras económicas, ha posicionado a un grupo muy fuerte de empresas ganadoras en el marco de la instauración de la globalización comercial y financiera como brazo conductor del desarrollo de sectores integrados a los circuitos productivos internacionales, más allá de los países y regiones. Frente a ello, el propio dinamismo de la profundidad de cómo se dieron los procesos de integración comercial y financiero ha incidido en un reclamo de sectores perdedores profundamente desdibujados frente a los cambios estructurales resultado de los procesos desregulatorios a nivel global, cuyas voces se han hecho visibles a través de referéndums, movimientos sociales declarando procesos independientes, profundizando la discriminación y la antiglobalización.


    Por su parte, el proteccionismo frente al multilateralismo cuestiona el discurso económico y político resultado del proceso de globalización: lo que se conoce como la Aldea Global. Hoy se fortalece la vanguardia del proteccionismo, cuyo camino acelerado va al fracaso total en tanto no responda a una realidad marcada por la integración estructural de los países, pero donde prevalecen dos categorías del marxismo que desde hace 150 años se encuentran plasmadas en El capital.


    La concentración y centralización del capital está tomando un carisma diferente y, por lo tanto, el debate del proteccionismo tradicional está siendo transformado en un proteccionismo corporativo e institucional, mientras prevalece el fortalecimiento hegemónico a través de las decisiones institucionales para determinar el desarrollo de las próximas décadas. Un claro ejemplo es el discurso “American First” y “Una franja, una ruta”. Por ello, la importancia del debate en la OMC, el APEC, el diálogo a través del TLCAN y el renacimiento del Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP) son sólo expresiones de los intereses de los inversionistas institucionales que van más allá de las representaciones oficiales gubernamentales de los países.


    ¿Hay una relación entre los mercados físicos y de futuros del petróleo a través del mecanismo de transmisión de la media y volatilidad?, Raúl de Jesús Gutiérrez en su artículo Mercados de futuros y físicos de petróleo: transmisión de media y volatilidad muestra los resultados de la prueba de Ljung-Box, Q(20) que confirman la fuerte presencia de correlación serial en cada una de las series de los rendimientos del petróleo, que se comportan como un proceso estacionario. Presenta el comportamiento de los mercados de futuros en los mercados del petróleo Istmo y Maya, aunque existen efectos fuertes y significativos que van del mercado del petróleo Olmeca hacia los mercados de futuros del WTI y Brent. Los resultados empíricos tienen implicaciones económicas y financieras para el gobierno, los consumidores y diseñadores de la política energética.


    Política energética argentina: un balance del periodo 2003-2015 de la autora Natalia Ceppi nos habla acerca de las decisiones de política energética en Argentina en el siglo XXI y que tuvieron como finalidad detener la transnacionalización de los recursos energéticos llevada a cabo en el periodo del Frente para la Victoria (FPV) de Néstor Kirchner (2003-2007) y Cristina Fernández (2007-2015). El interés por tener una decisión de autoabastecimiento de gas natural y de una política energética en manos del Estados pudo revertir las consecuencias negativas de la transnacionalización del sector en los años noventa. A pesar de la nacionalización de YPA y los desequilibrios en la balanza energética comercial los desafíos fueron múltiples, complejos y, en ocasiones, contradictorios. Necesariamente, es indispensable la diagramación de una política energética que se proyecte más allá de la inmediatez.


    Desarrollo sostenible y conceptos “verdes” de Mariana Conte Grand y Vanesa D’Elia busca explorar el concepto “verde” que ha venido a prevalecer en los discursos de la economía sustentable y la economía del medio ambiente. La discusión se organiza en tres direcciones: 1) una estrategia de decrecimiento como solución a los problemas ambientales, 2) el crecimiento “verde” es posible, y 3) lo importante es el bienestar. Los autores ponen a discusión e intentan clarificar el alcance y las diferencias entre las palabras empleadas y una manera alternativa de analizar el discurso de los distintos actores relacionados con la problemática ambiental. Se analiza el caso de Argentina a partir de la amplia gama de conceptos “verdes” para concluir: 1) si la economía “verde” no necesariamente conduce al crecimiento “verde”, y éste último no implica desarrollo “verde”; 2) el término más amplio es el de desarrollo (económico, ambiental y socialmente) sostenible, y 3) los nuevos términos agregados al desarrollo sostenible (esto es “con inclusión social” o “inclusivo”) son redundantes. Finalmente, tras el desarrollo de la investigación concluye que Argentina está en una situación intermedia.


    Los autores Brianda Peraza y Blas Valenzuela en su trabajo Economía étnica transnacional mexicana: Los Ángeles, California abordan el estudio de economía étnica que se desarrolla en las ciudades de Huntington Park y Lynwood, California, en Estados Unidos de América, como una economía étnica transnacional. Mientras que el concepto tradicional de economía étnica se refiere a pequeños negocios familiares, generalmente autoempleados, circunscritos a comunidades internas, muy cerradas y limitadas a su entorno étnico, componentes con los que común e inicialmente surge un negocio. El concepto de economía étnica transnacional trasciende esas condiciones de tal manera que la mayoría de los empresarios estudiados cuentan con negocios que acumulan capital a través de la explotación de trabajo asalariado. Actualmente, la mayoría de los empresarios migrantes mexicanos en la zona de estudio posee una planta laboral-asalariada y formal que representa 93% de los trabajadores. Se destaca la presencia de negocios con empleados asalariados que han ido en aumento. Asimismo, el hecho de que 45% de los empresarios en estas dos ciudades son mujeres y que 90% de los trabajadores en los negocios encuestados son mexicanos.


    Gasto público, índice de competitividad y política social en México del autor Isaac Sánchez-Juárez señala que la política social no ha cumplido su objetivo sobre mejorar las condiciones de salud, educación e ingreso del trabajo. Por lo tanto, sugiere que la política social debe replantearse, y centrarse en la creación de una auténtica riqueza material y humana para una amplia mayoría. Su objetivo principal es exponer la competitividad (o incompetencia) social estatal en México durante el periodo 2005-2014; además de investigar la relación entre el gasto público social (como un indicador aproximado de la política social) y el Índice de Competitividad Social (ICS), controlando por variables que también se consideran afectan a este último indicador, como son: población, producción de bienes y servicios, inversión pública, gasto público en servicios personales, participaciones federales y formación bruta de capital fijo (como indicadores de las condiciones de la economía y la política económica). El periodo estudiado muestra un importante rezago social. El ICS fue 0.5212 en 2014, no obstante, el gasto público destinado a estos rubros de la agenda nacional creció 1.95% en promedio anual; el gasto público en salud creció 2.88%, educación 1.47% e infraestructura social 3.97% en promedio anual.


    Eufemia Basilio en su artículo Política fiscal procíclica y estabilidad monetaria en Brasil, Chile, Colombia, México y Perú demuestra como la coordinación de las políticas monetaria y fiscal, cuyo objetivo es alcanzar metas inflacionarias, deja de lado el crecimiento económico y el empleo. El anclaje del tipo de cambio, las intervenciones esterilizadas en el mercado cambiario, la elevada acumulación de reservas y el aumento de deuda pública son una característica del comportamiento de cómo se han subsumido estas políticas a mantener la estabilización macroeconómica por encima de incentivar la demanda agregada. Esto ha promovido inestabilidad endógena, riesgos en el tipo de cambio y tasa de interés acompañado de la contracción recurrente del gasto público.


    Walid Tijerina en su artículo Desarrollismo subnacional para el nuevo siglo enfatiza el hecho de que dos estados de la República mexicana como son Nuevo León y Querétaro, pudieron llevar a cabo funciones desarrollistas a nivel subnacional frente a la ausencia y el abandono de una política industrial de las décadas de los ochenta y noventa que prevaleció en México. El “nuevo desarrollismo” (el cual dista mucho del consenso neoliberal) permitió una colaboración más estrecha de inversiones público-privada donde el Estado pudo insertarse en el mercado internacional aprovechando la vinculación con industrias locales. El lema que prevaleció en dichos años “la mejor política industrial era no (tener) ninguna” fomentó entre los entidades una competencia agresiva definida como race to the bottom o carrera hacia el fondo. La continuidad de políticas fue lo que permitió el renacimiento de Nuevo León y el surgimiento de Querétaro como proyecto industrial.


    Alicia Girón


    La Dirección de la Revista


    Ciudad Universitaria, diciembre 2017


    



    



    
      
        1 Asia-Pacific Economic Cooperation (en español Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico) es un foro multilateral creado en el año de 1989, con el fin de consolidar el crecimiento y la prosperidad de los países de la región, que trata temas relacionados con el intercambio comercial, la coordinación económica y la cooperación entre sus integrantes.

      

    

  


  
    Mercados de Futuros y Físicos de Petróleo: Transmisión de Media y Volatilidad


    Raúl de Jesús Gutiérrez


    Universidad Autónoma del Estado de México. Correo electrónico: rjg2005mx@yahoo.com.mx.



    Fecha de recepción: 16 de enero de 2017. Fecha de aceptación: 10 de junio de 2017.


    Resumen


    Este trabajo propone el modelo VEC-EGARCH bivariado con correlaciones constantes para analizar el proceso de transmisión de la media y volatilidad entre mercados de futuros de crudo y mercados físicos del petróleo mexicano. Los resultados revelan la existencia de patrones de transmisión de información de rendimientos bilaterales con efectos más fuertes de los mercados de futuros hacia los mercados físicos. En tanto que la evidencia de efectos de transmisión de volatilidad bilateral, sólo existe entre los mercados de futuros y el mercado físico del petróleo Olmeca. Los hallazgos empíricos son relevantes para las autoridades gubernamentales y consumidores porque coadyuvan en el diseño de estrategias de cobertura cruzada, que mitigan la exposición al riesgo de precios en el petróleo mexicano.


    Palabras clave: México, petróleo, mercados de futuros, mercados físicos, volatilidad, modelo VEC-EGARCH bivariado.
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    1. Introducción


    En las últimas décadas, el petróleo ha sido la principal fuente de energía para el crecimiento de la economía global, los ciclos comerciales regionales y sociedad moderna; su uso cotidiano desempeña un papel esencial en la producción industrial, transporte y creación de energía eléctrica y productos refinados. En consecuencia, el mercado físico del petróleo de referencia internacional ha experimentado un rápido crecimiento en su liquidez a tal grado de consolidarse en un mercado financiero sofisticado.


    Sin embargo, con la aceleración del proceso de globalización y la evolución de la integración de los mercados de energía fósil, su estructura no-lineal y compleja ha mostrado altos niveles de volatilidad2 como resultado de las tendencias ascendentes y descendentes simultáneas e irregulares en los precios del petróleo. La presencia de grandes fluctuaciones y alta volatilidad en los precios del petróleo se ha intensificado con el paso del tiempo en respuesta a choques informacionales de la misma magnitud, derivado de la expansión de las transacciones con futuros y el marcado proceso de la integración entre los mercados globales del petróleo.


    Este fenómeno característico documentado ampliamente en la literatura, se ha notado más en los mercados de materias primas de energía que en los agrícolas y mineros, y en algunos mercados accionarios y cambiarios (Kroner et al., 1995; Plourde y Watkins, 1998; Reigner, 2007; Cheng y Hung, 2011). Otro importante factor que ha transformado a los mercados de energía fósil en plataformas de negociación más complejas y volátiles, se refiere a la acelerada titulación o forma de comercialización del petróleo a través de mercados de futuros. Desde que los inversionistas institucionales y especuladores han mostrado interés en el petróleo como alternativa de inversión para los propósitos de la diversificación de los portafolios3 y cobertura de la exposición al riesgo (Geman y Kharoubi, 2008; Brooks y Prokopczuk, 2013).


    Los mercados de futuros fueron creados principalmente para proporcionar protección contra cambios inesperados en los precios de los activos subyacentes relacionados o reducir la exposición al riesgo de los inversionistas y participantes. Otra de sus características importantes es la naturaleza de la información de los precios de los futuros en la formación de precios. Este proceso consiste en la capacidad del mercado de futuros para asimilar rápidamente el flujo de información, la cual será reflejada inmediatamente en el precio del activo subyacente para su predicción futura. Asimismo, la función de la formación de precios mantiene la relación de equilibrio a largo plazo entre los precios de contado y futuros en un mercado, y en el caso de que se presenten desviaciones temporales en el equilibrio los precios futuros en uno o ambos mercados tendrán que ajustarse a través del mecanismo de corrección de error.


    En el caso del petróleo, los futuros generalmente son negociados en mercados internacionales como las bolsas de Nueva York (NYMEX) y Londres4 (IPE). Estas plataformas de negociación juegan un papel clave en la fijación de los precios de los petróleos WTI y Brent, así como en las fricciones del mercado, en términos de costos de transacción, regulación y liquidez. En consecuencia, el proceso de la formación de precios en el mercado físico del petróleo no sólo se verá afectado por su propia información, sino también por la información generada en los mercados de futuros del petróleo de referencia internacional. Estudios sobre efectos de transmisión de información han documentado que la dinámica de la volatilidad depende del arribo de nueva información al mercado. De esta manera, la información del mercado de futuros se puede agregar en el proceso de la volatilidad del mercado físico del petróleo (Zhong et al., 2004; Liu et al., 2008; Han et al., 2013).


    Por otra parte, los patrones de transmisión de volatilidad ocurren en el momento que un mercado de futuros experimenta cambios en su volatilidad y su impacto desfasado genera por ende volatilidad en otro mercado, esto es, choques inesperados que desestabilizan los precios del petróleo. Desde que los mercados físicos del petróleo de diferente calidad y grado de densidad han alcanzado un alto grado de integración, el interés por entender y analizar la magnitud de los efectos de la transmisión de información sobre rendimientos y volatilidades a través del tiempo y mercados ha aumentado en la literatura económica-financiera. En la actualidad, el estudio de los mecanismos de transmisión de volatilidad entre mercados tiene importantes consecuencias para los productores, consumidores, diseñadores de la política energética e inversionistas, puesto que es la base para el desarrollo de modelos de valuación de activos y productos derivados, la predicción de precios futuros y el diseño de estrategias de coberturas.


    El objetivo del presente trabajo es identificar los patrones de flujos de información entre los mercados físicos y de futuros del petróleo a través del mecanismo de transmisión de la media y volatilidad. El estudio pretende contestar las siguientes cuestiones: ¿El mecanismo de transmisión de la media y volatilidad nos permita entender mejor cómo los mercados físicos y de futuros intercambian los flujos de información? ¿La volatilidad de un mercado internacional altamente líquido podría incrementar la volatilidad de un mercado menos líquido?


    El estudio también contribuye a la literatura de la siguiente forma: los estudios sobre transmisión de información de la media y volatilidad entre mercados de futuros sobre petróleo de referencia internacional y mercados físicos de petróleo de baja calidad, es todavía muy escasa, por lo que se usaron datos diarios sobre el precios del petróleo Maya, Istmo, Olmeca, así como los precios de los futuros del petróleo WTI y Brent durante el periodo del 3 de enero de 2000 al 31 de diciembre de 2015. Otra contribución podría ser que el estudio propone un modelo VEC-EGARCH bivariado, debido a que las ventajas de aplicar el modelo se refieren a que es una nueva forma de analizar la transmisión de choques informacionales5 a través de los primeros y segundos momentos condicionales. Asimismo, el modelo permite capturar los efectos asimétricos en la volatilidad, que omiten generalmente los modelos GARCH-BEKK.


    De igual forma, los resultados empíricos revelan la existencia de efectos bilaterales de transmisión de información de la media entre los mercados físicos y de futuros del petróleo. Asimismo, evidencia de efectos de transmisión de volatilidad bilaterales entre los mercados de futuros y el mercado físico del petróleo del Olmeca. Aunque con efectos más fuertes que van del mercado WTI hacia el Olmeca y del mercado Olmeca hacia el Brent. En este sentido, los mercados de futuros del petróleo tienen efectos desestabilizantes sobre los mercados físicos del petróleo mexicano, los cuales pueden ser aprovechados por las autoridades gubernamentales y los consumidores para crear óptimas estrategias de cobertura cruzada que coadyuven en la reducción de la exposición al riesgo de precios del petróleo mexicano. El resto del trabajo se estructura de la siguiente manera: en la sección 2 se discute la literatura relacionada; mientras que en la sección 3 se explica la metodología utilizada en el trabajo; la sección 4 describe y proporciona un análisis de los datos; la sección 5 presenta la evidencia empírica, y finalmente, se presentan las conclusiones a las que se llegaron.


    


    2. Literatura revisada


    Hasta el momento la mayoría de la literatura que estudia los patrones de la transmisión de volatilidad, se ha restringido a los mercados accionarios y cambiarios. Sin embargo, con el acelerado proceso de globalización y la evolución del grado de integración entre los mercados físicos del petróleo, los académicos, inversionistas institucionales y diseñadores de la política energética han renovado su interés por entender los efectos de la transmisión de información sobre los rendimientos y las volatilidades a través de los mercados.


    En este sentido, Lin y Tamvakis (2001) estimaron modelos ARCH y GARCH estándar utilizando los contratos de futuros del petróleo WTI y Brent con el vencimiento más próximo. Sus hallazgos revelan evidencia concluyente de efectos de transmisión de información cuando los mercados operan simultáneamente y los precios en el mercado de Londres son afectados por los precios de cierre del mercado de Nueva York.


    Ewing et al. (2002) analizaron los patrones de transmisión de la volatilidad entre mercados del petróleo y gas natural del 1 de abril de 1996 al 29 de octubre de 1999 a través una parametrización BEKK para el modelo GARCH (1,1) multivariado. Los resultados demostraron que existen vestigios de transmisión de volatilidad directa e indirectamente de un mercado al otro. En un estudio para cinco mercados de energía nacionales e internacionales de Estados Unidos de América, Hammoudeh et al. (2003) evidencian que la transmisión de volatilidad suele ser más frecuente y significativa, entre los mercados físicos y de futuros utilizando los contratos con vencimientos a uno y tres meses, con el modelo GARCH, a diferencia de la transmisión de la media a través del modelo VEC.


    Utilizando datos de frecuencia alta, Lin y Tamvakis (2004) refuerzan sus previos resultados al confirmar que la bolsa de Nueva York es el principal fijador de precios en los futuros de petróleo ligero y dulce, y su efecto dominante repercute en los contratos negociados en la bolsa de Londres.


    Bajo un modelo GARCH-BEKK estructural, Spargoli y Zagaglia (2007) analizaron las correlaciones entre los mercados de futuros sobre petróleo ligero y dulce en el periodo del 26 de abril de 1993 al 26 de abril de 2007. Los resultados del estudio destacan la rápida reacción de la bolsa de Nueva York a la llegada de nueva información al mercado en comparación con la bolsa Intercontinental de Europa (ICE). De la misma manera, Chang et al. (2009) estudiaron las relaciones de las volatilidades y correlaciones condicionales entre los rendimientos de los precios de contado, forward y futuros para los principales marcadores del petróleo (WTI, Brent y Dubái). Los hallazgos evidencian transmisión de volatilidad y efectos de asimetría en la volatilidad condicional para cada uno de los mercados analizados.


    En un estudio que incluye a el petróleo Tapis de Malasia, Chang et al. (2010) encontraron evidencia sobre la transmisión de volatilidad del merca-do de futuros del Brent hacia sus propios mercados físico y forward, del mercado físico Brent hacia el mercado físico WTI y del mercado de futuros del WTI hacia el mercado físico Brent. Además, la presencia de efectos de transmisión de volatilidad de los mercados del petróleo WTI y Brent hacia los mercados físicos, forward y de futuros de los petróleos Dubái y Tapis. Este hallazgo reafirma a los mercados de petróleo ligero y dulce como los principales marcadores internacionales para la fijación del precio crudo de baja calidad.


    Kang et al. (2011) analizaron los efectos de los cambios estructurales en la volatilidad, y los incorporna en una estructura GARCH-BEKK a fin de entender mejor el intercambio de información y transmisión de la volatilidad en los mercados físicos del WTI y Brent. Los resultados revelan que la relajación de los cambios estructurales puede alterar la dirección del flujo de información y el mecanismo de transmisión de volatilidad entre los mercados de petróleo de referencia internacional.


    Por medio de la estimación de un modelo VAR-GARCH-BEKK, Jin et al. (2012) encuentran evidencia empírica de cómo la volatilidad es trasmitida a través de los principales mercados de futuros del petróleo WTI, Brent y Dubái en el periodo de julio de 2005 a febrero de 2011. Además, los hallazgos muestran importantes patrones de transmisión de información de que el Brent es el más sensible a los choques de mercado, debido a su importante posición como marcador para la fijación de los precios del petróleo.


    En un estudio reciente, Sehgal et al. (2013) analizan los efectos de transmisión de volatilidad entre precios físicos y de futuros y entre precios de fu-turos del WTI negociados en las plataformas NYMEX, ICE y MCX.6 Sus resultados confirman la presencia de transmisión de volatilidad en el largo plazo de la ICE hacia la MCX y de la MCX hacia la NYMEX. Aunque el efecto parece ser más fuerte de la NYMEX hacia la ICE y MCX, lo que confirma su posición dominante en el mercado del petróleo. En tanto que la ICE y la MCX mantienen el mismo nivel competitivo en el mercado global del WTI.


    Finalmente, Soucek y Todorova (2014) proponen un modelo autorregresivo heterogéneo multivariado (VHAR), y analizan los patrones de transmisión de volatilidad en los mercados de futuros de energía (ICE). Los resultados revelan choques de corto plazo en la volatilidad de los futuros del Brent que afectan de manera importante a la volatilidad de los futuros del gasóleo. Además, la principal fuente de transmisión de volatilidad del petróleo y gasóleo hacia el gas natural es el componente de la volatilidad de largo plazo.


    3. Metodología econométrica


    En esta sección se describirá el modelo VEC-EGARCH bivariado que explica el efecto de transmisión de la media y volatilidad.


    


    3.1 Modelo EGARCH bivariado con término de corrección de error


    De acuerdo con la literatura, la presencia de efectos asimétricos en la volatilidad es ampliamente confirmada en los mercados accionarios de países industrializados y emergentes. Sin embargo, la evidencia para mercados del petróleo requiere ser verificada. Por ello, este estudio extiende el modelo EGARCH de Nelson (1991) a una estructura multivariada para analizar la naturaleza de los mecanismos de transmisión de la media y volatilidad entre los mercados del petróleo.


    Para el análisis de los patrones de transmisión de información de precios, los rendimientos físicos y de los futuros del petróleo se consideró si son afectados por sus propios términos y los términos de los otros rendimientos, pero desfasados, así como por el término de corrección de error.


    Las ecuaciones de las medias condicionales se especifican a través de los modelos de vectores de corrección de error de la siguiente manera:
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    donde RS,t y RF,t son los rendimientos de los precios físicos y de futuros del petróleo, es decir, [image: ] y [image: ]y PF,t son los precios logarítmicos de S y F en la fecha t, respectivamente. Además, αS1, j y α F1, j son los coeficientes de los efectos propios de los rendimientos desfasados. αS2, j y α F2, j miden los efectos indirectos de la media para los rendimientos físicos y de futuros αS3 y αF3 son los coeficientes que miden la velocidad de ajuste de precios entre los mercados físicos y de futuros del petróleo o rapidez con la que se corrigió la discrepancia en el equilibrio de largo plazo. [image: ] es el conjunto de información disponible en el tiempo [image: ] son los residuales de las medias condicionales, tal que [image: ] se define como la matriz de varianza-covarianza condicional.


    Dado que la volatilidad es importante para entender mejor el proceso de transmisión de información entre los mercados físicos y de futuros del petróleo cuando existen efectos de asimetría. Las ecuaciones de las varianzas condicionales se definen de la siguiente manera:
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    donde [image: ] y [image: ] son los residuales estandarizados. Además, φ S1 y φ F1 miden el nivel de persistencia de corto plazo o efectos propios directos de transmisión de choques. Los parámetros φ S3 y φ F3 miden los efectos de transmisión de volatilidad de mercado cruzado de corto plazo en los rendimientos de los precios físicos y de futuros del petróleo, respectivamente. De esta manera, la volatilidad condicional no sólo será afectada por choques en los residuales pasados de su propio mercado, sino también por choques de los otros mercados. φ S2 y φ F2 cuantifican el grado de persistencia de largo plazo en la volatilidad. Un valor cercano a uno indica que alta volatilidad es seguida por volatilidad más grande en la misma dirección.


    Por su parte, φ S4 y φ F4 miden los efectos de transmisión de volatilidad de mercado cruzado de largo plazo en cada uno de los mercados físicos y de futuros. Los parámetros β S0 y β F0 recogen los efectos de las desviaciones temporales en la relación de equilibrio, los cuales afectan a la varianza condicional porque el incremento en el diferencial entre las dos variables genera incertidumbre e incrementa la volatilidad (Lee, 1994).


    La presencia del efecto de asimetría en la volatilidad condicional, es determinada por la ecuación (5) cuando el parámetro δ j es significativamente diferente de 0. Si las derivadas parciales de la función  g(ξ j,t ) se toman con respecto a ξ j t se tiene que
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    Los términos [image: ] y [image: ] miden los efectos de tamaño y signo correspondiente, respectivamente. Si [image: ], la innovación7 negativa fortalece el efecto de tamaño, mientras que el efecto de tamaño es neutralizado cuando [image: ]. Esto significa que las innovaciones negativas incrementarán más la volatilidad que innovaciones positivas de la misma magnitud. Asimismo, la evaluación de la importancia de la asimetría o efectos de apalancamiento es medido por [image: ].


    Las covarianzas son determinadas de la siguiente manera:
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    donde [image: ] es la correlación condicional constante.


    Finalmente, el método de cuasi-máxima verosimilitud se emplea para estimar los parámetros de la función de verosimilitud logarítmica
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    donde θ es el vector de parámetros del modelo y [image: ] indica el número de observaciones.


    4. Datos y análisis preliminar para cada mercado del petróleo


    La información utilizada para el estudio está constituida por las series de los precios físicos diarios de la canasta de crudos mexicanos: Maya, Istmo y Olmeca.8 Los precios de cierre diarios de los futuros de petróleo de referencia internacional –WTI y Brent– que cotizan en las bolsas de Nueva York y Londres. No obstante, de que la fecha de entrega de los contratos de futuros se lleva a cabo en ciclos mensuales; no significa que es continúa. Por consiguiente, en la construcción de las series de los precios de los futuros se emplea la regla habitual de la literatura, que consiste en utilizar el contrato de futuros con vencimiento más próximo. Asimismo, para evitar los efectos de precios volátiles derivados de la expiración del contrato y la falta de liquidez en el mercado,9 el proceso de transición al segundo contrato de futuros con vencimiento más próximo se lleva a cabo una semana antes del último día de operación del contrato de futuros actual.


    La muestra para el análisis cubre el periodo del 3 de enero de 2000 al 31 de diciembre de 2015, totalizando 4 114 observaciones. Para la estandarización de las series de los precios físicos y de futuros se utiliza el método de interpolación de Lagrange, el cual estima los datos que no están disponibles debido a los días festivos o días no laborables en un mercado determinado. Es importante destacar que todas las series financieras se obtuvieron de la base de datos de Bloomberg.


    Para los propósitos del análisis, ambas series de precios son transformadas en series de rendimientos continuos de la siguiente manera: Rt = ln(Pt )–ln(Pt-1 ). En el cuadro 1 se reportan las estadísticas básicas de rendimientos y resultados de las pruebas de raíz unitaria, autocorrelación y cointegración. Tal como se muestra en el Panel A, todos los valores de las medias son positivos, pero pequeños con respecto a las desviaciones estándar que alcanzan valores entre 2.19-2.49%. Este hecho indica una relación rendimiento-riesgo positiva y una mayor exposición al riesgo para los participantes en los mercados del petróleo, en particular para los crudos Istmo y Maya. Asimismo, todas las series de rendimientos revelan sesgo negativo y exceso de curtosis, lo que conlleva al rechazado del supuesto de normalidad debido a la presencia de observaciones extremas y al alto valor del estadístico Jarque-Bera.


    Los resultados de la prueba de Ljung-Box, Q(20) confirman la fuerte presencia de correlación serial en cada una de las series de los rendimientos del petróleo. Este hallazgo sugiere una mejor especificación de la ecuación de la media condicional para capturar este fenómeno. Con respecto al comportamiento de la volatilidad, los resultados del estadístico Q2(20) proporcionan evidencia convincente de heterocedasticidad condicional en los rendimientos cuadrados de los cinco mercados del petróleo y la necesidad de la estimación de un modelo GARCH para su modelación apropiada.


    Las condiciones de estacionariedad en las series de los precios y rendimien-tos son validadas con las pruebas de raíz unitaria de Dickey-Fuller y Phillips-Peron, y sus resultados se reportan en el Panel B del cuadro 1. Los valores negativos cercanos a cero y no significativos de los estadísticos son débiles para rechazar la hipótesis nula al 1%, lo cual indica que todas las series de los precios logarítmicos tienen una raíz unitaria o son integrados de orden uno, I(1). Este hallazgo puede confirmar la existencia de una relación estacionaria lineal entre dos series no estacionarias, es decir, entre los precios físicos y de futuros. En el caso de las primeras diferencias, los grandes valores negativos rechazan la hipótesis nula de raíz unitaria, lo que confirma que las series de los rendimientos se comportan como un proceso estacionario.


    [image: Gutierrez C1]



    Para investigar la existencia de la relación de cointegración se aplicó la metodología de Engle-Granger en dos pasos.10 En el Panel C se muestran los resultados de la relación de equilibrio de largo plazo entre los logaritmos de los precios físicos y de futuros del petróleo. Los parámetros estimados de la prueba de cointegración son estadísticamente significativos y se encuentran por arriba de uno para λ 1 con errores estándar pequeños. Además, la cointegración para cada par de series de precios logarítmicos es confirmada por el valor del estadístico de las pruebas de Dickey- Fuller y Phillips-Perron a un nivel de significancia de 1%, lo que indica que las series de los residuales son estacionarias o integradas de orden cero, I(0). Estos hallazgos son importantes para el estudio porque constatan los estrechos vínculos informacionales entre los precios físicos y de futuros del petróleo a través de sus diferentes plataformas de negociación. De esta manera, es importante incorporar el término de corrección de error en las ecuaciones de las medias y varianzas condicionales del modelo EGARCH bivariado.


    5. Evidencia empírica


    5.1 Transmisión de información a través de los rendimientos y volatilidad


    Utilizando las series de rendimientos de los precios físicos y las series de rendimientos de los precios de futuros, este estudio estima 12 especificaciones VEC-EGARCH bivariadas para analizar los mecanismos de transmisión de información de la media y volatilidad entre mercados físicos del petróleo mexicano y mercados de futuros de petróleo.


    En el cuadro 2, de acuerdo con la especificación de la media condicional, la significancia estadística de los parámetros estimados αS1, j revela que los rendimientos actuales de los petróleos Maya, Istmo y Olmeca son directamente afectados por sus propios rendimientos desfasados un periodo. El número de rezagos en la ecuación de la media fue seleccionado de acuerdo al criterio de información de Akaike.


    En términos de la transmisión de información de los efectos indirectos de la media, los rendimientos del petróleo mexicano son afectados positivamente por los rendimientos de los futuros del WTI y Brent, excepto para la relación WTI→Olmeca. Todos los coeficientes αS2, j son estadísticamente significativos a un nivel de 1%. La reacción más alta de mercado ante un cambio en los precios de los futuros se observa en las relaciones WTI→Istmo, WTI→Maya y Brent→Istmo con valores del 0.7824, 0.7605 y 0.5258, respectivamente. Mientras que el efecto es más débil en la relación WTI→Olmeca con un valor de -0.1847. Estos resultados indican que la información generada en los mercados de futuros del WTI y Brent se trasmite rápidamente a los mercados del petróleo mexicano. Este hecho es alimentado por el importante papel de los mercados de futuros para asimilar las expectativas de mercado, y reflejarlas eficientemente en la formación y predicción de los precios futuros. Además, la ineficiencia y falta de liquidez en el mercado del petróleo mexicano lo obliga a actuar como tomador de precios en lugar de marcarlos, lo que implica una dependencia cada vez mayor de los mercados internacionales para fijar sus precios de venta al exterior, a pesar de ser un país productor de petróleo con una alta capacidad de producción.


    Los coeficientes estimados αS3 en el modelo VEC determinan la velocidad de ajuste de precios para alcanzar la relación de equilibrio de largo plazo entre los mercados físicos y de futuros del petróleo. La carencia de significancia en los resultados revela la ausencia de ajuste entre los precios del Maya e Istmo y las desviaciones de la relación de equilibrio de largo plazo, excepto para las relaciones Brent→Olmeca (1.0214) y WTI→Olmeca (1.0159) a un nivel de 1 y 5%, respectivamente. La razón de este hallazgo se atribuye a las características físico-químicas similares entre el crudo Olmeca y los petróleos de referencia internacional, porque los precios Olmeca se ajustan y reaccionan a los desequilibrios entre los precios físicos y de futuros cuando el sistema de precios presenta diferenciales estrechos. Por otra parte, los precios de los petróleos Istmo y Maya generalmente no reaccionan a la presencia de desviaciones temporales en la relación de equilibrio de largo plazo en el periodo anterior cuando los coeficientes del término de corrección de error son negativos o cercanos a cero, porque los precios físicos requieren de un incremento importante para mantener el equilibrio del mercado.
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    Para el caso de las estimaciones de la ecuación de la varianza condicional reportados en el Panel B, la significancia de los parámetros estimados φ S1 revela la existencia de efectos ARCH en los mercados del petróleo mexicano. Este resultado implica que las innovaciones pasadas tienen un efecto positivo e importante sobre la volatilidad actual de los precios del petróleo mexicano. Para los efectos cruzados de la transmisión de volatilidad en el corto plazo, la significancia de los parámetros φ S3 sólo indica efectos de propagación de vola-tilidad en las relaciones WTI→Maya, WTI→Olmeca y Brent→Olmeca a un nivel de 1 y 5%, con fuertes impactos positivos que van del WTI y Brent hacia el Olmeca. Este resultado indica que los mercados del petróleo Maya y Olmeca son evidentemente vulnerables, no sólo por sus propias noticias del mercado, sino también por los choques inesperados de los mercados de futuros del petróleo de referencia internacional. Este hallazgo se puede atribuir al mecanismo adoptado por las autoridades gubernamentales para fijar los precios regulados del petróleo mexicano, puesto que México como productor de petróleo es tomador de precios por naturaleza en lugar adoptar la posición de marcador.


    Con respecto a los efectos directos de largo plazo, todos los coeficientes estimados φ S2 son estadísticamente significativos al 1%, lo que indica una fuerte evidencia de persistencia en la volatilidad. La volatilidad pasada de los mercados físicos del petróleo afecta de manera importante a la volatilidad actual y requiere de bastante tiempo para decaer. Este hecho se refleja más en las relaciones Brent→Maya (0.9973) y WTI→Maya (0.9942), y que se puede atribuir a las diferentes propiedades físicas-químicas entre el Maya (22 grados API y 3.3% de azufre) y el WTI (40 grados API y 0.2% de azufre) y Brent (38 grados API y 0.4% de azufre). Por lo que sus cotizaciones son más altas en los mercados internacionales y los diferenciales de precios más amplios.


    En el caso de los efectos de mercado cruzado de largo plazo, la significancia de los coeficientes estimados φ S4 en los niveles convencionales revelan la existencia de transmisión de volatilidad de los mercados de futuros del WTI y Brent hacia los mercados físicos del Maya y Olmeca. En términos absolutos, los efectos más fuertes van del WTI y Brent hacia el Olmeca, seguido por la relación Brent→Maya. Este hallazgo revela que la presencia de alta volatilidad aunado a los efectos de mercado cruzado de corto y largo plazos, originaran creciente incertidumbre en los precios actuales del petróleo físico, en particular para el crudo Olmeca, a pesar de que el signo del coeficiente es negativo. Esto es debido a que el valor del coeficiente de los efectos de mercado cruzado de corto plazo es relativamente más grande al del coeficiente de los efectos de mercado cruzado de largo plazo en los respectivos mercados del petróleo, lo que implica que los efectos ARCH indirectos son más importantes para la predicción de la volatilidad futura de los precios físicos que los efectos GARCH indirectos.


    Asimismo, el efecto de asimetría directo y de los mercados de futuros hacia los mercados físicos del petróleo, medido por los parámetros δ S y SF, es significativamente diferente de cero. Este hallazgo indica que las noticias negativas tendrán mayor impacto en la volatilidad que las noticias buenas. El efecto de asimetría de las noticias malas del mercado de futuros del WTI es 1.86, 3.77 y 3.11 veces con respecto al impacto de las noticias buenas en los mercados del petróleo Maya, Istmo y Olmeca, respectivamente. Los efectos de apalancamiento del mercado de futuros del Brent sobre los mercados físicos del petróleo alcanzan valores de 1.67, 1.87 y 1.62 en el mismo orden. Este hallazgo explica por qué los diseñadores de la política enérgica en México se preocupan cuando la tendencia positiva de los precios cambia drásticamente de dirección en el corto plazo.


    De acuerdo con la magnitud y significancia estadística de los parámetros βS0, que miden los efectos de las deviaciones de corto plazo en el equilibrio sobre la varianza condicional de los mercados físicos del petróleo, el término de corrección de error sólo tiene efecto negativo significativo para la relación WTI→Olmeca a un nivel de 10%. El valor negativo del coeficiente indica que en la medida que las desviaciones entre los precios físicos y de futuros del petróleo alcanzan valores grandes, la volatilidad en el mercado del petróleo Olmeca descenderá a un ritmo lento y el comportamiento de los precios será ligeramente menos volátil a través del tiempo.


    Para el caso de los resultados estimados de los mercados de futuros reportados en el cuadro 3. Al igual que en los mercados físicos, los rendimientos actuales de los petróleos WTI y Brent son afectados por sus propios rendimien-tos desfasados un periodo. En el caso del mecanismo de transmisión de información de la media, la mayoría de los coeficientes αF2j son positivos y significativos al 1%, lo que indica la existencia de efectos bilaterales entre los mercados físicos y de futuros del petróleo. Al comparar sus coeficientes se puede observar que [image: ]. Por ejemplo, el coeficiente de la rela-ción WTI→Istmo tiene un valor de 0.7824 contra 0.4346 de la relación Istmo→WTI. Esto evidencia efectos más fuertes y rápidos de los mercados de futuros hacia los mercados físicos del Istmo y Maya, por lo que proporcionan mayor información, la cual es trasmitida de un mercado al otro. En contraste, los cambios en el mercado del petróleo Olmeca tienen un efecto más fuerte en los mercados de futuros de acuerdo con el tamaño de su coeficiente estimado, lo que implica más información para la fijación de los precios de los futuros en los respectivos mercados.
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    Existen dos factores externos que pueden explicar estos resultados. El primero se refiere a que México se colocó en el lugar 12 en la producción de petróleo a nivel mundial en 2015, con un volumen de extracción de aproxima-damente 2 300 millones de barriles diarios de acuerdo con el ranking global de la Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP). La segunda justificación es que las exportaciones petroleras de México ascendieron a 427.9 millones de barriles con un valor aduanal de 18 524 millones de dólares aproxi-madamente, lo que mantiene a México en el cuarto lugar como proveedor neto de crudo a Estados Unidos por volumen después de Canadá, Arabia Saudita y Venezuela. Estas cifras son relevantes para el crecimiento de la economía doméstica porque México puede llegar a ejercer cierto control sobre los precios de referencia internacional al menos en el corto plazo y, al mismo tiempo, tener la capacidad para influir de forma directa y sensible en los precios de los petróleos de menor calidad.


    El coeficiente αF3 del término de corrección de error es negativo y estadísticamente significativo al 1% en todos los rendimientos de los futuros con la excepción de las relaciones Olmeca→WTI y Olmeca→Brent. La explicación de estos resultados se atribuye a la diferencia trascendental de las características físicas-químicas entre los petróleos Maya e Istmo y los crudos de referencia internacional. En este contexto, los precios de los futuros del WTI y Brent se ajustan y reaccionan a los desequilibrios entre los precios físicos y de futuros cuando el sistema de precios presenta grandes diferenciales, porque los precios de los futuros están sobrevaluados y requieren de un incremento importante para mantener el equilibrio en el largo plazo.


    Asimismo, los hallazgos no apoyan la hipótesis de que los mercados físicos y de futuros del petróleo sigan una tendencia de integración progresiva. Existen varias causas que pueden explicar los resultados, tales como que los pequeños volúmenes de transacción en los mercados del petróleo mexicano, los costos de transacción y el diferencial de precios. Otros importantes factores de carácter interno se refieren al hecho de que la estructura del mercado de la industria del petróleo en México está completamente monopolizada por Petróleos Mexicanos (Pemex) y la falta de un mercado de futuros y opciones que sirva como mecanismo de cobertura trasparente para la exposición al riesgo de precios del petróleo mexicano.


    Los resultados de las ecuaciones de la varianza condicional para los ren-dimientos de los futuros del WTI y Brent son mostrados en el Panel B del cuadro 3. Los estimadores φF1 de los efectos ARCH son todos significativos al 1% y positivos, lo que implica que las innovaciones pasadas tienen un efecto positivo e importante sobre la volatilidad actual de los precios de los futuros. Asimismo, la significancia estadística de los coeficientes φF2 revela la presencia de un alto grado de persistencia en la volatilidad. La justificación de este hallazgo está en línea con los altos volúmenes operados en los respectivos mercados de futuros. Estos instrumentos financieros no sólo se han incluido en los portafolios de inversión como alternativa para la diversificación del riesgo, sino también para propósitos de especulación, lo que ha originado creciente volatilidad en los últimos años.


    En términos de los efectos de mercado cruzado de corto plazo, los resultados de los coeficientes φF3 revelan que choques inesperados de los mercados físicos del petróleo pueden afectar positivamente la evolución de la volatilidad actual en los mercados de futuros, lo que puede originar inestabilidad en los precios de los futuros, en particular en las relaciones Istmo→WTI, Maya→Brent e Istmo→Brent. La existencia de efectos de transmisión de volatilidad bilateral sólo es alcanzada en las relaciones WTI↔Olmeca y Brent↔Olmeca con derramamientos más fuertes, en términos de valor, que van del WTI y Brent hacia el Olmeca. Aunque los resultados son débiles por el error de especificación en la varianza condicional de los rendimientos de los futuros. Estos hallazgos son explicados por la capacidad de los mercados de futuros para asimilar rápidamente la información de eventos externos relacionados con la reforma energética mexicana.


    Con respecto a los efectos de mercado cruzado de largo plazo, los coeficientes φF4 indican que el efecto de transmisión de volatilidad bilateral sólo ocurre en las relaciones WTI↔Olmeca y Brent↔Olmeca. En términos absolu-tos, el proceso de transmisión de volatilidad es más fuerte en las relaciones WTI→Olmeca y Olmeca→Brent que el efecto opuesto. Este hecho confirma la importante función de los mercados de futuros en el área de la trasparencia de la información en el mercado del petróleo, así como la integración del mercado del petróleo Olmeca a través de plataformas para negociar futuros sobre crudo de referencia internacional. La explicación de los hallazgos se puede adjudicar a la apertura del sector energético, aprobada por el H. Congreso de la Unión, a la inversión extranjera para explorar aguas profundas y ultra profundas en el Golfo de México; al ingreso de México a la Agencia Internacional de Energía en noviembre de 2015, con el fin de iniciar su proceso de adhesión para mejorar el régimen petrolero y fiscal en materia extractiva.


    Al igual que en los mercados físicos del petróleo, los efectos de asimetría directos e indirectos en la volatilidad de los rendimientos de los futuros son estadísticamente significativos al 1%. Los efectos de apalancamiento de los mercados físicos del Maya, Istmo y Olmeca sobre los mercados de futuros alcanzan valores del 1.91, 1.90 y 3.06 para el WTI y del 2.33, 4.73 y 3.26 para el Brent, respectivamente. De acuerdo con la magnitud y significancia estadística de los parámetros βF0 del término de corrección de error en la varianza condicional de los mercados de futuros. Los resultados revelan un efecto mixto, por ejemplo, positivo para las relaciones WTI→Maya, WTI→Istmo y Brent→Maya y negativo para las relaciones WTI→Olmeca y Brent→Olmeca. El valor positivo de los coeficientes indica que en la medida que las desviaciones entre los precios físicos y de futuros del petróleo alcanzan valores pequeños, la volatilidad en los mercados de futuros se incrementará a un ritmo acelerado, por lo que el comportamiento de los precios será más volátil a través del tiempo y, en consecuencia, su predicción será más difícil y viceversa.


    Los hallazgos pueden ser relevantes para el gobierno federal y los consumidores industriales de petróleo mexicano, porque proporcionan importante información para el desarrollo de estrategias de coberturas cruzadas que coadyuven a mitigar la exposición al riesgo del precio del petróleo en periodos de extrema volatilidad. Además, estas operaciones financieras serán más transparentes y con bajos costos de transacción a diferencia de las coberturas con opciones de ventas, que se caracterizan por tener una estructura más peligrosa fomentada por la presencia del riesgo de incumplimiento de las contrapartes. Asimismo, el análisis de los patrones de trasmisión de precios y volatilidad podría proporcionar información útil a la política energética para entender mejor la vulnerabilidad del mercado ante la apertura del sector petrolero a la inversión extranjera. La disponibilidad de esta información también podría ser de ayuda para los diseñadores de la política energética en la creación de políticas efectivas y un marco regulatorio sólido que garanticen la seguridad de la producción y las exportaciones netas de la canasta de crudos mexicanos y, por consiguiente, fomenten la competitividad y la sustentabilidad en el país con un mayor presencia en los mercados internacionales.


    Sin embargo, los participantes en el mercados de futuros y físicos del petróleo deben tener cuidado porque los resultados son débiles para explicar los efectos de mercado cruzado de la volatilidad en el corto y largo plazo. Este hecho se atribuye a que algunas especificaciones de las varianzas condicionales no logran eliminar la autocorrelación en los residuales estandarizados cuadrados como se muestra en el Panel C de los cuadros 2 y 3. Los estadísticos de Ljung-Box con 18 rezagos indican la presencia de dependencia no-lineal en las innovaciones estandarizadas cuadradas para las relaciones Brent→Maya, Brent→Istmo, Olmeca→WTI y Olmeca→Brent. Este fenómeno característico de las series financieras, tal vez, puede ser relajado si en el modelo VEC-EGARCH bivariado se incorporan cambios estructurales.


    6. Conclusiones


    Este trabajo analiza el proceso de la transmisión de información de la media y volatilidad entre mercados físicos del petróleo mexicano y mercados de futuros de referencia internacional –WTI y Brent– utilizando datos diarios del 3 de enero de 2000 al 31 de diciembre de 2015. La implementación del modelo VEC-EGARCH bivariado con correlaciones constantes es insuficiente para explicar el proceso de transmisión de volatilidad bilateral en los mercados físicos y de futuros del petróleo. De acuerdo con la significancia estadística de las estimaciones, la evidencia de transmisión de información de la media es bilateral con efectos más fuertes y rápidos de los mercados de futuros hacia los mercados del petróleo Istmo y Maya, aunque existen efectos fuertes y significativos que van del mercado del petróleo Olmeca hacia los mercados de futuros del WTI y Brent.


    La respuesta de reacción a las desviaciones temporales del equilibrio de largo plazo es más rápida por parte del mercado físico del petróleo Olmeca que en lo que respecta a los mercados de futuros. En el caso de los efectos de mercado cruzado de corto y largo plazos, la evidencia de efectos de transmisión de volatilidad bilateral es sólo alcanzada en las relaciones WTI↔Olmeca y Brent↔Olmeca con efectos más fuertes y rápidos que van del WTI hacia el Olmeca en el largo plazo y del Olmeca hacia el Brent. Asimismo, la presencia de desviaciones en la relación de equilibrio de largo plazo intensifica más la volatilidad en los mercados de futuros que en los mercados físicos del petróleo, por lo que el término de corrección de error contiene importante información para la predicción de la volatilidad condicional. Los hallazgos empíricos tienen importantes implicaciones económicas-financieras para el gobierno, los consumidores y los diseñadores de la política energética. El conocimiento de la dirección del flujo de información e intensificación de la formación de volatilidad puede ayudar a mitigar la exposición al riesgo de precios en el petróleo mexicano a través del diseño de estrategias de cobertura cruzada y la creación de políticas efectivas cuidadosamente diseñadas que impulsen el ritmo de crecimiento económico y mejoren la calidad de vida de los mexicanos. En este estudio, el modelo VEC-EGARCH bivariado no tiene la capacidad para estimar correlaciones cambiantes en el tiempo. Este tipo de problema será tratado en una investigación futura.
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        2 En este contexto, la volatilidad se define como la variación de los precios en los mercados del petróleo, la cual es medida con modelos de heteroscedasticidad condicional autorregresiva cuando dicha volatilidad cambia a lo largo del tiempo.

      


      
        3 Atraídos por la fuerte alza en los precios del petróleo y la correlación negativa entre los mercados de energía y accionarios. Los inversionistas institucionales como fondos de pensiones y fondos de inversión de riesgo moderado y alto (hedge funds) han incorporado contratos de futuros de petróleo en sus portafolios como mecanismo para la diversificación del riesgo.

      


      
        4 Debido a las propiedades de alta densidad y bajo contenido de azufre del petróleo, es importante resaltar que en estas bolsas se comercializan contratos de futuros sobre petróleo de referencia internacional como el West Texas Intermediate de Estados Unidos (WTI) y el Brent de Mar del Norte de Londres.

      


      
        5 Un choque informacional es un evento que puede afectar de manera importante a los precios o a la volatilidad en los mercados de energía.

      


      
        6 MCX es la principal bolsa de múltiples productos básicos en la India.

      


      
        7 El término innovación es otra forma de expresar la existencia de choques positivos y negativos en los rendimientos. Además, la presencia de choques positivos y negativos de la misma magnitud tiene diferente efecto en la volatilidad.

      


      
        8 Esta canasta de crudos sirve como principal marcador para la fijación del precio de la Mezcla Mexicana de Exportación.

      


      
        9 En la medida que el contrato de futuros se aproxima a su fecha de expiración, la concentración de la actividad del mercado se mueve inmediatamente al segundo contrato de futuros con vencimiento más cercano, lo que incrementa automáticamente su volumen de operación e interés abierto.

      


      
        10 Para una descripción técnica más detallada del método de cointegración, véase Engle y Granger (1987).
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    Resumen


    La política energética, como toda política pública, requiere por parte de los poderes gubernamentales, un conjunto de disposiciones precisas y coordinadas para gestionar con eficacia un sector que es estratégico. Cada país adopta su política energética con base en factores como la dotación de recursos, las políticas macroeconómicas; el esquema normativo y la visión sobre la relación Estado/mercado en el rubro, entre otros. El presente trabajo analiza la política energética de la República Argentina en el siglo xxi, considerando sus particularidades más destacadas; la existencia de sus cambios/continuidades y los principales desafíos a futuro.
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    Introducción2


    Hasta los primeros años de la década de los setenta, los debates sobre la cuestión energética en América Latina –y podría agregarse, a nivel internacional– se concentraban fundamentalmente en los aspectos técnicos y económicos, sin considerar sus implicaciones dentro de la ecuación política, a excepción de aquellos países cuyas economías son dependientes de la exportación de hidrocarburos (Moneta, 1984, pp. 131-132). Los shocks petroleros de la época fueron decisivos en el fortalecimiento que adquirió el tratamiento sobre la cuestión energética como una problemática de impacto en el ámbito doméstico y en la agenda global. Asimismo, factores como las asimetrías en materia de disponibilidad y/o acceso a fuentes no renovables, la expansión demográfica, el crecimiento industrial, los altibajos en los precios internacionales de los hidrocarburos, en especial, del petróleo y los problemas medioambientales, entre otros, han generado un llamado de atención a los poderes gubernamentales sobre la necesidad de otorgarle centralidad a la política energética en tanto a política pública se refiere.


    La manera en que cada Estado gestiona los recursos energéticos está sujeta a una multiplicidad de componentes. Las características de su respectiva matriz energética; la relación producción/consumo, los condicionantes exógenos y las directrices macroeconómicas del momento son, entre otros, indicadores de peso a considerar por parte de los gobiernos para administrar un sector estratégico en el desarrollo socioeconómico. Además de estos elementos, en la evaluación de la política energética de un país también debe considerarse si ésta posee o no una mirada prospectiva.


    El objetivo de este trabajo radica en caracterizar la política energética de la República Argentina durante los mandatos del Frente para la Victoria (FPV) de Néstor Kirchner (2003-2007) y Cristina Fernández (2007-2015). Las interrogantes generales que se plantean son: ¿qué se entiende por política energética?, ¿cuáles han sido los principales rasgos de la política energética del periodo? y ¿qué retos enfrenta el país en dicho sector en el corto y mediano plazo?


    Se sostiene como supuesto que a partir de 2004, las dificultades ex-perimentadas en el autoabastecimiento de gas natural, impulsaron el ascenso del tema energético en la agenda política nacional, teniendo en cuenta que más de la mitad de la matriz energética se sustenta en la producción de dicho recurso. Los gobiernos del FPV sostuvieron discusivamente la necesidad de contar con una política energética con preeminencia estatal para revertir las consecuencias negativas de la transnacionalización del sector en los años noventa. Sin embargo, más que disposiciones integrales dirigidas a concretar dicho objetivo, prevalecieron medidas coyunturales, sesgadas y cortoplacistas. Ello generó la pérdida paulatina de la condición del país de exportador a importador gasífero (y otros energéticos); la presencia de desequilibrios en la balanza energética comercial; así como evidenció la falta de planificación para potenciar la utilización de energías renovables en la matriz energética nacional.


    El trabajo se organiza en dos secciones: la primera realiza una somera presentación sobre las nociones de política energética y política pública, y brinda el soporte conceptual para analizar el caso argentino. En la segunda sección, se examinan las particularidades de la política energética de la República Argentina en el periodo 2003-2015; se toman en consideración algunos aspectos que preceden al periodo para contar con el cuadro de situación sobre el cual los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández dispusieron un conjunto de acciones y medidas sobre el rubro energético. Con base en ello, se identifican los principales cambios, continuidades y retos a futuro.


    1. Política energética como política pública: una aproximación conceptual


    Para la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), la política energética de un país es entendida como una política pública más y, como tal, se manifiesta a través de decisiones gubernamentales que deben estar direccionadas a lograr no sólo la eficiencia en el ámbito de la energía, sino también la promoción del desarrollo socioeconómico nacional. Según Oxilia y Blanco (2016, p. 17) una política energética comprende: “un conjunto de disposiciones y lineamientos estratégicos consensuados y asumidos por una autoridad gubernamental competente dirigidos a enfrentar situaciones públicas y a satisfacer requerimientos relacionados con el sector de la energía”. Además, los autores afirman que toda política energética “se constituye en una pauta o mandato” [que expresa] prioridades o líneas de acción [en las cuales se refleja] la voluntad política [para accionar] sobre situaciones determinadas, generando resultados (Oxilia y Blanco, 2016, p. 17).


    En conexión con lo anterior, de los estudios3 de Oszlak y O’Donnell (1976), Lindblom (1991), Aguilar Villanueva (1992), Martínez Nogueira (1995) y Tamayo Sáez (1997), entre otros, se desprende que en una política pública se manifiestan las decisiones gubernamentales que contienen objetivos, acciones y omisiones ante una cuestión particular que posee un impacto significativo para la sociedad en su conjunto.


    Ahora bien, ya sea que se la identifique como un conjunto de acciones o inacciones o más específicamente como “un programa de acción gubernamental” –como lo hacen Becerril García y Albornoz Mendoza (2010, p. 95)–, en toda política pública se establece la “posición predominante del Estado frente a una cuestión que” [es de interés generalizado] (Oszlak y O’Donnell, 1976, p. 22). Asimismo, se subraya que, como en dicha política se indica un posicionamiento en un contexto particular –mediante la existencia e inexistencia de acciones– no constituye un proceso inalterable; al contrario, la elaboración de políticas públicas es un proceso complejo, abierto, dinámico (Martínez Nogueira, 1995, p. 4) y en general, incierto (Lindblom, 1991, p. 13). Esto se explica, en gran medida, porque los gobiernos no están aislados de sus propios contextos nacionales ni de los avatares que transcurren en el sistema internacional. De acuerdo con Oxilia y Blanco (2016, p. 15):


    La implementación de acciones exige una gestión importante de diversos actores y grupos sociales que se encuentran en diferentes niveles de interdependencia (…) [No] se puede omitir la constatación de que el contexto nacional en que se ejecutan políticas públicas no está aislado ni es independiente de un contexto internacional que está vinculado con mercados globales (como es el caso del petróleo) o con un contexto regional (o aún bilateral), cuando se trata de proyectos de integración que involucran acuerdos internacionales e infraestructuras para el aprovechamiento de recursos energéticos o bien para la interconexión de redes o sistemas energéticos.


    Así, la política energética tendrá rasgos específicos de acuerdo a los rasgos socioeconómicos y políticos del país que se trate; la dotación de recursos energéticos disponibles; los condicionantes domésticos y exógenos, y la visión de cada gobierno para gestionar el rubro, teniendo en cuenta la vinculación público-privada.4


    Por último, del estudio de Oxilia y Blanco (2016), se destaca que en la formulación de una política energética –como en toda política pública– intervienen un conjunto de factores, tales como: la definición de la línea de base, es decir, el cuadro de situación del cual se parte; las estrategias que marcan el recorrido a realizar para alcanzar los objetivos propuestos –son las decisiones y acciones a través de normativas, programas de gobiernos, etcétera– y, finalmente, la situación deseada (o una aproximación a la misma), la cual hace referencia a las aspiraciones de los formuladores de la política.


    2. Argentina: la antesala de la crisis energética5


    Al examinar transversalmente el panorama energético de Argentina, se desprenden dos consideraciones generales. La primera se encuentra en la composición de su oferta, la cual se encuentra signada por la concentración de los energéticos fósiles –petróleo y gas natural– que al año 2015 representan el 89% de la misma. Este valor supera la tasa mundial, estimada en el 80% y la regional, calculada en el 71% (Villalonga, 2013, p. 14). Cabe aclarar que en los últimos 35 años, el petróleo ha ido perdiendo márgenes de participación dentro de la matriz energética nacional por la expansión del gas natural (recurso que representa más de la mitad de la producción de energías primarias). Su extensión fue producto de una decisión gubernamental tras la creación de Gas del Estado en 1946 (compañía que hasta la década de los noventa monopolizó la distribución y el transporte del hidrocarburo). A sabiendas que Argentina contaba con potencial gasífero, Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF), empresa estatal (fundada en 1922) que actuaba en las fases de exploración y explotación, vendía el hidrocarburo a bajo costo a Gas del Estado, que a su vez, ofrecía el recurso a tarifas accesibles a los usuarios, logrando de esta forma la rápida gasificación del país (Mansilla, 2007, p. 27).


    Lo anterior permite entender el alto nivel de consumo gasífero que posee el país. Tomando como referencia el contexto sudamericano, Argentina es el primer consumidor de gas natural, con 42.8 millones de toneladas de equivalente de petróleo (Mtoe), superando incluso a Brasil, con 36.8 Mtoe (BP Global, 2016). En cuanto a las energías renovables, se observa que han logrado márgenes de crecimiento, por ejemplo, la hidráulica, la solar o la eólica, entre otras, aunque siguen siendo poco significativas dentro del colectivo energético (véase cuadro 1).
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    La segunda consideración se refiere a los cambios experimentados en la política energética nacional a lo largo del tiempo. Hasta la llegada de la administración de Carlos Saúl Menem (1989), el Estado tenía el control de toda la industria, aunque permitía el acceso a actores privados al sector, ya que en el marco de la Ley de Hidrocarburos 17.319/67 se habían otorgado algunos permisos de concesión para el upstream. Según Mansilla (2007, p. 36): “el Estado imponía fuertemente sus objetivos macroeconómicos en el rubro energético […] se encargaba de las inversiones para garantizar el mantenimiento del recurso, [fijaba] los precios y las disponibilidades de crudo para cada refinadora y decidía las cantidades [a extraer]”. Asimismo, las exportaciones de crudo sin elaboración estaban prohibidas para lograr el autoabastecimiento. En otras palabras, hasta los inicios de la década de los noventa, la política energética se caracterizó por contar con la presencia predominante del Estado; actor que establecía las pautas y directrices a seguir a lo largo de toda la cadena hidrocarburífera.


    A partir del proceso de apertura y liberalización de la economía durante el periodo de gobierno de Menem, la política energética comenzó a atravesar profundas transformaciones. Argentina, al igual que Bolivia y Perú, constituyen ejemplos radicales de la época, ya que sus respectivos gobiernos –con sus propias particularidades– decidieron modificar el esquema de vinculación Estado/empresas transnacionales imperante en el sector. Partiendo del cuadro de situación –la línea de base, según Oxilia y Blanco (2016)–, la administración de Menem calificó a YPF y Gas del Estado como empresas improductivas y poco eficientes. En consecuencia, determinó la necesidad de establecer las condiciones para “la activa y directa participación de inversiones provenientes del capital privado” (Decreto 1055, 1989) y “la reestructuración de la industria del gas [mediante el ingreso] de capital privado de riesgo”, dejando para el Estado la función de regulador (Decreto 633, 1991). Ambas normativas, entre otras,6 indicaron cuál sería la estrategia del gobierno nacional: lograr su privatización, lo que se efectuó en las dos empresas. Para ello, se dispuso la modificación de la legislación que obstaculizaba el acceso de los actores privados y el otorgamiento de incentivos fiscales. Tras un complejo proceso de fragmentación de sus acciones, YPF fue adquirida finalmente por el grupo Repsol en 1999, mientras que Gas del Estado fue dividido en 10 compañías; dos transportistas y ocho distribuidoras. A esto debe agregarse disposiciones como la eliminación de las cuotas del crudo y de la prohibición de sus exportaciones; la libre disponibilidad de las divisas; la desregulación de los precios del petróleo y el gas y el llamado a licitación de áreas correspondientes a YPF.7


    Dichas medidas concretaron el objetivo gubernamental inicial, a saber, establecer una política energética centrada en la preeminencia del mercado, ya que al privatizar sus industrias de manera integral, el gobierno sólo reservó para el Estado la facultad de autorizar o negar las exportaciones de acuerdo a la prioridad del abastecimiento interno (Kozulj, 2005, p. 18). Al carecer de capacidad de intervención, las transnacionales dispusieron con total libertad sobre el qué y el cómo del sector y, en consecuencia, el Estado perdió el control sobre el devenir de la industria. Así se explica el gran crecimiento de la producción hidrocarburífera durante toda la década destinada a abastecer la demanda de Brasil, Chile y Uruguay (véase cuadro 2). Las exportaciones se iniciaron en 1997 con 670. 74 MMm3; en 1998 subieron a 1 985 MMm3, y en 1999 llegaron a 3 385. 87 MMm3.
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    La falta de supervisión estatal dio paso a que las compañías petroleras maximizaran sus ganancias mediante las ventas a los mercados externos, haciendo hincapié en la explotación intensiva de reservas8 ya descubiertas y no así en la fase exploratoria para la recomposición de yacimientos (Campodónico, 2004; Kozulj, 2005). El mercado doméstico fue descuidado en cuanto a su sostenibilidad en el mediano y largo plazo. Prueba de ello se encuentra en el hecho de que, como la producción no alcanzaba a cubrir la totalidad de la demanda doméstica, se importaban volúmenes pequeños de gas natural provenientes de Bolivia en un contexto de exportaciones gasíferas crecientes.


    Por otro lado, se remarca que tampoco se extendieron las redes de transporte interno debido a que las empresas privadas focalizaron sus inversiones en obras de infraestructura para la exportación (Mansilla, 2007). Las consecuencias de esta política cobraron visibilidad tras la salida de la Convertibilidad9 en 2002 y las medidas dispuestas a posteriori frente a la crisis económica que atravesaba el país. A modo paliativo se pesificaron los precios de los hidrocarburos en boca de pozo –cuando antes eran en dólares–; se impusieron retenciones a las exportaciones de gas natural y se fijó un límite máximo para la libre disponibilidad de las divisas de las exportaciones de los hidrocarburos y derivados.10 Como era de esperarse, con el tiempo, los productores fueron restringiendo la oferta energética, entendiéndose como un mecanismo de presión para obtener aumentos en los precios de los energéticos (Kozulj, 2005, p. 9). Este accionar, conjuntamente con la puesta en marcha de una política cortoplacista, sin control por parte del Estado, destinada a potenciar el comercio externo mediante la intensidad de la actividad extractiva sin atender la planificación de la industria en el ámbito doméstico, allanó el camino para las dificultades energéticas que comenzó a transitar el país a partir del gobierno de Néstor Kirchner.


    2.1. La política energética a partir del kirchnerismo


    Desde la adquisición de YPF por parte del grupo Repsol en 1999 hasta diciembre de 2003, la evolución del sector hidrocarburífero fue negativa. En ese escaso periodo, la relación reservas/producción disminuyó de 10.5 a 9.8 años en el caso del petróleo y la del gas natural de 17.6 a 12.1.11 Considerando que la matriz es principalmente gasífera o que el gas es el recurso preponderante de la misma, los problemas de abastecimiento no tardaron en salir a la luz. Frente a la imposibilidad de hacer frente a los requerimientos del mercado doméstico y las demandas externas de los vecinos, el Ejecutivo estableció (en marzo de 2004) un programa de racionalización de las exportaciones del hidrocarburo para evitar un colapso en el suministro interno. A partir de dicha medida, las exportaciones de gas natural hacia Brasil, Chile y Uruguay ingresaron en una fase declinatoria que, a excepción del vecino trasandino, fue recuperándose muy lentamente desde 2010/2011, pero sin llegar a los valores vigentes al año 2004 (véase cuadro 3).
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    El caso de Chile reviste una connotación especial porque el proceso de racionalización, que en la práctica implicó no sólo restricciones sino también suspensiones del servicio, no fue anticipado por la administración del FPV. Esto tomó por sorpresa al gobierno de Ricardo Lagos (2000-2006) y derivó en la denominada crisis del gas entre ambos Estados (Lorenzini, 2011). Los reclamos de Chile no se hicieron esperar. El país había estructurado todo su sistema energético con base en las importaciones gasíferas argentinas, iniciadas en 1997. Consciente del error de haber establecido una dependencia de un único proveedor, el Ejecutivo chileno inició la búsqueda de proveedores alternativos de gas natural licuado (GNL) para paliar el déficit energético, generado por los recortes y/o suspensiones de las ventas de gas provenientes de Argentina.


    Para hacer frente a las deficiencias en el abastecimiento energético, Néstor Kirchner definió como primera línea de acción, acercarse al gobierno de Carlos Mesa Gisbert (2003-2005) para negociar un acuerdo de compra-venta de gas natural. En ese momento, la estrategia de la administración del FPV fue encontrar rápidamente un proveedor regional que lo asistiera en el cumplimiento de los requerimientos internos de gas natural a fin de mitigar las consecuencias negativas sobre la economía en general, la cual se encontraba en una fase incipiente de recuperación tras la salida de la convertibilidad.


    El Estado andino ha tenido históricamente una relación producción/consumo positiva; situación que lo establece como un exportador neto de gas natural en la región. La necesidad gasífera argentina abrió un nuevo capítulo en el vínculo bilateral y, al mismo tiempo, hizo resurgir a la temática energética como un asunto prioritario en la agenda compartida.12 El 21 de abril de 2004, Kirchner y Mesa Gisbert firmaron un contrato temporal de compra-venta de gas natural por 4 millones de m3 diarios, el cual fue renovado en los meses de noviembre de 2004 y 2005 ante la solicitud del gobierno argentino de incrementar los envíos hasta alcanzar 7.7 millones de m3 por día (Convenio Temporario de Venta de Gas Natural, 2004).


    La imposibilidad de reducir la dependencia de las importaciones de gas natural en el corto plazo quedó manifiesta tras el anuncio de nacionalización de los hidrocarburos bolivianos (Decreto 28.701), el 1 de mayo de 2006, cuando la administración Kirchner fue una de las primeras en negociar un nuevo contrato de abastecimiento en el marco de las disposiciones establecidas por el gobierno de Evo Morales. El 19 de octubre de 2006, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB) y Energía Argentina Sociedad Anónima (ENARSA) –empresa creada por el Ejecutivo en 2004–, en representación de sus respectivos Estados, suscribieron un acuerdo de importación/exportación de gas natural hasta el 2026. Cabe destacar que, en el discurso del exmandatario ante la apertura de las sesiones de la Asamblea Legislativa, el 1 de marzo de 2007, ENARSA fue presentada por una “empresa testigo (…) de la recuperación de la participación del Estado en el mercado energético argentino” (Kirchner, 2007). En realidad, ENARSA fue creada para intervenir en las distintas fases del upstream y downtream del sector, pero como una sociedad anónima con mayoría estatal porque sólo el 53% de las acciones está en manos del Estado. Se reservó para el sector privado la posibilidad de participar en el 35% de las acciones. El resto es para las provincias (Ley 25.943, 2004).


    La particularidad del contrato ENARSA-YPFB radica en que las cantidades a adquirir por parte de Argentina son ascendentes por periodos hasta alcanzar un volumen final de 27.7 millones de m3 diarios (Contrato de compra-venta de Gas Natural ENARSA-YPFB, 2006). Al acuerdo de 2006 debe agregarse la suscripción de un contrato interrumpible, el 18 de julio de 2012, por el cual ENARSA puede adquirir volúmenes adicionales de gas natural que son comercializados a criterios de YPFB de acuerdo a los requerimientos del mercado.


    Hasta el 2009, las exportaciones de gas natural a Brasil, Chile y Uruguay superaban las importaciones provenientes de Bolivia. Desde entonces, las compras han experimentado un incremento constante al punto de hacer casi invisibles los envíos a los países limítrofes. Asimismo, en 2008 se incorporaron las importaciones de GNL provenientes de destinos regionales y extra-regionales para complementar a las bolivianas.13 Al igual que el gas por ducto, las compras de GNL tuvieron un comportamiento ascendente (véase gráfica 1). En términos monetarios, la preponderancia de las importaciones por sobre las exportaciones energéticas generó dos situaciones paralelas: una escalada en los gastos estatales para cubrir las respectivas compras y un déficit creciente en la balanza comercial energética durante los mandatos de Cristina Fernández. Sólo en el caso del gas natural, en 2010 el saldo negativo fue por 81 785 578 dólares, mientras que en 2015 dicho monto subió a 1 338 375 237 dólares.14 A esto debe agregarse las importaciones de otros energéticos y/o combustibles como GNL, gas licuado de petróleo (GLP), electricidad y gasolinas.


    


    
      Gráfica 1. Importaciones de gas natural boliviano y de gnl
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      Fuente: elaboración propia con base en los datos del iapg, enarsa e Indec. Gas natural (en millones de m3). gnl (en millones de Kg. netos)

    


    Además de recurrir a las importaciones de energéticos de forma continua y ascendente, a lo largo de los mandatos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández, se promovieron otras medidas para revertir el déficit energético. Destaca el trabajo de Bravo (2015), quien analiza pormenorizadamente y de manera integral la política hidrocarburífera implementada entre 2003 y 2014. El autor examina todo el entramado de acciones y disposiciones que han sido parte de la política energética nacional y que conformaron la estrategia gubernamental para gestionar el sector. En este entramado se encuentran medidas como el mantenimiento de los derechos de exportación de los hidrocarburos –impuestos en 2002–; la creación de Fondos Fiduciarios para el desarrollo de infraestructura energética (2006); el Programa Energía Total (2007) y los Programas Petróleo Plus y Gas Plus (2008), entre los más destacados. También hay otras medidas que podrían denominarse de mayor envergadura, tales como la creación de ENARSA; la expropiación del 51% del patrimonio de YPF SA y Repsol YPF Gas SA en 2012 y la modificación parcial de la normativa hidrocarburífera en 2014.15


    Con respecto a la eficacia de las primeras (a lo que debe sumarse el rol de ENARSA),16 al observarse los datos estadísticos en materia de reservas de gas y petróleo; producción y volumen de consumo de gas, se infiere que esas medidas no fueron suficientes para revertir la tendencia negativa de la balanza energética y generar cambios sustantivos en la matriz energética. Al final de 2003 –primer año del gobierno de Kirchner–, las reservas de petróleo eran de 425 213 miles de m3 (Mm3) y su producción era de 42 980 Mm3, mientras que las reservas de gas se calcularon en 612 496 millones de m3 (MMm3) y la producción fue de 50 576 MMm3. Al culminar el segundo mandato de Fernández, las reservas del petróleo descendieron a 380.731 Mm3 y la producción bajó a 31 971 Mm3. En el caso del gas natural, las reservas bajaron a 350 484 MMm3 y su producción a 42 896 MMm3, aunque su consumo aumentó alrededor del 25%.17


    La falta de avances significativos en lo que respecta al uso de los energéticos renovables, a pesar del potencial con el que cuenta el país y a la sanción de normativas vinculadas al sector,18 ejemplifica también la inexistencia de una mirada integral sobre la agenda energética. A modo de ejemplo, como ya se indicó anteriormente, al 2015 la hidráulica representaba el 4.8%, la eólica el 0.2% y la solar el 0.001% de la oferta energética. En cuanto a los biocombustibles, sobre todo el biodiesel, la producción ha experimentado un gran crecimiento desde 2008 (de 711 864 a 1 810 659 toneladas en 2015), pero está destinada principalmente al mercado externo. En otras palabras, la oferta energética argentina continuó concentrada en el uso de hidrocarburos, en especial, el gas natural; agravándose la situación por la dependencia de sus importaciones. A esto debe sumarse los cargamentos de GNL, provenientes de Nigeria, Qatar, Trinidad y Tobago, entre otros destinos.


    2.2. La expropiación del grupo Repsol


    El 3 de mayo de 2012, con la Ley 26.741, se aprobó la expropiación del 51% del patrimonio de YPF SA y Repsol YPF Gas SA, declarándose el logro del autoabastecimiento hidrocarburífero de “interés público” y “como objetivo prioritario” del país (Ley 26.741, 2012).19 Esta medida se dio en un contexto caracterizado, por un lado, por el mal desempeño de la compañía –producción y reservas en baja e importaciones en alza– y por el fracaso de las acciones del propio gobierno (mencionadas en líneas anteriores). Como sostiene Bravo (2015, p. 21): “algo había que hacer”.20


    Por otro lado, estaba en consideración el potencial de los yacimientos no convencionales –tight gas y shale gas– que cobraron notoriedad a partir de 2011, cuya explotación contribuiría a fortalecer la seguridad energética del país. En 2011 la U.S. Energy Information Administration dio a conocer una evaluación inicial sobre la situación del shale gas en 32 Estados, que fue actualizada dos años más tarde. Entre los 10 países que lideran los recursos de shale gas técnicamente recuperables (en TCF) son: China (1.115), Argentina (802), Argelia (707), Estados Unidos de América (665), Canadá (573), México (545), Australia (437), Sudáfrica (390), Rusia (285) y Brasil (245) (U.S. EIA, 2013, p. 10).21 YPF entiende a los energéticos no convencionales como una oportunidad histórica para avanzar hacia el autoabastecimiento y en este sentido, Barrera et al. (2015, p. 14), expresan que la expropiación de la compañía ha sido un elemento clave para dejar atrás una política energética que había contado con la preeminencia del mercado. Sin embargo, teniendo en cuenta la gravedad de la situación energética que comenzó a atravesar el país en el presente siglo; el escaso tiempo transcurrido desde la expropiación de Repsol y el estadio incipiente en el cual se encuentran los acuerdos de YPF con las transnacionales petroleras, la Ley 26.741 debe analizarse sin caer en una mirada taxativa.


    Por un lado, del estudio de Barrera et al. (2015) se destaca el fortalecimiento de la capitalización de la empresa a través de las utilidades y el incremento del empleo relacionado con la actividad extractiva en las provincias hidrocarburíferas. El redireccionamiento de las utilidades ha permitido focalizar los esfuerzos en exploración y explotación con el fin de recuperar el sector. Las estadísticas dan cuenta que al 2015, las reservas de gas natural y petróleo tuvieron un leve ascenso. Para las primeras el crecimiento ha sido calculado en 6.7%, y para las segundas el 2.7% entre 2013 y 2015.22 Esto no implica desconocer, como ya se indicó anteriormente, que durante el kirchnerismo el comportamiento general de las reservas fue negativo. En cuanto al empleo, el análisis subraya –basándose en Mendoza, Chubut, Neuquén y Santa Cruz–, que “entre 2012 y 2014 se verifica un incremento en la gravitación de las cuatro provincias en el empleo de la rama [de extracción de petróleo y gas] (del 40.9 al 44.4%)” (Barrera et al., 2015, p. 33).


    Si bien el FPV, al igual que otros partidos que han gobernado la región a lo largo de este siglo –el PT en Brasil; el MAS en Bolivia; el PSUV en Venezuela, entre otros– ha sostenido una fuerte crítica a las reformas neoliberales y la falta de presencia estatal en sectores económicos estratégicos, como el energético; primaron las acciones tendientes a sostener los rasgos centrales del esquema de vinculación Estado/mercado de los años noventa. La exmandataria afirmó que con la expropiación, YPF conserva la “forma de sociedad anónima” y que “no [ha sido] un modelo de estatización” (Fernández de Kirchner, 2012). En otras palabras, el proceso de establecer un verdadero punto de inflexión con el pasado y proyectar una política energética en la cual sus disposiciones y acciones apunten a otorgarle protagonismo al Estado, aún está dando sus primeros pasos.


    Al año de la expropiación del grupo Repsol, el Ejecutivo anunció la firma de acuerdos entre YPF y grupos como Chevron, Dow y Petronas para la explotación de Vaca Muerta, uno de los principales reservorios no convencionales, ubicado en la cuenca neuquina, al sudoeste del país. Vaca Muerta posee una superficie de 30 mil km2, de los cuales 12 mil km2, corresponden a la concesión de YPF. Ahora bien, no debe dejarse de lado que explotación de shale gas requiere grandes volúmenes de inversión que tienen que ser sostenidos en el tiempo –por la complejidad del proceso extractivo–; se habla de recursos técnicamente recuperables (no de reservas probadas) y falta información más precisa sobre los impactos socioambientales de los proyectos en curso (Apud et al., 2014, pp. 180-183; Bravo, 2015). En esta dirección, se subrayan las controversias suscitadas en torno al acuerdo YPF-Chevron, suscrito el 16 de julio de 2013, frente a la ausencia de difusión de su contenido. Esto ha despertado preocupación e incertidumbre sobre las facilidades otorgadas por el Estado argentino23 para acceder a uno de los reservorios no convencionales más importante del país.


    Cabe aclarar que la Ley 26.741 de soberanía hidrocarburífera fue reglamen-tada por el Decreto 1277 del 25 de julio de 2012 y complementada por el Decreto 929 (11 de julio de 2013), es decir, días antes del acuerdo YPF-Chevron. El Decreto 929 dispuso la creación de un régimen de promoción de inversión para la explotación de los hidrocarburos; dentro de los objetivos, se encuentran el logro del autoabastecimiento hidrocarburífero para garantizar el desarrollo económico; el incremento de las inversiones y la integración del capital nacional con el extranjero para las fases de exploración y explotación de yacimientos convencionales y no convencionales (Decreto 929, 2013). Debido a que la atracción de inversiones es clave para dinamizar la industria, esta normativa estableció como incentivos la libre comercialización del 20% de la producción de gas y petróleo a los titulares de las concesiones –a partir del quinto año– en el mercado externo sin el pago de los respectivos derechos de exportación y la libre disponibilidad de los divisas provenientes de la operatoria en proyectos cuya inversión no fuera inferior a 1 000 millones de dólares (Decreto 929, 2013). Para García et al. (2016, p. 10): “el potencial observado en el shale ha funcionado como un motor [para] sancionar una nueva ley de hidrocarburos”, la Ley 27.007 del 29 de octubre de 2014, que en realidad, introdujo modificaciones a la Ley de Hidrocarburos (17.319/67) para contemplar cuestiones relativas a los energéticos no convencionales. Algunos de sus aspectos más relevantes son: 1) la distinción en los plazos de permisos de exploración, ya sean convencionales o no convencionales; 2) no se establecen límites en los permisos de exploración que una persona física o jurí-dica puede tener; 3) las concesiones de explotación para los convencionales son de 25 años pero para los no convencionales se estableció un plazo de 35, incluidos 5 años de un periodo piloto. Si los titulares de las concesiones han cumplido con sus obligaciones, pueden solicitar prórrogas por plazos de 10 años; 4) redujo de 1 000 millones a 250 millones de dólares el monto de los proyectos de inversión que gozan de los beneficios indicados por el Decreto 929. Los beneficios del Decreto se reconocerán a partir del tercer año; 5) las obligaciones ambientales son escuetas. Sólo se indica el establecimiento de una legislación ambiental uniforme con miras a aplicar las mejores prácticas de gestión ambiental (Ley 27.007, 2014; Bravo, 2015). Todas estas disposiciones fueron promovidas por el Ejecutivo para estimular la participación de las compañías transnacionales en el sector, aunque en términos retóricos se ha defendido como objetivo de política energética la necesidad de contar con la direccionalidad y el control del Estado en aquellos sectores, que como el energético, son los insumos para el desarrollo socioeconómico.


    A modo de reflexión


    Si la política energética, como toda política pública, refiere al conjunto de decisiones, acciones y disposiciones del poder gubernamental para gestionar el rubro energético, se observan los siguientes aspectos en el caso argentino. En primer lugar, se encuentran los factores que impulsaron el tratamiento del tema energético en la agenda doméstica y los cambios/continuidades experimen-tados en la política energética a lo largo del tiempo. En la década de los noventa, la energía cobró relevancia en el debate político al quedar inmersa en el proceso de apertura y liberalización de la economía, el cual brindó el paraguas para la privatización de YPF y Gas del Estado. Con el gobierno de Kirchner, la energía se convirtió en un foco de preocupación por la crisis energética que comenzó a experimentar el país y su reconversión de exportador a importador de gas (con los impactos económicos que ello conlleva). Esto tuvo efectos en los vínculos bilaterales regionales, ya que las dificultades energéticas de Argentina significaron, por un lado, una oportunidad comercial para Bolivia y, por el otro, un traspié en la relación con Chile porque como afirma Lorenzini (2011, p. 235): “la crisis del gas fue el conflicto más severo que experimentó la relación bilateral […] desde 1990”. Este cuadro puso de manifiesto la falta de eficacia de una política energética con predominio del mercado y al mismo tiempo, el error por parte del Ejecutivo de apartar al Estado en el control de una industria estratégica. Así, el eje que atravesó transversalmente a la política energética a partir de la administración de Menem radicó en diagramar todo un esquema de facilidades normativas y fiscales para atraer capitales transnacionales que condujeran, en lugar del Estado, el destino del sector.


    A pesar de los malos resultados de la política energética de los años noventa, el kirchnerismo no puso en marcha decisiones integrales que modificaran la columna vertebral de la misma. Hasta la expropiación del grupo Repsol en 2012 –que a futuro podría ser un punto de inflexión– primaron las acciones coyunturales, carentes de un horizonte a mediano/largo plazo y que no llevaron a los hechos el discurso de defensa del Estado como actor protagónico en la política energética. Es decir, hubo una continuidad en la preeminencia del mercado en la gestión del sector. Ahora bien, a cinco años de la expropiación (que fue parcial), pesan más las incertidumbres que las certezas porque aún no se ha definido con claridad cómo se planteará el vínculo Estado/sector privado.


    En segundo lugar, desde una mirada prospectiva no se puede dejar de reconocer que los desafíos son múltiples, complejos y, en ocasiones, contradictorios: la reducción de las importaciones energéticas por su peso en la balanza comercial –en especial, en periodos de precios altos a nivel internacional–; el fortalecimiento de la actividad hidrocarburífera nacional (convencional y no convencional) con miras al autoabastecimiento; el incremento de la utilización de energías renovables y, en particular, la diagramación de una política energética que se proyecte más allá de la inmediatez. Este último punto es clave para determinar el qué, el cómo y el para qué de una política pública que procure eficacia en su implementación.


    El país cuenta con potencialidad energética tanto renovable como no renovable. Frente a ello y con base en los desaciertos en el manejo del sector por parte de los últimos gobiernos, es de vital importancia que la administración actual o las futuras dispongan acciones y medidas orientadas a construir paulatinamente una política energética que cuente con solidez normativa; control estatal; límites precisos para los actores privados interesados en participar y direccionalidad hacia el desarrollo socioeconómico nacional.
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        2 Estas líneas de investigación se inscriben en el Proyecto “Gobernanza energética en el Cono Sur: los casos de Argentina, Bolivia y Brasil en el siglo XXI”, financiado por el Conicet.

      


      
        3 Se han tomado en consideración los puntos de concordancia en los lineamientos planteados.

      


      
        4 Cabe mencionar que en el marco de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), se llevó a cabo el Diálogo Regional sobre Gobernanza de la Industria Extractiva y de la Infraestructura (8 y 9 de noviembre de 2016), en Santiago de Chile, donde participaron 19 representantes gubernamentales de América Latina y el Caribe. Azhar Jaimurzina (2016) (Unidad Ser-vicios de Infraestructura División de Recursos Naturales e Infraestructura de Cepal), planteó que la “gobernanza de los recursos naturales es un elemento clave en los Objetivos que integran la Agenda de Desarrollo 2030 (…) y uno de los principales ejes de la Cepal”. Ésta “se ejerce a través del conjunto de instituciones formales, de instituciones informales y de decisiones políticas soberanas, cuyo accionar conjunto rige el funcionamiento de los sectores extractivos”. La Cepal promueve una gobernanza que produzca beneficios a los tres actores que están involucrados, a saber, gobierno, sector privado y sociedad. Sobre gobernanza energética, se encuentran los estudios de Fontaine y Puyana (2008) y Fontaine (2010).

      


      
        5 En este trabajo, se considera la noción de crisis energética de Tsani (2014), quien sostiene que una crisis energética debe comprenderse más allá de los “cuellos de botella en el suministro de energía” (…) “También puede describir el estado de dependencia respecto de fuentes de energía únicas o escasas” (…) De manera similar, también puede describir el estado de fuerte dependencia respecto de un proveedor de energía o de una ruta de tránsito para los insumos energéticos”. Entrevista realizada por Federico Bernal (OETEC), Buenos Aires.

      


      
        6 Se recomienda consultar el conjunto de normativas que posibilitaron este proceso, IAPG (2007), Estadísticas del Centenario.

      


      
        7 Véase Campodónico (٢٠٠٤); Kozulj (٢٠٠٥); Mansilla (٢٠٠٧).

      


      
        8 Durante el periodo 1990-2000, el comportamiento de las reservas tuvo altibajos. El leve ascenso de las mismas entre 1995 y 2000, podría explicarse tras la adquisición de YPF por Repsol. Sin embargo, también debe mencionarse que la información de esta etapa presenta algunas interrogantes ante la falta de auditorías externas.

      


      
        9 En 1991 el gobierno sancionó la Ley de Convertibilidad (Ley 23.928) que implicó reformas profundas en el sistema monetario del país. Uno de sus aspectos más destacados fue el establecimiento de la convertibilidad de la moneda nacional con el dólar estadounidense; situación que en términos prácticos implicó una paridad de 1 a 1. Tras la salida de la convertibilidad, la moneda argentina se devaluó.

      


      
        10 Véase el marco regulatorio de los hidrocarburos en los años ٢٠٠١-٢٠٠٢. IAPG (2007).

      


      
        11 Datos del Ministerio de Energía y Minería de la República Argentina.

      


      
        12 Como se mencionó en páginas anteriores, a pesar de la intensidad de su producción gasífera, Argentina se abasteció con gas natural boliviano (entre 1972 y 1999). En ese entonces, el hidrocarburo cumplía una doble función: contribuir al proceso de gasificación del país y satisfacer intereses políticos. Sobre este último punto, véase Escudé y Cisneros (2000), tomos XIII y XIX.

      


      
        13 En realidad, las importaciones de GNL se registran desde 2005, pero los volúmenes eran pocos significativos. A partir de 2008, las compras de este recurso dieron un salto cualitativo.

      


      
        14 Datos con base en la información proporcionada por el Instituto de Estadística y Censos (Indec).

      


      
        15 Véase el estudio de Bravo (٢٠١٥), quien no sólo describe y examina cada una de ellas, sino que también extiende su análisis a otras decisiones sobre el rubro.

      


      
        16 Como afirma Bravo (2015) ENARSA no cumplió con el objetivo de otorgarle al Estado preeminencia frente a los privados en el sector e incrementar la productividad de la industria. Carecía de los recursos económicos y humanos para hacerlo.

      


      
        17 Datos del IAPG, el Ministerio de Energía y Minería de la República Argentina y el Indec.

      


      
        18 Véase la legislación vigente sobre Energías Renovables en el sitio web del Ministerio de Energía y Minería de la República Argentina [en línea] recuperado de <http://www.energia.gob.ar/contenidos/verpagina.php?idpagina=٣٨٧٦> (consultado el ٣ de octubre de ٢٠١٦).

      


      
        19 Debido a la expropiación, el gobierno argentino y el grupo Repsol iniciaron un proceso de negociación para alcanzar un resultado compensatorio (El Cronista, 2014).

      


      
        20 No obstante, se propone consultar el trabajo de Bravo (2015), quien formula un análisis crítico de la expropiación de Repsol-YPF.

      


      
        21 Según las estimaciones de Advanced Resources International (ARI), en el caso de Estados Unidos, las aproximaciones de shale gas son de 1 161 (TCF) (U.S. EIA, 2013, p. 10).

      


      
        22 Porcentajes obtenidos con base en los datos del IAPG.

      


      
        23 El acuerdo con Chevron fue validado por el Congreso Nacional sin dar a conocer los detalles de la operación. Las firmas alegaron que la letra del acuerdo se mantendría en secreto por cuestiones de índole comercial y científico-tecnológico. Frente a los reclamos de fuerzas políticas opositoras y ONG, en 2015 la Corte Suprema de Justicia ordenó la publicación del acuerdo. En octubre de 2016, el legislador Rubén Giustiniani anunció la creación de una comisión conformada por ONG para estudiar en profundidad el contrato. Según el legislador hay tres puntos que generan preocupación: 1) la conformación de empresas off shore para la operatoria; 2) la cuestión impositiva y la responsabilidad ambiental, y 3) la forma de resolución de controversias (Infobae, 2016).
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    Resumen


    Luego de la crisis financiera internacional iniciada en el año de 2008 comenzaron a surgir nuevos términos para referirse al desarrollo sostenible: economía y crecimiento “verde”. Algunos países apoyaron su uso y otros no. En la literatura recrudeció el debate sobre la relación entre la actividad económica y el cuidado del ambiente, que se ordenó en torno a tres posturas: defensores del decrecimiento, del crecimiento “verde” y crecimiento-agnósticos. Este artículo ahonda sobre los distintos vocablos “verdes” poniendo especial atención en el caso de Argentina. A diferencia de otros trabajos previos, que analizan las intervenciones de los países en foros internacionales, la metodología empleada se basa en búsquedas de las páginas web de los actores locales más relevantes. Se encuentra un fuerte predominio de los términos más tradicionales (“desarrollo sostenible”) y una escasa participación de los conceptos “economía/crecimiento verde”.
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    Introducción 2


    El concepto de desarrollo sostenible surgió como resultado de la primera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano. Dicho encuentro de representantes de la mayor parte de los países del mundo tuvo lugar en Estocolmo (Suecia) en 1972, y fue la primera vez que se discutió la problemática ambiental a nivel global. A raíz de ello, en 1982 se creó una Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo para diseñar un “programa global para el cambio”. De la misma resultó en 1987, el famoso In-forme Nuestro Futuro Común (CMMAD, 1987), llamado habitualmente Informe Brundtland, por el apellido de la exprimera ministra de Noruega que lo presidió (Gro Harlem Brundtland), y en el que se definió el “término desarrollo sostenible”.


    Una segunda conferencia del mismo tipo se desarrolló 20 años más tarde, en Río de Janeiro (Brasil, 1992), llamada la Cumbre de la Tierra. Durante dicha reunión se aprobó la Agenda 21, un plan de acción con miras a lograr el “desarrollo sostenible” en el siglo XXI. De allí también surgieron tres convenciones específicas sobre: biodiversidad, cambio climático y desertificación. Diez años después de Río (en 2002), los países se volvieron a reunir para consensuar acciones referidas al desarrollo sostenible en Johannesburgo (Sudáfrica) en la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible. Y recientemente, en 2012, la mayoría de las naciones del mundo se congregaron en Río de Janeiro en la llamada “Cumbre Río+20” debido a que se realizó 20 años después de la reunión que se hiciera en 1992 en aquella ciudad de Brasil. Ahí surgió la declaración titulada: “El futuro que queremos”. Como parte de los preparativos para dicho encuentro es que comenzaron a introducirse algunos conceptos “verdes”, en apariencia distintos al de “desarrollo sostenible”.


    En efecto, en las reuniones previas a Río+20 se empezaron a emplear térmi-nos alternativos. En marzo de 2009 el Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) usa el concepto de “economía verde” en el Nuevo Acuerdo Verde Global (PNUMA, 2009), mientras que, en junio del mismo año, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) emplea la frase “crecimiento verde” en la Declaración sobre Crecimiento Verde del Consejo de Ministros (OECD, 2009). Para mayo de 2012, el Banco Mundial oficializa “crecimiento verde e inclusivo” en su Informe Anual (World Bank, 2012), agregando de manera explícita la tercera dimensión (la social) al “crecimiento verde”. Sin embargo, en Río+20, los países expresaron opiniones muy distintas respecto de este “reverdecimiento” de la discusión sobre desarrollo sostenible. Esto pudo ocurrir porque uno de los dos temas en la Agenda de Río fue jus-tamente éste, mientras el otro fue el de definir una institucionalidad más fuerte para el logro del desarrollo sostenible (Bina, 2013).


    Esta “nueva” terminología generó debates, dando lugar a una serie de trabajos que intentaron capturar las diferencias de posiciones de cada una de las naciones (o grupos de éstas) por medio del análisis de documentos presentados en foros de discusión internacionales (o intervenciones que los representantes de los distintos países tuvieron en éstos). La introducción de estos nuevos vocablos “verdes” también contribuyó al resurgimiento de la discusión sobre la relación existente entre economía y medio ambiente. La misma se reorganizó en torno a tres posturas: 1) los que avalan una estrategia de decrecimiento como solución a los problemas ambientales, 2) los que creen que el crecimiento “verde” es posible, y 3) los que se declaran indiferentes al crecimiento al afirmar que lo que realmente importa es el bienestar social.


    En este marco, el presente trabajo introduce dos innovaciones importantes dentro de la literatura. Primero, busca clarificar el alcance y las diferencias entre las palabras empleadas. Segundo, propone una manera alternativa de analizar el discurso de los distintos actores relacionados con la problemática ambiental en los países usando, en lugar de las declaraciones en foros internacionales, la información contenida en las páginas web de los distintos ámbitos relacionados con la temática ambiental. Para esto último se considera como caso de estudio: el de Argentina.


    El documento está organizado de la siguiente forma: en la sección 2 se analizan los distintos conceptos “verdes” y se resume brevemente la posición de los países de acuerdo con la literatura relevante. Dentro de esa misma sección, se repasan las distintas posturas que hay sobre la relación entre crecimiento económico y medio ambiente, así como las críticas que se hacen a cada una. En la sección 3 se explicita la metodología seguida en este trabajo, los datos recabados con base en la misma, y se analizan los resultados. Finalmente, en la sección 4 se presentan las conclusiones.


    2. Los distintos conceptos y las posiciones de los países en los foros internacionales


    2.1. Desarrollo sostenible y vocablos de reverdecimiento


    Los distintos conceptos (“desarrollo sostenible”, “economía verde”, “crecimien-to verde” y “crecimiento verde e inclusivo”) han sido definidos en las esferas en que han ido apareciendo. El cuadro 1 muestra las definiciones textuales para cada uno de los casos.
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    Dadas las definiciones anteriores, parecería importante primero diferenciar qué es economía, qué es crecimiento económico, y qué es desarrollo económico en sus acepciones estándar. Generalmente, se define a la economía como la ciencia que estudia cómo las sociedades administran los recursos escasos para producir bienes y servicios, y los distribuyen entre los distintos individuos. Por otro lado, se entiende que el crecimiento económico supone la expansión del producto interno bruto (PIB) potencial de un país, mientras que el desarrollo económico es un aspecto más general que hace referencia a los procesos que conducen al aumento del nivel de vida (véase, por ejemplo, Mochón y Beker, 2008, pp. 536 y 556).


    De estas tres definiciones surge entonces que, ateniéndose estrictamente a las palabras: puede haber economía sin crecimiento y sin desarrollo, a la vez que puede haber economía con crecimiento pero sin desarrollo. Siendo estrictos con la terminología, “economía verde” puede verse como un concepto que deja la opción de no crecimiento y/o de no desarrollo. Entonces, que la economía sea “verde” no implica que haya crecimiento “verde”, y que haya crecimiento “verde” no significa que haya desarrollo sostenible, ya que crezca la economía (aunque lo haga de forma “verde”) no necesariamente se traduce en más justicia en la distribución, ni en considerar a los grupos socialmente marginados.


    En este sentido, el desarrollo sostenible aparece como un concepto más amplio que los restantes. Esto es particularmente así cuando se repasa el prefacio de la presidenta a cargo de la Comisión que redactó el Informe Brundtland, en el cual afirma: “Lo que se necesita ahora es una nueva era de crecimiento económico, un crecimiento que sea poderoso a la par que sostenible social y medioambientalmente” (p. 13). En ese sentido, vale recalcar que nociones que han ido apareciendo luego de que a crecimiento “verde” se le agregara “inclusivo” (esto es, el desarrollo sostenible inclusivo o con inclusión social) son absolutamente redundantes, ya que el desarrollo sostenible lo es económica, ambiental y socialmente.


    Otra aspecto que surge de reflexionar sobre el “reverdecimiento” de la discusión es que algunos autores sostienen que estos “nuevos” términos tendrían como objetivo dinamizar, agregar operatividad y ser un medio para llegar al desarrollo sostenible.3 Esto sería un reconocimiento de que en realidad, conceptualmente, el crecimiento “verde” e inclusivo no representa nada adicional al tradicional desarrollo sostenible. Vale recalcar que este cambio de vocabulario se gestó en un momento en el cual la crisis financiera de 2008 afectaba lo económico y lo social, en simultáneo con llamadas de atención de la comunidad científica por el deterioro ambiental (en particular las provenientes de la Convención de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático: IPCC 2014).


    Lo anterior queda claro en la Declaración Ministerial de la OECD (2009) cuando se afirma que se buscará “green growth strategies as part of our response to the current crisis…” y además es reconocido en varias publicaciones académicas (por ejemplo, Bina, 2013).4 De hecho, muchos de los paquetes de estímulos para salir de la crisis tuvieron componentes “verdes” (Barbier, 2010). Aunque no hay total acuerdo respecto a este punto, la idea es que los empleos en “áreas verdes” (eficiencia energética, expansión de las redes de agua y saneamiento, etcétera) son más trabajo-intensivos y, por ende, estimulan la economía (Spencer et al., 2012).5Como consecuencia de estos cambios en los términos, cada uno de los actores del debate internacional sobre cuestiones ambientales fue fijando su posición sobre cuál consideraba el más adecuado.


    


    2.2. Posiciones de los distintos países y grupos


    Existe una acotada literatura que estudia las diferencias entre desarrollo sostenible y el resto de los conceptos, poniendo énfasis en la posición que los distintos países frente a éstos. En general, estos trabajos se basan en documentos publicados y presentaciones realizadas por las partes en los foros de discusión internacionales.6 A continuación se revisarán algunos de éstos.


    Green Economy Coalition (GEC, 2012), analiza las respuestas de los países al borrador de la reunión de Río+20 (Zero Order Draft), cuyo contenido comenzó a ser elaborado y debatido en las distintas reuniones preparatorias de la Cumbre de Río (que tuvieron lugar desde mayo de 2010). De forma similar, el Stakeholder Forum for Sustainable Development, basándose en las intervenciones oficiales en la primera reunión preparatoria, elaboró una matriz sobre la opinión de los distintos países (SFSD, 2012). En la misma línea, Quiliconi y Peixoto (2013) examinan las opiniones de siete países latinoamericanos tal como fueron expresadas en la segunda reunión preparatoria de Río+20 de países latinoamericanos organizada por la Cepal en Chile en noviembre de 2011. Asimismo, el Institute for Global Environmental Strategies (IGES) describe las posiciones expresadas oralmente y por escrito en las reuniones preparatorias de la Segunda Cumbre de la Tierra por los países del G-20 respecto al “crecimiento verde” y su medición, pero sin hacer ninguna clasificación de los países según cuán favorable sea su opinión (Kabaya, 2012).


    El cuadro 2 muestra las distintas posiciones respecto a los conceptos “verdes” expresadas por los distintos estados con base en varias publicaciones. En general, puede observarse que la UE y Estados Unidos de América son generalmente optimistas, mientras que otros países como Bolivia, Ecuador o Venezuela son críticos de esta nueva ola. Argentina es el único país que en todos los casos aparece con una visión escéptica. No obstante ello, la metodología empleada en estos trabajos (el análisis del discurso y de los escritos de los países ante los foros internacionales), no permite diferenciar claramente las distintas posiciones de los diferentes actores en la temática ambiental den-tro de una misma nación. Sin embargo, esa diferencia interna de opiniones puede ser el origen de la postura escéptica del gobierno. Es por eso que aquí se propone, tomando el caso de Argentina, analizar con más profundidad esta cuestión.
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    2.3 Crecimiento económico y medio ambiente


    Como ya se mencionó en la introducción, además de que aparecieron trabajos sobre las posturas de los distintos países ante los nuevos términos, estos vocablos también contribuyeron a reabrir el debate sobre la relación existente entre economía y medio ambiente. En ese sentido, puede decirse que hay básicamente tres puntos de vista sobre la relación entre crecimiento económico y cuidado del medio ambiente: son las perspectivas de los que apoyan el “decrecimiento”, el “crecimiento verde” y los “agnósticos”.


    Los primeros están representados por los seguidores de las ideas del Club de Roma, que en los años setenta convocó a científicos del Massachusetts Institute of Technology para estudiar la relación entre el crecimiento económico y el ambiente. Esas investigaciones se sintetizaron en Los límites del crecimiento (Meadows et al., 1972). En dicho trabajo se concluye que si el incremento de la población mundial, la industrialización, la contaminación, la producción de alimentos y la explotación de los recursos naturales se mantenían sin variación, se alcanzarían los límites absolutos de crecimiento en la tierra en el lapso de 100 años. Casi en simultáneo con Meadows et al. (1972), aparecen los trabajos del rumano Georgescu-Roegen (1971), y las publicaciones de su discípulo Daly (1973).


    Los defensores de esta perspectiva pronostican que hay un límite en la capacidad que tiene el planeta para soportar las actividades humanas, y proponen como solución una estrategia de decrecimiento (degrowth).7 Estrictamente hablando, el decrecimiento debería ocurrir en la transición hacia un nuevo estado estacionario que fuera posible cuando se consideran los límites de la naturaleza. Según los economistas ecológicos, los problemas ambientales se deben a un tamaño demasiado grande de la economía que está más allá de la capacidad del planeta para sostenerla (Daly, 1973). No creen que el crecimien-to sea una solución sino más bien un problema, y que el decrecimiento no es un objetivo sino una manera para llegar a solucionar la crisis del planeta. El objetivo es llegar a “vivir con menos”. La propuesta es crecer teniendo en cuenta la naturaleza, luego de achicar la economía a una escala que contemple el impacto sobre el medio ambiente.


    Las críticas que se hacen a la literatura de degrowth tienen que ver con que tiene un discurso bien descrito, pero le falta evaluación empírica de su factibilidad (consúltese al respecto Martínez-Alier et al., 2010; Cosme et al., 2017; Weiss y Cattaneo, 2017). Kallis (2011, p. 874) justifica esta falta de evaluaciones empíricas en que “decrecimiento” es como una palabra que actúa como paraguas para englobar una posición. Tiene que ver con que hay que entender los límites del planeta, y que estos están y no se puede esperar milagros tecnológicos que los corran. Otra crítica que se hace a esta postura es que el decrecimiento puede implicar vivir en una sociedad más simple y en la que se necesite trabajar menos, pero puede tener consecuencias negativas en los países en desarrollo, en los cuales un nivel mínimo de bienestar material aún no se ha alcanzado (véase Martínez-Alier et al., 2010, p. 1743).


    Desde la Revolución Industrial el mundo ha continuado creciendo tanto en habitantes como en producción generada, por lo que otro grupo de economistas creen que el crecimiento no se agota a pesar de los límites naturales, y se alinean detrás del concepto de crecimiento “verde” arriba mencionado. Los defensores de esta postura creen que es posible crecer teniendo en cuenta el ambiente y que eso tiene costos bajos o negativos. Ante esto, puede decirse que son optimistas, ya que creen que puede darse un desacople absoluto entre emisiones y producción. El origen de esta posibilidad es la idea tradicional de la curva ambiental de Kuznets, según la cual la relación entre estas dos variables tiene una forma de U invertida, por lo cual a partir de cierto nivel de ingreso per cápita se reducen las emisiones (Grossman y Krueger, 1995). Hay acuerdo que, de producirse, este cambio en la tendencia se debe, no a un mecanismo automático, sino al cambio en los consumidores que ya sea porque son más ricos o porque son más conscientes reclaman políticas ambientales a los gobiernos y, también, al cambio tecnológico (que tiene que ver con los mercados, pero también con las regulaciones).


    Esta postura es criticada por los que creen que el “crecimiento verde” no es posible. En particular, Victor y Jackson (2012) argumentan que PNUMA basa su optimismo en que prevé inversiones en el periodo 2010-20150 por 2% del PIB mundial y, más allá de cuán adecuado sea el modelo, logra solamente reducir 17% las emisiones de gases de efecto invernadero para el año 2050, menos de lo que se requiere para solucionar el problema del clima. Además, varios trabajos han negado la curva de Kuznets para ciertos contaminantes como el dióxido de carbono (por ejemplo, Dasgupta et al., 2002). El comportamiento de la relación entre economía e impacto ambiental ha sido también estudiado para los países de América Latina, sin encontrarse el patrón de U invertida (véanse referencias en el cuadro 3, Galindo et al., 2014). Más bien se observa una relación negativa entre crecimiento del producto y cuidado del ambiente, debida en parte al alto contenido de recursos naturales de las exportaciones de la región.


    No obstante, hay otros economistas que piensan distinto a las dos posiciones anteriores. Esta “tercera vía” se origina en el concepto tradicional de sostenibilidad. La idea es que ni el crecimiento económico ni la sostenibilidad ambiental son fines en sí mismos, sino que se tiene que lograr el máximo bienestar social, definiendo éste con base en los valores de la sociedad. Esta postura está en línea con lo afirmado por Bifani (1997, p. 34): “Los objetivos del desarrollo económico y social deben sustentarse en un manejo adecua-do del medio. Más aún, el medio ambiente es el conjunto de recursos que pueden ser explotados con racionalidad económico-social y ambiental para el logro de objetivos de desarrollo válidos a largo plazo”.


    Más recientemente, algunos autores se refieren a esta tercera opción con el término a-growth (acuñado por Van den Bergh, 2011). El a-growth sugiere ser “agnóstico” con respecto al crecimiento económico. Esto no significa que se esté en contra del crecimiento económico, más bien en contra del crecimiento económico que no considere su sostenibilidad social y ambiental. Un ejemplo que suele usarse para ilustrar que el crecimiento no puede ser un fin en sí mismo es el de India, cuyo PIB ha aumentado aunque sigue teniendo bajos estándares de desarrollo humano medidos por la esperanza de vida, salud, educación, etcétera (véase Drèze y Sen, 2013).


    Han surgido una serie de indicadores que buscan corregir los problemas que hay detrás del PIB como medida de progreso. Por ejemplo, el Índice de Ahorro Genuino, indicadores de felicidad y satisfacción subjetiva o usar un conjunto de indicadores como los Objetivos de Desarrollo Sostenible (Jakob y Edenhofer, 2014). La mayor dificultad de esta posición intermedia (a-growth) es entonces definir qué es el bienestar. El tema de qué indicador usar para medir bienestar no es fácil de cerrar ya que, tal como afirman Fleurbaey y Blanchet (2013), el problema con desafiar la medición del PIB no es la falta de competidores sino su multiplicidad.


    Hasta aquí se han mostrado tres puntos de vista alternativos sobre la relación entre ambiente y economía, cada uno de ellos con sus argumentos y sus críticas. Ninguno puede ser considerado superior al otro. Exponerlos ayuda a la comunicación interdisciplinaria, ya que deja claro que, sea cual sea la postura respecto al medio ambiente, en todos los casos, la ciencia económica comprende que el mercado solo no puede hacerse cargo de la cuestión ambiental, ya que es un caso típico de “falla de mercado”. Esto se debe a que son casos en que las actividades de un agente económico impactan sobre otro de forma directa, sin mediar compensación. Por ende, deben implementarse políticas para corregir dicho impacto (Fullerton y Stavins, 1998). Con este marco general de la discusión a nivel posiciones de los países en las discusiones internacionales y debates académicos respecto de la problemática economía y medio ambiente, la siguiente sección detalla la metodología empleada, los datos utilizados y los resultados obtenidos en el presente análisis.


    3. Metodología, datos y resultados encontrados


    Este trabajo se basa en el análisis de los sitios web de los principales organismos relacionados con lo ambiental en el gobierno nacional y de otros stakeholders: organizaciones no gubernamentales (ONG), cámaras empresariales, instituciones académicas y la prensa escrita. En cuanto al procedimiento de análisis, se utilizó la herramienta de búsqueda Google donde se identificaron los sitios web de las instituciones seleccionadas junto con los conceptos ambientales de interés.


    Siguiendo esta metodología, los organismos gubernamentales que se in-cluyeron en el análisis son:8 el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación, el Ministerio de Producción, el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, la Presidencia de la Nación Argentina y el Ministerio de Energía y Minería. Con respecto a las ONG locales se incorporaron: la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN), la Fundación Ciudad, la Fundación Metropolitana y la Fundación Vida Silvestre Argentina. Asimismo, se seleccionó a la Unión Industrial Argentina (UIA), a la Sociedad Rural Argentina y al Instituto para el Desarrollo Empresarial de la Argentina (IDEA) para reflejar la opinión del sector empresario. En cuanto a los centros académicos, se identificaron las siguientes universidades que cuentan con algún área de especialización en la temática ambiental: Universidad de San Andrés, Universidad Católica Argentina (UCA), Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flacso), la Universidad de Buenos Aires (UBA) y la Universidad Di Tella. Por último, se incluyeron en el análisis los siguientes medios periodísticos (prensa escrita de circulación diaria pagada) que, según el Instituto Verificador de Circulaciones (2016) tienen la mayor circulación en la capital del país: Diario Clarín, Diario Popular y Diario La Nación. El cuadro A.1 del Anexo reporta las direcciones web en las que se realizaron las búsquedas (el último acceso es del 15 de noviembre de 2016).


    Las palabras utilizadas para las búsquedas fueron: “economía verde” (EV), “crecimiento verde” (CV), “crecimiento verde e inclusivo”, “crecimiento verde con inclusión”, “desarrollo sustentable”, “desarrollo sostenible”, “desarrollo sustentable inclusivo”, “desarrollo sustentable con inclusión”, “desarrollo sostenible inclusivo”, y “desarrollo sostenible con inclusión”. Dado que suelen usarse los términos “sostenible” y “sustentable” intercambiablemente, se ha indagado sobre ambos conceptos para no omitir ninguna información relevante. Se abordará la diferencia de términos a detalle más adelante.


    Una vez localizadas las referencias a cada uno de estos conceptos, se registraron sólo aquellas que, a partir del título, pudieran considerarse como relacionadas con la temática ambiental. Se incluyeron tanto informes de prensa, artículos, documentos académicos, entre otros. También se consideraron fotos y videos en los que el título de la nota estuviese vinculado de manera precisa con las búsquedas realizadas. El recuento se realizó sobre la cantidad de publicaciones encontradas y no sobre los términos que aparecen en éstas. Por ejemplo, si en un artículo aparecía dos veces el término “economía verde”, lo que se contabilizó fue la nota, independientemente de las veces en que el término apareció en la misma. Luego de identificadas las referencias, se realizó una segunda revisión para chequear las publicaciones halladas, y una vez realizado el control, se elaboró el cuadro 3 que resume los eventos encontrados.9 Resulta importante resaltar que el cuadro pretende ilustrar el orden de magnitud en cuanto a la frecuencia en que los términos “verdes” aparecen en los distintos organismos y organizaciones seleccionadas, por lo que el recuento de las publicaciones debe interpretarse en términos relativos más que en términos absolutos. En primer lugar, se observa que la mayoría de las referencias ambientales se relacionan con conceptos de “desarrollo”, mientras que los términos “economía verde” y “crecimiento verde” ocupan un pequeño porcentaje del total de las menciones encontradas. Este resultado estaría reflejando en parte la “novedad” de los nuevos conceptos “verdes” para los actores locales, aunque también podría atribuirse al escepticismo reinante en torno a ellos.
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    Una segunda cuestión que surge del análisis es que predomina la noción de “economía verde” sobre las de “crecimiento verde” en todas sus variantes. Este resultado podría explicarse en parte, porque las acciones y discusiones de los actores locales sobre la temática ambiental se enmarcan principalmente dentro de los conceptos del PNUMA, el cual asiste a países en cuestiones ambientales, y no dentro de las definiciones propuestas por la OCDE, la cual reúne a países desarrollados y es un grupo del cual Argentina no forma parte.


    Un tercer punto interesante que surge del cuadro 3, es el predominio del término “sustentable” sobre “sostenible”. Esto puede deberse, por un lado, a que muchos de los artículos captados en la búsqueda incluyen las denominaciones de las distintas oficinas gubernamentales locales relacionadas a la temática ambiental. En efecto, por ejemplo, el organismo ambiental de la República Argentina se denomina “Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable”. Adicionalmente, es de esperarse que la denominación del organismo ambiental nacional tenga influencia directa en el discurso de los distintos actores locales, lo cual también ayuda a explicar, en parte, el predominio del término “sustentable”.


    Aquí valdría la pena hacer una acotación lingüística. En inglés se habla de sustainable development y sustainability, 10 pero en castellano, según la Real Academia Española (RAE): “Sostenible es: 1. Que se puede sostener 2. Espe-cialmente en ecología y economía, que se puede mantener durante largo tiempo sin agotar los recursos o causar grave daño al medio ambiente” y “sustentable” es que se puede sustentar o defender con razones. Pero, la palabra “sustentabilidad” no aparece en el diccionario de la RAE, y “sostenibilidad” significa cualidad de sostenible. Por eso, en definitiva, lo correcto es hablar de “desarrollo sostenible” y de “sostenibilidad”, y no de “desarrollo sustentable”.


    Un cuarto punto a resaltar son las diferencias entre los distintos actores. Los organismos públicos utilizan los nuevos conceptos “verdes” con una mirada más bien crítica. Analizando las referencias en los organismos de gobierno, se encuentra que éstas reflejan la preocupación que tienen las autoridades nacionales en cuanto a que el “reverdecimiento” sea en realidad “proteccio-nismo verde” y condicionamiento de políticas nacionales. Por ejemplo, se afirma que “...en los últimos años se han sumado nuevos instrumentos y argumentos que incrementan el grado de discrecionalidad disponible por parte de quienes fijan la política comercial. Entre estas nuevas cuestiones, se pueden señalar tres: i) la aplicación de los conceptos de ‘crecimiento verde’ y ‘economía verde’, como una nueva justificación para poner en práctica medidas comerciales y medidas ambientales con efectos comerciales” (véase Lottici et al., 2013).11


    Por otro lado, al buscar los conceptos “verdes” para dilucidar la posición de las ONG, de las organizaciones empresariales y de las instituciones académicas, se observa que mientras que “crecimiento” o “economía verde” son citados en las páginas de Internet de las principales ONG ambientalistas locales y de los centros académicos seleccionados, fueron muy pocos los términos “verdes” detectados en las páginas oficiales de las cámaras empresarias analizadas. Sin embargo, sí aparecen menciones referidas al “desarrollo con inclusión” reflejando el apoyo de las cámaras empresariales a la posición del gobierno nacional sobre los conceptos “verdes”.


    Por ejemplo, en el caso de la Unión Industrial Argentina: “La Unión Industrial Argentina adhiere a la posición nacional que será presentada formalmente en la Cumbre de Río+20, y enfatiza el carácter instrumental del concepto de ‘economía verde’ como una herramienta más en la que nuestro país podría tener una gran potencialidad. Sin embargo, estima necesario remarcar que no es el único enfoque a tener en cuenta en los procesos de toma de decisión, ya que no garantiza per se la concreción de objetivos de desarrollo sustentable y el crecimiento económico a largo plazo” (UIA, 2011).12


    Otros actores no comparten esta perspectiva. La directora de la FARN, una de las ONG con más influencia en cuestiones ambientales del país, afirma (sobre la posición del Estado argentino frente a los conceptos reverdecidos):


    No se entiende la negativa del Estado argentino... todavía no está definido el concepto de ‘economía verde’, pero lo peor que se puede hacer es ni siquiera discutirlo. Este es el ámbito donde se pueden insertar los cambios. Además, Argentina defiende el desarrollo sustentable mientras no puede justificar que no lo aplica. Está muy bien defender la soberanía, pero no hay que olvidar las responsabilidades que eso conlleva.13


    Por su parte, los centros académicos están comenzando a estudiar estos temas vinculándolos principalmente al cambio en los procesos productivos que los nuevos conceptos de “economía verde” requieren y las reformas nacionales e internacionales que tales procesos conllevan. Finalmente, los principales medios periodísticos refieren a las distintas definiciones en su cobertura de reuniones del G-20 o Río+20 y, reproduciendo, en general, la posición que el gobierno nacional y otros actores manifiestan respecto a las mismas.


    


    Conclusiones


    A raíz de la crisis financiera internacional de 2008, y como una forma de generar un término más operativo y renovado para el desarrollo sostenible, distintas organizaciones internacionales comenzaron a hablar de “economía verde” y “crecimiento verde”. Esta discusión comenzó a tomar fuerza a nivel internacional, particularmente al iniciarse las reuniones preparatorias de la Cumbre de Río+20. Si se analizan detenidamente los términos anteriores, se encuentra que la “economía verde” no necesariamente conduce al “crecimiento verde”, y que a su vez, este último no implica “desarrollo verde”. El término más amplio es el de desarrollo (económico, ambiental y socialmente) sostenible. Asimismo, surge claramente del análisis que los nuevos términos agregados al desarrollo sostenible (esto es: “con inclusión social” o “inclusivo”) son redundantes.


    A su vez, del examen de documentos presentados por los distintos países y de las intervenciones de éstos en reuniones internacionales, surgen diferencias importantes entre las posiciones tomadas. Algunas naciones son particularmente optimistas con respecto a la utilidad que puede tener este “reverdecimiento” de la discusión ambiental, mientras que otros ven este fenómeno como francamente negativo. En todos los trabajos revisados, Argentina se encuentra en una posición intermedia. La hipótesis del presente artículo es que ello, en parte, puede explicarse por las distintas opiniones de los acto-res relevantes dentro del país. Para captar estas diferencias, no basta con analizar los documentos oficiales ante los foros internacionales que se revisan usualmente. Por eso, para enriquecer el estudio realizamos una búsqueda intensiva de estos distintos términos de “reverdecimiento” en las páginas web de los organismos públicos, organizaciones no gubernamentales influyentes, agrupaciones empresarias, academia y medios de prensa del país más relacionados a las temáticas ambientales.


    Con base en la información encontrada, se concluye en primer lugar, que es muy escaso el uso de términos “verdes” en los distintos actores del país, prefiriéndose ampliar el uso de los conceptos más tradicionales de desarrollo “sostenible” o “sustentable”. Ello a priori podría deberse a que, al tratarse de términos relativamente nuevos aún no se han instalado en el discurso de los actores nacionales, pero también podría suceder que dichos actores no estén convencidos de las bondades de su uso. En segundo lugar, se encuentra que dentro de lo “verde” predomina la noción de “economía verde” por sobre la de “crecimiento verde” –ya sea inclusivo o no–. Una posible interpretación tiene que ver con que el primero es propiciado por PNUMA (organismo que agrupa a todo tipo de países, industrializados o no, entre los cuales está Argentina), mientras que el segundo es usado por la OCDE (que agrupa a países desarrollados y del cual Argentina no forma parte). En tercer término, otro resultado que se encuentra es el uso predominante de los vocablos “desarrollo sustentable” por sobre “desarrollo sostenible¨, aunque es “sostenible” el término correcto según la RAE.


    Al analizar cualitativamente las referencias recolectadas de los distintos actores que participan de estas discusiones en el país, se desprende que: el gobierno tiene una posición escéptica respecto a los nuevos “conceptos verdes”; las ONG, siguiendo la línea de discusión a nivel internacional, propician que estos temas ambientales también sean parte del debate a nivel local; las organizaciones empresariales tienden a respaldar la posición del gobierno nacional; los centros académicos están comenzando a estudiar esta temática; y los principales medios periodísticos refieren a dichos conceptos principalmente como parte de su cobertura de reuniones del G-20 o de Río+20.


    El análisis que hace este trabajo de los distintos conceptos “verdes” tiene que ver con la discusión más amplia de la relación entre el crecimiento económico y el medio ambiente. Algunos autores creen que la solución al impacto ambiental que se observa en el planeta es pasar a un nivel de actividad económica más baja que implique una mayor austeridad en el uso de recursos. Otros consideran que es posible seguir creciendo, aunque con menos impactos; mientras que hay otros profesionales que afirman que el debate es otro y es cómo lograr un mayor bienestar (esto es, un equilibrio entre ganancias económicas, cuidado de las personas y del planeta). El debate sobre economía y sostenibilidad está lejos de quedar resuelto, y eso es así también en la región latinoamericana.


    Finalmente, una extensión interesante de este trabajo podría ser el ahondar en si existe alguna diferencia entre las políticas propiciadas por aquellos que encuentran atractivos los conceptos “verdes” y quienes los objetan tanto a nivel de los países como de los expertos que se dedican a este tema. Así y todo, más allá de las diferencias en la terminología empleada y los puntos de vista respecto a los vocablos “verdes”, no cabe duda de que el desarrollo duradero requiere trabajar en acciones concretas más que en definir nuevos conceptos.


    Anexo
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    NOTAS


    
      
        2 Las autoras agradecen el trabajo de Adrián Lagranda, Mariano Serra y Luca Vugdelija en la recopilación de los datos y a Oraimar Socorro (de la biblioteca de UCEMA) por la búsqueda de bibliografía. La idea para este trabajo se originó en un proyecto realizado para la red LATN. Las opiniones expresadas en esta publicación son responsabilidad de las autoras y no representan necesariamente las de la Universidad del CEMA.

      


      
        3 En World Bank (2012) se dice explícitamente que “Inclusive green growth is the pathway to sustainable development”. Como lo afirma Jacobs (2012, p. 5), todas las instituciones que hablan de “crecimiento verde” lo hacen no para sustituir al desarrollo sostenible, sino como una manera de lograrlo (“The official institutions now promoting green growth insist that it is not a substitute for sustainable development but a way of achieving it”).

      


      
        4 Bina (2013) concluye que este cambio de conceptos busca una “economización” de la discusión ambiental en un momento de crisis, buscando lograr acciones rápidas frente a ésta.

      


      
        5 En realidad el país que comenzó a hacer inversiones “verdes” como una manera de reactivar la economía fue la República de Corea, y de hecho fue precursor del crecimiento “verde” a través del estímulo público a la eficiencia energética en edificios, vehículos de bajo consumo, así como el uso eficiente del agua y el manejo de los residuos (Morgera y Savaresi, 2013; Lorek y Spangenberg, 2014). No es casualidad entonces que la reunión de ministros de la OECD de la que surgió la declaración sobre crecimiento “verde” fuera presidida por el primer ministro de Corea del Sur de ese momento: Han Seung-soo (http://www.oecd.org/mcm2009/). Corea del Sur ha sido uno de los países que más políticas de crecimiento “verde” ha implementado desde entonces (Sonnenschein y Mundaca, 2016).

      


      
        6 Por ejemplo, Bina (2013) analiza 24 textos para ilustrar cada uno de los conceptos.

      


      
        7 Weiss y Cattaneo (2017) y Cosme et al. (2017) han revisado las publicaciones en esta rama de la literatura y afirman que la misma viene aumentando sustancialmente en los últimos años. Según estos últimos autores, desde el primer artículo académico que usó la palabra degrowth (en 2006) a la fecha se ha multiplicado por 20 las páginas web que refieren a ese término.

      


      
        8 La identificación de los mismos se realizó con base en el conocimiento de las autoras sobre la participación de dichos actores locales en la temática ambiental.

      


      
        9 Por cuestión de espacio, las referencias textuales no se incluyeron en el artículo, pero pueden solicitarse a las autoras a vvd04@ucema.edu.ar

      


      
        10 Según el diccionario de Oxford, la definición de “Sustainable es: 1. Able to be maintained at a certain rate or level: ‘sustainable economic growth’ y 2. Able to be upheld or defended: ‘sustainable definitions of good educational practice’”.

      


      
        11 Cita textual de Revista Argentina de Economía Internacional, núm. ١, febrero de ٢٠١٣. Dirección de Asuntos Económicos Multilaterales y G٢٠-Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de Argentina.

      


      
        12 Cita textual de Revista uia, núm. 46, año 6, noviembre de 2011.

      


      
        13 Cita textual diario La Nación, junio de 2012.
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    Resumen


    La presente investigación analiza la naturaleza de la economía étnica mexicana que se desarrolla en las ciudades de Huntington Park y Lynwood, California, Estados Unidos. Utilizando bases de datos censales y resultados de la aplicación de 145 encuestas y 25 entrevistas a distintos actores en el año 2012, el trabajo documenta la existencia de una Economía Étnica Transnacional (eet) que rebasa a la definición tradicional de concepto de “economía étnica”, y cuya organización y desarrollo abarca negocios individuales, negocios con sucursales, redes de supermercados y un consorcio comercial en la zona de estudio, con lazos y relaciones que trascienden las fronteras nacionales.
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    Introducción


    Se estima que en el año 2010 la población de origen mexicano en Estados Unidos se ubicó cercana a los 33 millones de habitantes (de los cuales 11.9 nacieron en México y 21.5 son descendientes de mexicanos (origen mexicano) (Moctezuma, 2013). La zona sur-centro del condado de Los Ángeles albergaba una población total de 450 384 habitantes, de los cuales, 323 441 eran de origen mexicano (71.8%) (U.S. Census, 2010) (véase cuadro 1). La zona cuenta con un corredor económico que provee de servicios comerciales e industriales a la gran cantidad de mexicanos que habitan esa región, caracterizada por tener una de las mayores tasas de población de origen mexicano en Estados Unidos. Estos negocios están integrados por empresarios y autoempleados de origen mexicano, y sus trabajadores connacionales forman en esa zona una vigorosa economía étnica. De ahí se desprende que, este trabajo se enfoque en el análisis de las economías étnicas de mexicanos localizadas en las ciudades de Huntington Park y Lynwood, California, Estados Unidos, que forman parte de la gran mancha urbana de Los Ángeles y, particularmente, de la región del sur-centro angelino, con características históricas y demográficas específicas (Rocco, 1996; Valenzuela, 2007, pp. 95-118).
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    El presente trabajo sostiene que las conceptualizaciones tradicionales de la “economía étnica” han sido rebasadas debido a que no proyectan los aspectos transnacionales inherentes a este tipo de economías. Los negocios ubicados en la zona de estudio responden a la demanda de productos étnicos, la cual se fortalece generalmente con la nostalgia que al inmigrante le inspira su lugar de origen, y se concreta cuando éste cubre esa necesidad a través de la adquisición de un bien o servicio, acción que expresa la simultaneidad del vínculo transnacional que éste posee y hace posible su obtención a través de las distintas redes de abastecimiento que caracterizan, fortalecen y desarrollan a la economía étnica, la cual se encuentra asentada en una zona que concentra gran cantidad de empresarios inmigrantes mexicanos. Debido a las características observadas en negocios, patrones, trabajadores y clientes localizados en estas dos ciudades (Huntington Park y Lynwood), se propone el concepto de Economía Étnica Transnacional (EET), que en líneas posteriores se sustentará a través de los resultados de campo (Peraza, 2012).


    En Estados Unidos las economías étnicas aparecen y prosperan debido a que los pequeños empresarios han desarrollado recursos particulares que sostienen y ensanchan el progreso de sus negocios, permitiendo la integración económica de los grupos étnicos. Las economías étnicas son de gran importancia en la vida económica del país (Raijman y Tienda, 2000). Según datos obtenidos del censo económico estadounidense realizado en 2002, los negocios propiedad de minorías étnicas ascendían a 3 958 610, representando esta cantidad 17% de la totalidad de las firmas (U.S. Census Bureau, 2002a). En ese mismo año había en Estados Unidos 701 078 negocios propiedad de empresarios de origen mexicano, registrándose un incremento de 229 045 en comparación a lo mostrado cinco años atrás; esto es, en 1997 había en la Unión Americana 472 033 negocios propiedad de empresarios de origen mexicano. Para 2002, 90% de ellos estaban ubicados en los siete estados donde se localizan las ciudades con mayor concentración de inmigrantes mexicanos: 44% se encontraban en California, de los cuales, 40% se ubicaban en el condado de Los Ángeles (U.S. Census Bureau, 2002b). Sin embargo, en un reporte emitido por el Censo estadounidense (2010) se publicó que el número de empresas en todo Estados Unidos cuyos propietarios son hispanos aumentó 43.7%, representando 2.3 millones de empresas, más del doble de la tasa nacional de 18.0% entre 2002 y 2007. Alrededor de 45.8% de las empresas cuyos propietarios son hispanos fueron de origen mexicano. Las empresas cuyos propietarios son hispanos generaron 345.2 mil millones de dólares en ventas en el 2007, un aumento de 55.5% comparado con el 2002. El número de empresas hispanas con ingresos de 1 millón de dólares o más, aumentó 51.6%, de 29 168 empresas a 44 206 entre 2002 y 2007 (U.S. Bureau, 2010). La contundencia de estos datos motivó el interés en su estudio.


    Es importante aclarar que el fenómeno de las economías étnicas de mexicanos no es exclusivo de Los Ángeles. En el área metropolitana de Phoenix, estado de Arizona, según datos de la Encuesta a Hogares Mexicanos en Phoenix, en 2007, 10.1% del total de hogares encuestados reportó la existencia de por lo menos un negocio propiedad de algún integrante del hogar, de estos, 9.1% registró la existencia de dos negocios. En cuanto a los giros comerciales destacan los dedicados al comercio, la construcción, los talleres mecánicos y los servicios de limpieza y jardinería. La encuesta reveló que del total de negocios 25% de ellos eran atendidos sólo por el propietario o encargado sin la ayuda de ningún empleado; mientras que 71.7% tenían entre 1 y 10 empleados como máximo.


    De estos últimos, 86.7% dijo tener al menos un mexicano como empleado; 52.3 % de los negocios registró al menos un empleado familiar, mientras que 47.7% de los mismos reportó no tener a ningún integrante de la familia trabajando (Valenzuela y Cota, 2012). Otras aglomeraciones urbanas, como la ciudad de Chicago, han presentado situaciones similares. Es importante destacar que las características que hablan de una economía étnica se refieren al concepto tradicional de pequeños negocios fami-liares, generalmente autoempleados circunscritos a comunidades internas, muy cerradas y limitadas a su entorno étnico, componentes con los que común e inicialmente surge un negocio (Light y Gold, 2000). En contraste, la EET –el concepto que se propone desarrollar– trasciende esas condiciones de tal manera que la mayoría de los empresarios que aquí se estudian cuentan, entre otros aspectos, con negocios que acumulan capital a través de la explotación de trabajo asalariado.


    Aunque desde sus inicios la definición de economía étnica incluyó a los autoempleados y a sus trabajadores asalariados o no asalariados, hoy en día la mayoría de los empresarios migrantes mexicanos en la zona de estudio posee una planta laboral-asalariada y formal (93%). Lo que se destaca en este trabajo es que en la actualidad la presencia de negocios con empleados asalariados se ha robustecido. Y si bien en su manejo mezclan algunos vínculos afectivos, familiares, sociales y comunitarios con aspectos de una empresa moderna, su principal objetivo es la capitalización.


    Por todo lo anterior surge la necesidad de plantear en este trabajo la siguiente interrogante: ¿Qué particularidades presenta hoy en día la economía étnica mexicana de las ciudades de Huntington Park y Lynwood, ubicadas en el sur-centro de Los Ángeles, California, Estados Unidos, que permitan una generalización más adecuada del concepto de economía étnica y su problemática?


    El objetivo general de este estudio es mostrar que la economía étnica que se desarrolla en estas latitudes es de naturaleza transnacional, es decir, funciona como un mercado étnico vinculado a las economías del país que las alberga, del país de origen de sus participantes e incluso más allá de éstas, además de que presume un funcionamiento propio, distinto del mercado general de trabajo que le permite, entre otras cosas, y a manera de contexto, sortear crisis económicas. Estas economías se caracterizan porque no facilitan el progreso económico al conjunto de sus trabajadores, pero aun así constituyen una fuente de empleo, sobre todo para los inmigrantes de reciente arribo.


    Revisión de literatura


    Recientemente, la literatura sobre el tema migratorio México-Estados Unidos ha puesto atención al estudio de destinos emergentes en poblaciones del noreste y medio oeste norteamericano, destinos que emergen a partir de la implementación de la Immigration Reform and Control Act (IRCA, por sus siglas en inglés) en 1986 y se refuerzan con el North American Free Trade Agreement (NAFTA, por sus siglas en inglés). Esta migración post-IRCA y post-NAFTA se ha caracterizado por una dispersión de orígenes y destinos, un flujo multidireccional que abandona anteriores patrones de migración circular, una mayor y distinta participación de la mujer y la incorporación creciente de migración infantil. Zúñiga y Hernández-León (2006), consideran que fue IRCA lo que ocasionó la dispersión al otorgarles seguridad a 2.3 millones de inmigrantes, lo cual les permitió abandonar los asentamientos históricos en el suroeste norteamericano y establecerse en nuevos destinos. Sin embargo, la atención que se ha puesto sobre este fenómeno ha desestimado la importancia del estudio de destinos considerados tradicionales, como Los Ángeles, California, dejando de observar los paralelismos que presenta con los cambios observados en los nuevos destinos, y debilitando con ello el poder explicativo de la nueva geografía. De esta forma, sin negar el interés de estos fenómenos emergentes, este trabajo busca llamar la atención sobre el aspecto de que la naturaleza de las economías étnicas es dinámica incluso en destinos considerados “tradicionales”, y ha evolucionado en las últimas décadas hasta conformarse en algo nuevo, la EET.


    Diversos autores han discutido aspectos controvertidos de las economías étnicas, por ejemplo: el que los negocios étnicos pueden contribuir al bienestar económico de sus integrantes debido a que las economías étnicas funcionan, aunque con ciertos límites, como una especie de mercado de trabajo interno, ya que protegen en alguna medida a los inmigrados de la competencia del mercado general, ofreciéndoles a sus connacionales oportunidades de empleo, las cuales muchas veces les son negadas en el mercado abierto. Sin embargo, otros estudiosos de las economías étnicas ponen de relieve que estas figuran como una trampa social para el inmigrante y un refugio para los menos capacitados (Borjas, 1990; Bonacich y Modell; 1981, Light y Bonacich, 1991; Bonacich et al., 1994; Min, 1996). Otros autores han observado también que en momentos de recesión de la economía general donde no se demanda mano de obra, se siguen manteniendo los flujos migratorios que se emplean en la economía étnica (Waldinger, 1993; Arjona y Checa, 2006).


    Tradicionalmente a la economía étnica se le ha definido como: aquel empleo creado por una minoría para sí misma, y viene a significar relaciones coétnicas dentro del mercado de trabajo (Bonacich, 1973, pp. 583-594; Bonacich y Modell, 1981). El término originalmente se desarrolló en las décadas de los cincuenta y los sesenta por Becker (1956), Blalock (1967) y Stryker (1959), siendo después utilizado en los trabajos presentados por Bonacich (1973) (Riesco, 2008). La economía étnica incluye cualquier persona inmigrante o de una minoría étnica que sea autoempleado, empleador, así como sus trabajadores asalariados y no asalariados. Una economía étnica, partiendo de lo anterior, se encuentra definida y limitada por raza, etnicidad u origen nacional, caracterizándose también por poseer ventajas en las relaciones entre propietarios de los establecimientos y los empleados connacionales de estos (Logan et al., 1994; Light y Gold, 2000; Estrada, 2014). Los pequeños empresarios étnicos presentan características étnicamente enraizadas, ya que el funcionamiento de sus negocios se encuentra basado en la solidaridad, confianza, redes y parentesco. Estas características se asumen propias de países no desarrollados, sin embargo, lo interesante es observar cómo estas minorías empresariales prosperan también en sociedades desarrolladas (Bonacich, 1973).


    También hay que tener en cuenta que la teoría de las economías étnicas es criticada por algunos investigadores, al resaltar que falla en explicar el traslado e inserción de este tipo de economía capitalista marginal en economías avanzadas, así como la situación de grupos minoritarios para los cuales la actividad empresarial no es una prioridad de comportamiento económico y lo evidencian a través de bajas tasas de empresarialidad, o aquellos que sólo recientemente han incursionado en la actividad empresarial como cubanos o puertorriqueños, que no son comerciantes históricos, como sería el caso de chinos, judíos y armenios (Valenzuela, 2005).


    Lo anterior coincide con Sowell (1996), quien señala el hecho de que hay minorías étnicas que presentan un comportamiento emprendedor exitoso en determinados contextos, sin tener esa tradición comercial histórica, como ha sucedido, por ejemplo, con los turcos en Alemania o los griegos en Estados Unidos. Otro aspecto importante es que este tipo de explicaciones pueden ser ad hoc para el comportamiento emprendedor, en el sentido que suponen que el actuar de los inmigrantes se debe a la tradición histórica comercial del grupo pero, a la vez, esta tradición ha sido posible gracias a la inquietud empresarial de sus miembros (Sowell, 1996). Para Sanders y Nee (1987) esta teoría ha permitido explicar el éxito económico de diversos grupos –los hindúes en Sudáfrica o los judíos en Europa– pero, no puede aplicarse al caso de las minorías étnicas en Estados Unidos. A pesar de lo antes mencionado, este enfoque nos servirá para poder entender las actividades empresariales de los grupos étnicos, ya que esta teoría presenta argumentos básicos para el entendimiento de este tipo de economías como generadoras de empresarios mexicanos en las ciudades de Huntington Park y Lynwood, California.


    Metodología


    Para la elaboración de este artículo fueron seleccionadas dos ciudades localizadas en el estado de California, debido a que en ambas habitan un número considerable de inmigrantes mexicanos (véase cuadro 1), así como cuentan con un gran consorcio comercial que da servicio y trabajo prioritariamente a mexicanos. El estudio se basa en un método inductivo, a través de una investigación de corte cualitativo, basado en la aplicación de entrevistas y encuestas etnográficas. Durante las fases de investigación de campo concluidas durante el 2012, se logró recabar información de 61 cuestionarios en formato de encuesta a negocios, aplicados a empresarios inmigrantes mexicanos o a los managers del lugar; 32 etnoencuestas a trabajadores inmigrantes mexicanos en negocios étnicos de empresarios inmigrantes mexicanos; 32 etnoencuestas a trabajadores inmigrantes mexicanos en el mercado general; 20 encuestas a consumidores en negocios típicos étnicos; 16 historias de vida a empresarios clave, caracterizados por un sobresaliente nivel de organización, uso de tecnologías y rápida expansión; así como 9 entrevistas aplicadas a personas inmersas en el ramo empresarial mexicano de la región. En total se entrevistó a 25 personas y encuestó a 145. Los criterios para seleccionar a los 61 empresarios y/o managers encuestados constó en que su establecimiento comercial estuviera asentado en las ciudades de Huntington Park y Lynwood, California. Los dos criterios para determinar la selección de los negocios donde también laboraban los trabajadores encuestados fueron su representatividad, acorde a la demanda de productos étnicos, así como la ubicación geográfica de los mismos, donde se buscó que coincidieran con el espacio residencial de los 32 empleados migrantes. Para los 32 restantes, el criterio fue también que laboraran y vivieran en esas ciudades, pero que no prestaran sus servicios a negocios étnicos.


    El cuestionario que se aplicó a los empresarios y-o managers en los negocios constó de 106 preguntas basándose en las siguientes dimensiones analíticas: caracterización de los negocios, perfil del empresario y trabajadores, redes sociales, solidaridad y crisis económica. Se destacaron variables como: giro comercial, monto de inversiones, ventas, ganancias, categoría migratoria del empresario, espacio de influencia comercial, aprovisionamiento de mano de obra, número de trabajadores, nacionalidad de los trabajadores, vínculos con cadenas comerciales, entre otros aspectos. La encuesta sirvió para detectar, la conformación, funcionamiento y desarrollo que tienen los negocios étnicos en la actualidad, y conocer cómo se comportan en una situación de problemática económica. Todo ello con la finalidad de registrar las características e importancia presencial que están teniendo este tipo de negocios.


    Posterior a la encuesta, se levantó una etnoencuesta de la cual se recabaron datos de 32 empleados de los negocios encuestados y 32 que laboraban en la economía estadounidense en general. Se aplicó un pequeño cuestionario a 20 consumidores que frecuentemente visitaban los negocios étnicos de la zona, y 9 entrevistas también fueron aplicadas a personas inmersas en el ramo empresarial mexicano de la región. Se llevaron a cabo 16 entrevistas semi-estructuradas a empresarios destacados por su trayectoria en la economía étnica, con la finalidad de recabar a detalle historias de vida que tiene el empresario como migrante.


    Los negocios ubicados en la zona de estudio responden a la demanda de productos étnicos y se encuentran asentados en una localización específica, en la que las ciudades de Huntington Park (80% del total de su población es mexicana) y Lynwood, California (73%), concentran gran cantidad de mexicanos establecidos en parte del condado de Los Ángeles: la zona del sur-centro (U.S. Census Bureau, 2010). Si a manera de antecedente se toma en cuenta que 40% de las firmas propiedad de empresarios de origen mexicano en Estados Unidos se ubica en el condado de Los Ángeles (U.S. Census Bureau, 2002b), podemos deducir que la zona de estudio cuenta con una presencia importante de negocios étnicos de mexicanos para ser estudiada.


    Resultados y discusión. Elementos empíricos que caracterizan a la economía étnica en las ciudades de Huntington Park y Lynwood, California


    Los datos obtenidos permiten argumentar que el concepto tradicional de economía étnica es insuficiente para caracterizar adecuadamente el fenómeno de génesis empresarial y desarrollo de negocios que ha estado ocurriendo en las ciudades de Huntington Park y Lynwood, California. El fenómeno traspasa los límites de la definición tradicional y es necesario reconceptualizarlo. Los resultados y su discusión se presentan a continuación aglutinados en cate-gorías de interés que permiten, a juicio de los autores, defender la existencia de la EET en la zona de estudio.


    Origen de empresarios. El origen nacional de los empresarios encuestados corresponde con el tipo de población que se concentra en la zona. La mayoría proceden de los estados mexicanos de Jalisco, Sinaloa, Michoacán y Distrito Federal (hoy Ciudad de México). El resto provienen de Oaxaca, Puebla, Baja California Norte, Guanajuato, Guerrero, Nuevo León, Hidalgo, Chiapas, Colima, Durango, Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas. Estas entidades se caracterizan por poseer una alta tradición migratoria: Jalisco, que ocupó el primer lugar, cuenta con un 23% del total de empresarios encuestados (véase cuadro 2).
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    En segundo lugar, se encuentra el estado de Sinaloa, del que provienen 19.7% de los empresarios encuestados, Michoacán, 11.5%, Ciudad de México, 8.2%. Estos datos concuerdan con otras investigaciones, en las que también destacan los estados de Jalisco, Sinaloa y Ciudad de México como orígenes estatales del migrante estudiado (véase en Peraza, 2005; Valenzuela, 2007, 2010).


    Existencia de empresarios de otros orígenes. Otra de las prácticas comerciales presentes en el lugar de estudio corresponde al aumento de empresarios de origen diferente al mexicano que se encuentran comercializando productos populares mexicanos. Empresarios iraníes, chinos, judíos y coreanos venden productos simbólicos para el cliente mexicano, los cuales a pesar de ser importados o adquiridos generalmente en el mercado informal chino, se presentan al consumidor de forma similar al producto original, como ropa y accesorios para fiestas de bodas y XV años; indumentaria típica de algunas regiones de México como: cintos piteados, sombreros, camisas, playeras y gorras con imágenes de santos y personajes alusivos al catolicismo y al narcotráfico, dos elementos que, a pesar de ser contrastantes, aparecen frecuentemente en la cultura mexicana.


    A pesar del reto que representan para el comerciante mexicano la existencia de estos competidores en los giros antes señalados, de acuerdo a las declaraciones de los consumidores fielmente asiduos a los negocios encuestados en el área de estudio, la mayoría prefieren comprarle a los comerciantes connacionales, sobre todo los productos culinarios, ya que mantienen el elemento de identidad cultural que conjuga el idioma, sentimientos, costumbres, hábitos y la originalidad que el migrante busca y demanda encontrar mediante los productos nostálgicos y culturales. Estos factores que representan estructuras de oportunidad de acuerdo al modelo de Waldinger et al. (1990), son las que mejor pueden aprovechar las economías étnicas mexicanas para seguir enfrentando con éxito la competencia.Un caso sobresaliente en todo este contexto es “Plaza México” (centro comercial localizado en la ciudad de Lynwood, California), donde predominan propietarios y arrendatarios de origen mexicano, si bien la plaza comercial pertenece a un inmigrante de origen coreano.


    Adicionalmente, y con respecto al mercado general, los resultados de campo indican que la EET mexicana en la zona de estudio no sólo se ha mantenido, sino que en algunos casos se ha robustecido al surgir nuevos negocios, lo que prueba un comportamiento sui generis de este tipo de economías en comparación a la economía general. A pesar de las dificultades, su clientela fiel, la cual es mayormente coétnica, mantiene su consumo en periodo de crisis económica. Género. El 45% de los empresarios en estas dos ciudades (Huntington Park y Lynwood), son mujeres, lo que indica la cada vez mayor participación femenina en los negocios étnicos. Habría que destacar el peso empresarial de la mujer como realmente alto, sobre todo si se compara esa cifra con los datos correspondientes a otras economías o a la economía mexicana en particular. Una de las principales causas por las que 26% de las mujeres encuestadas se han convertido en empresarias, es la de quedarse sin pareja –ya sea por divorcio, viudez o separación– lo que las ha orillado a volverse independientes laboral y económicamente. Esto amerita un mayor análisis en el tema de género que no será abordado aquí.


    El informe Nuestros Estadounidenses Inmigrantes Emprendedores: Las Mujeres (Our American Immigrant Entrepeneurs: The Women) publicado por el Immigration Policy Center, con sede en Washington, explicó que en el año 2000, un 5% de las mujeres inmigrantes y nacidas en Estados Unidos eran fundadoras de sus propios negocios, mientras que para el año 2011 pasó a 9%. Así, aproximadamente 575 740 mujeres que inmigraron a Estados Unidos como adultas desde otros países, reportaron ganarse la vida a través de sus propios negocios o empresas. El número llegó a 980 575 en el 2010. En general, se trata de mujeres en mayoría mexicanas. Las hispanas representan 37% de las mujeres inmigrantes empresarias en Estados Unidos, y México es el país de donde más provienen (Immigration Policy Center, 2011).


    Inserción laboral del empresario inmigrante mexicano. Antes de convertirse en empresario, el migrante mexicano generalmente atraviesa por un periodo de frecuente rotación laboral, según se constata en la información obtenida. Al momento de su arribo a Estados Unidos, 37.8% de ellos se insertó laboralmente en negocios propiedad de inmigrantes mexicanos; sin embargo, 35.6% declaró que su primer trabajo al llegar a Estados Unidos fue en el mercado general estadounidense. Es muy común que antes de que el inmigrante de-sarrolle su negocio haya trabajado previamente en el mercado secundario de la economía estadounidense, y se haya sentido defraudado por la pobre retribución obtenida, especialmente en el caso de los inmigrantes indocumentados. La reacción del grupo inmigrante a las condiciones en la sociedad de acogida y la movilización de recursos a través de varias características de la comunidad étnica, son las que muchas veces lo conducen de trabajador a empresario (Waldinger et al., 1990).


    Otro fenómeno que se detectó en la zona de estudio son los “traspasos” como vía de inserción, es decir, es frecuente que algunos antiguos patrones estén traspasando negocios a sus trabajadores, debido a problemas económicos o, por lo contrario, por el deseo de expandir e instalar el establecimiento en otro lugar. Este fenómeno ha sido caracterizado en la literatura como una de las vías de acceso de los inmigrantes a la propiedad empresarial, argumentando que la aparición de negocios vacantes en el mercado, originada por el retiro de los empresarios nativos, es satisfecha por los inmigrantes que se convierten en autoempleados (Waldinger et al., 1990).


    Sin embargo, el fenómeno se reproduce también en el caso de empresarios étnicos de distinto origen, y frecuentemente del mismo origen étnico, que se retiran de sus negocios dejando una vacante que puede ser aprovechada por otros inmigrantes que deciden incursionar en la empresarialidad. En el último de los casos, un empleado coétnico puede verse beneficiado, debido a que ya conoce el manejo del negocio, y usando ahorros propios y con ayuda generalmente de familiares lo compra a un precio atractivo. Esta es una vía por la que el trabajador en una economía étnica adquiere cierta movilidad social y progreso económico en el negocio en el que anteriormente fungía como empleado.


    La crisis económica que estalló en 2008 evidenció este fenómeno: algunos trabajadores, con ahorro previo y ayuda familiar pasaron a ser propietarios de negocios a través de los “traspasos” de antiguos patrones buscando resolver problemáticas económicas que llegaron a tener durante las crisis. Gran parte de los establecimientos cuentan con menos de 10 años de antigüedad, lo que es consistente con el carácter endogámico de estos negocios ante la crisis económica.


    Preponderancia de los trabajadores de origen mexicano. El 90% de los trabajadores en los negocios encuestados son mexicanos, mientras que 6.8% tienen origen centroamericano, y sólo 2% son trabajadores anglosajones. Se encontraron negocios que cuentan con empleados de origen asiático (0.24%) y afroamericano (0.05%). Solamente 0.76% promedio de los trabajadores (otros) corresponde a varios orígenes raciales. El 97% de los trabajadores encuestados habla español, factor importante para el manejo del negocio debido a que la mayoría de la clientela es mexicana.


    Para algunos empresarios, aunque el trabajador con el que cuentan comúnmente posea su mismo origen nacional, y que esto les sea muy importante –debido a que es el idioma que maneja su principal clientela y a la intención de proveerle de trabajo a su propia raza, como comúnmente lo manifiestan– también les es indispensable que el empleado posea cierto conocimiento y habilidades del giro comercial que se maneja, y es ahí, una vez que se detecta el potencial de éste, que se decide si se sigue contando con él en la actividad a la que ha sido destinado, o si se busca a empleados del mismo o cualquier otro origen que posea las habilidades solicitadas en la labor del establecimiento. Lo que interesa es el background del capital humano con el que cuenta el individuo; es decir, que hable el idioma español y el conocimiento del negocio –y es el mexicano el que por lo general resulta beneficiado. Sin embargo, la mayor parte de los empresarios encuestados reconoce que si no cuentan con empleados que posean el conocimiento necesario, seleccionan a quien sí lo tenga, sin importarles si es o no su paisano, confirmándose el sentido capitalista del negocio que posee en su aspecto laboral.


    Productos y giro del negocio. La economía étnica estudiada tiene nexos con productos étnicos y no étnicos, pues ofrece una gama de productos mexicanos (63.9%), pero también cuenta con productos propios de un mercado general. El giro de negocio que predomina en la zona es sobre todo el que se encuentra fuertemente asociado a la manufactura y venta de comida y productos culinarios en general, las tiendas de novias, bautizos, XV años y tiendas de artículos que hacen alusión a tres elementos representativos de la cultura del mexicano: religión, narcotráfico y deporte. Aunque también destacan los productos regionales como: peinetas, diademas, anillos, pulseras, collares, rosarios, gorras y diversos artículos de bisutería decorados de maneras particulares y alusivas a la vestimenta, así como a los personajes religiosos y populares de distintas localidades de México. Adicionalmente, se ofrecen servicios de jardinería, comestibles en general (aceite, arroz, lácteos), servicios de salud, construcción, joyería, anuncios publicitarios, mueblería, celulares, videojuegos y electrónicos, lo que indica una economía abierta al mismo mercado general estadounidense y al exterior, trazándose la simultaneidad del vínculo transnacional que ésta posee a través de los distintos espacios con los que tiene redes de abastecimiento.


    Proveedores. Tal como habría que esperar en una economía étnica, sus vínculos comerciales reflejan el carácter de una EET, y se presentan mediante dos formas, la primera en sus vínculos directos hacia otros países y la segunda a través de intermediarios. En cuanto a los vínculos directos predominan México (18.6%) y China (3.4%), y lógicamente también se tiene un contacto comercial directo con Estados Unidos (22%), representando estos tres en conjunto, el 44% de los proveedores mayoritarios en los negocios encuestados. Los vínculos indirectos son a través de los llamados brokers,2 los que ciertamente se circunscriben al país, sin embargo, los vínculos se realizan hacia empresas mexicanas (23.7%) y latinoamericanas en mayoría (5.1%), quienes distribuyen sus productos a través de grandes cadenas comerciales estadounidenses. Como se puede observar, los intermediarios son los que predominan y, en escasa medida, se comercializa directamente con países en el extranjero.


    Negocios con trabajadores asalariados y de autoempleo: sus ventas y ganancias. El 92% de los negocios cuenta con trabajo asalariado y sólo el 8% pertenece al autoempleo de índole familiar. Sin embargo, un dato interesante resulta cuando observamos que aún esas empresas de tipo familiar (8%) cuentan con ganancias entre 1 000 y 2 000 dólares mensuales, mientras que los negocios que cuentan con 20 o más empleados llegan a obtener ganancias que van desde los 20 hasta los 900 mil dólares. La mayor parte de los empresarios encuestados no ganan menos de 5 mil dólares y obtienen ventas mensuales superiores a los 8 mil dólares (60%) y una pequeña parte (19%) obtiene ventas mensuales inferiores a los 6 mil, datos que hablan del grado de capitalización adquirido por el empresario a través de las ventas y ganancias, más allá de hablar de una movilidad social o económica.


    Con respecto a la ganancia que obtienen los negocios que cuentan con empleados asalariados (92%), la mayor parte de los empresarios se ubican en el rango de entre 5 y 10 mil dólares mensuales, siendo éste también el rango predominante para todos los empresarios encuestados. Las ventas mensuales totales de la mayoría promedian más de los 8 mil dólares (60%), lo que nos sugiere una economía étnica de tipo empresarial, y no de subsistencia. El promedio de ingreso de los migrantes mexicanos en el estado de California en marzo de 2016 se situaba en 1 631 dólares mensuales (Aguilar, 2016) por lo que la obtención de estos niveles de ganancias es aceptable en los esta-blecimientos encuestados.


    El estatus migratorio no constituye un impedimento para que un inmigrante instale y desarrolle un negocio, puede ser difícil, pero no una limitante para que se convierta en empresario, sin embargo, los datos muestran también que cuando el estatus migratorio del empresario cambia de indocumentado a residente o ciudadano, se amplía la posibilidad de que el negocio crezca en ventas y ganancias, lo mismo sucede ante la permanencia; esto es, a mayor permanencia y experiencia del inmigrante en Estados Unidos mayor probabilidad tiene de ascender en su estatus migratorio y en el tamaño de su negocio. También hay correlaciones directas entre el estatus migratorio de ciudadanía con el mayor nivel de obtención de ganancias.


    Negocios con sucursales. En este estudio se ha encontrado que 30 negocios de 61 cuentan con sucursales, por lo tanto, tenemos que la mitad de las empresas están efectivamente en crecimiento y con gran capacidad para extenderse, lo que se refleja cuando éstas cuentan con una o más sucursales, factor que debilita la idea de que esta es una economía étnica tradicional determinada por el autoempleo. Al respecto, 12 negocios poseen una sucursal (19.7%) y 18 cuentan con dos o más sucursales (29.5%). A pesar de que también existen negocios que no cuentan con ninguna (51%). Además, los datos se vuelven más interesantes con dos negocios relativamente más grandes, en el sentido que uno cuenta con 42 sucursales y el otro con 16.


    Los negocios estudiados no constituyen una economía de subsistencia que involucre únicamente a negocios familiares, que haya surgido del desem-pleo de sus empresarios, sino por lo general el empresario encuestado ya tenía planeado previamente instalar un negocio (37.1%), o renunció a su trabajo anterior y con el fruto de sus propios ahorros decidió instalarlo (6%), de tal manera que si recogiéramos las categorías de Joseph Schumpeter (1974) –empresarios por necesidad y por oportunidad– se podría afirmar que estos negocios más allá de haber surgido por necesidad, han surgido tras un plan de progreso económico previo, debido al “deseo de progresar”, y no por desempleo o despido en su trabajo, de hecho por estas dos últimas razones ninguno de los empresarios señaló haber abierto su establecimiento. Además, la mayor parte de los negocios estudiados se han creado en época de crisis: 72% de los negocios contaban con una antigüedad de entre 1 y 10 años, a su vez, de ese porcentaje 42% de los negocios tenían entre 1 y 5 años de antigüedad, es decir, estos últimos se crearon dentro del periodo de la crisis económica aguda vivida en Estados Unidos –sin embargo han continuado manteniéndose–, esto es, entre 2008 y 2012.


    Cadenas comerciales. Hay distintos niveles de expresión empresarial de la economía étnica transnacional. Un primer nivel es cuando se basa en inversión individual. Un segundo nivel es cuando estas inversiones dan origen a las asociaciones empresariales y llegan a fortalecerse aún más expresándose en algunas ocasiones a través de sucursales. Un tercer nivel se traduce en cadenas comerciales, que significarían una interrelación entre varios empresarios, resultado de sociedades empresariales, bajo la modalidad de redes de tipo empresarial. El 10% de los negocios encuestados son negocios pertenecientes a cadenas comerciales, los cuales se basan en servicios de sistemas modernos, en las que comúnmente miembros de la misma familia se encuentran asociados. Estos pertenecen a los siguientes giros: mueblerías, empresa de autofinanciamiento de viviendas y autos, servicios de salud y energía renovable, restaurantes y supermercados. Dos ejemplos de lo antes mencionado lo constituyen los supermercados Northgates González, propiedad de don Miguel González, y la cadena de restaurantes “Don Chente”, pertenecientes a la familia Ortiz y que se encuentran representados por el señor Vicente Ortiz.3


    El empresario Miguel González cuenta con una cadena comercial de 42 sucursales de supermercados, distribuidos en algunos condados del estado de California, como: Orange, San Diego y Los Ángeles. El primer supermercado fue abierto en el año de 1980, como fruto de un esfuerzo familiar, y en el que obtenía por semana sólo 80 dólares de ganancia. Hoy en día –tras 32 años de apertura– el negocio ha crecido, instalando desde su surgimiento una o más sucursales por año. La empresa de la familia González arroja ventas anuales de 750 millones de dólares (esto es, al cierre de 2011) y da empleo a alrededor de 5 mil trabajadores (Entrevista, febrero de 2012).


    En el caso de los restaurantes “Don Chente” de la familia Ortiz, cuenta con 11 establecimientos localizados en el estado de California. Es a mediados de la década de los noventa cuando abren su primer restaurante, fruto también de un esfuerzo de ahorro e inversión en conjunto familiar, el cual fue comprado al contado por la cantidad de 120 mil dólares. En la actualidad cuenta con ganancias anuales de 24 millones de dólares, por lo que el señor Vicente Ortiz al ser propietario directo de tres de ellos obtiene una ganancia aproximada de 6 millones de dólares al año. El negocio cuenta con un promedio de 300 trabajadores, distribuidos en toda la cadena comercial (Entrevista, febrero de 2012).


    Migrantes y procesos empresariales transnacionales. Las ventas mensuales totales de la mayoría de los empresarios promedian entre 8 y 10 mil dólares (60%), existiendo también negocios con ventas mayores de 200 mil dóla-res mensuales. De los 61 empresarios encuestados, 16 (25%) destacaron como empresarios “clave” debido al emprendurismo al dirigir sus negocios –nivel de organización, uso de tecnologías, rápida expansión, etcétera–, sin embargo, sólo ocho (12.5%) fueron los que sobresalieron como exitosos con base en que se encontraron dos variables en común que los distingue: altas ventas económicas y el aspecto transnacional. Los datos que arrojaron las entrevistas de estos ocho casos nos indican que parte de los empresarios inmigrantes ya contaban con una especie de entrenamiento como capital humano, característica que se ve reflejada en su actividad actual. Una parte importante de los entrevistados, antes de instalar su negocio eran empleados en el mercado general estadounidense, lo cual habla de la transición laboral previa a la instalación de un negocio propio en el mercado étnico. Asimismo, otros entrevistados trabajaron en un negocio similar, lo cual les sirvió de previo entrenamiento, confirmándose aquí la llamada “escuela de emprendedores”. La mayor parte de los empresarios entrevistados subrayaron que la causa principal por la que decidieron instalar su negocio fue porque ya lo tenían previamente planeado, debido al deseo de progresar económicamente. A continuación, se presentan dos de los ocho casos exitosos encontrados, en ambos se ofrecen aspectos que son trascendentes para la fundamentación de lo que aquí se ha llamado la EET.


    Don Alonso Arellano ha establecido nexos con su país de origen: México, a través de una empresa localizada en el municipio de Culiacán, Sinaloa, la que se dedica a la fabricación de frituras de maíz: Trizalet, S.A. de C.V. También tiene nexos con otros proveedores mexicanos originarios del estado de Morelos, Zacatecas, Guanajuato y la Ciudad de México. Estos lazos se gestan y matizan en una EET a través de la organización de sus miembros. Este transna-cionalismo facilita la participación de los inmigrantes. Tal y como lo señala Beltrán (2008) respecto de los asiáticos establecidos en España que cruzan las fronteras étnicas introduciendo en la esfera transnacional a nuevos actores ajenos a la misma que encuentran en su estrecha colaboración un camino lleno de oportunidades.


    Otro ejemplo claro es el caso de don Hilario Navarro, empresario y propietario de un negocio llamado Bonanza Farms, quien proviene de una familia que en México se dedicaba a la compra y venta de ganado y tenía un establo propio para su engorda. En California, distribuye carnes de puerco procedentes de los estados mexicanos de Sinaloa y Sonora, donde cuenta con relaciones propias. Pero, también tiene ahí proveedores de Australia, Canadá y Sudamérica. Este empresario migrante es también un líder de clubes mexicanos, y a partir del cual desarrolla diversas actividades filantrópicas. El señor Navarro cuenta con un sofisticado y moderno programa de contabilidad, así como equipo de rastreo y monitoreo, además, el negocio posee videocámaras, computadoras, y un portal electrónico para que los clientes puedan acceder desde su teléfono celular al negocio, obtener información y realizar pedidos de mercancía, lo que sugiere un establecimiento moderno, el cual hace uso de la tecnología para un mejor funcionamiento.


    Los migrantes que mantienen y desarrollan múltiples relaciones familiares, económicas, sociales, organizacionales y políticas en diferentes países son llamados migrantes transnacionales (Moctezuma, 2008), características con las que cuenta la mayor parte de los empresarios pertenecientes a la economía étnica aquí estudiada. Los vínculos transnacionales se manifiestan en actos culturales, profesionales, artísticos y deportivos, lo que se refleja cuando, por ejemplo, la Fundación Plaza México localizada en la ciudad de Lynwood, conformada por empresarios inmigrantes mexicanos y apoyada por diversas organizaciones y clubes de migrantes, realiza obras de ayuda social, como el otorgamiento de becas, apoyo al deporte y salud de algunas comunidades del lugar de recepción y de origen del migrante mexicano. Todas estas acciones se configuran en una lógica circular, la cual no representa sólo la simple circu-lación de objetos, personas y dinero, sino que implica crear, transmitir y configurar las prácticas existentes (Levitt, 2001; Smith, 2006).


    Conclusiones


    Se propone el término de Economía Étnica Transnacional (EET), para describir el espacio económico investigado en este trabajo. En las ciudades de Huntington Park y Lynwood, California, se desarrolla una “economía étnica”, la que en un principio surgió de forma tradicional, es decir, como autoempleo coétnico, pero con el tiempo ha logrado crecer y formalizarse, posee empleados asalariados, negocios individuales y con sucursales, redes de super-mercados y un gran consorcio comercial. Disponen de una extensa red de relaciones y de servicios con la economía general y de otros países, incluso a nivel laboral. A diferencia de la economía étnica definida originalmente por Bonacich y Modell (1981) como economía étnica de propiedad, ésta no posee la limitante del carácter coétnico entre empleados y patrones, y en algunos casos se comporta como una economía étnicamente controlada (Light y Gold, 2000), al encontrarse negocios con propietarios de distintos orígenes nacionales, pero cuyos empleados son mexicanos, que ejercen control informal sobre las redes de contratación del negocio definiendo, sin ser los propietarios, quien ingresa a laborar en la empresa. Además de no poseer necesariamente este común denominador coétnico laboral entre patrones y clientes, tampoco lo tiene en sus proveedores, como en su caso sí lo trae inmerso el enclave étnico, la EET en ese sentido es muy abierta, y se encuentra constituida por miembros que si bien, en su mayoría resultan ser coétnicos, también cuenta con clientes, patrones y hasta proveedores que son procedentes de otros lugares, reafirmándose el aspecto transnacional que la distingue.


    Poco más de la mitad de los productos ofrecidos en este tipo de negocios son de carácter típico mexicano, en los que destaca el papel de la cultura, la religión y el deporte como elementos de consumo que reflejan la identidad del mexicano, sin embargo, y en menor medida, cuenta con productos propios de un mercado general, lo cual demuestra que no solamente se trata de una economía cerrada, sino que también atiende al mercado general estadounidense y al exterior, trazándose la simultaneidad del vínculo transnacional que ésta posee a través de los distintos espacios con los que tiene redes de abastecimiento.


    Las ganancias, sucursales, cadenas y planes de apertura comercial constituyen una dinámica de crecimiento. Casi la mitad de los empresarios posee negocios con una o más sucursales y más de la mitad cuenta con planes de apertura a través de la instalación de sucursales y se presentan cadenas o consorcios comerciales. Además, y si se toma en cuenta que 92% de los negocios son de trabajo asalariado y 8% pertenece al autoempleo de índole familiar, se puede asumir que son empresas capitalistas basadas en el empleo asalariado. En los negocios estudiados los migrantes sostienen diversas relaciones sociales que vinculan a sus sociedades de origen con la de llegada. La mayoría de alguna forma ha construido campos sociales que rebasan las fronteras geográficas, culturales, políticas, económicas, entre otras. Toda esta actividad refleja tangible e intangiblemente el tránsito de lo que corresponde a la creación, transmisión y configuración de las prácticas ejercidas por las comunidades establecidas en ambos lados de la frontera.


    Si bien los resultados obtenidos en este análisis son válidos sólo para el caso descrito, las observaciones realizadas y los testimonios recogidos en esta investigación apoyan la propuesta conceptual de la existencia de una comunidad empresarial inmigrante que participa en la conformación de una EET en las zonas de altas concentraciones de migrantes de origen mexicano en Estados Unidos, como es el área estudiada del sur-centro de Los Ángeles, California. Los empresarios inmigrantes son promotores auténticos de los productos mexicanos, por lo que se recomienda profundizar y continuar este tipo de estudios, sobre todo ante las políticas migratorias y económicas restrictivas que proyectan implementar a corto plazo la nueva administración encabezada por el presidente Donald Trump.
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        2 Término anglosajón para definir a aquella persona ya sea física o moral que actúa como intermediario en cualquier mercado mediante operaciones económicas de compra y venta ejecutando de esta manera las órdenes de sus clientes (InvertirFOREX, 2009).

      


      
        3 Los detalles de las entrevistas a profundidad realizadas a los señores Miguel González y Vicente Ortiz se aprecian en la versión completa de la investigación (Peraza, 2012).
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    Resumen


    Para la realización de este artículo se usó el Índice de Competitividad Social (ICS) construido por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD-México), para analizar los avances y/o retrocesos en los temas de salud, educación e ingreso laboral de las 32 entidades federativas de la República mexicana en el periodo de 2005-2014. Además, se evaluó mediante técnicas basadas en panel de datos la relación existente entre el ICS y el gasto público. Hallándose que el gasto público en materia social mantuvo una relación negativa con el ICS (la elasticidad fue -0.5764%). Asociado a lo anterior, se demostró que prevaleció la incompetencia social junto al crecimiento del gasto público, por lo que se concluyó que la política social presentó fallas que se sumaron a una política económica que favoreció el bajo crecimiento de la producción.
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    Introducción2


    En el año 2012, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en México, publicó su Índice de Competitividad Social (ICS) que complementa a su tradicional Índice de Desarrollo Humano (IDH). Entonces su objetivo era simple: medir el bienestar a través del comportamiento del mercado de trabajo. El ICS permite evaluar la evolución seguida por las entidades federativas del país en tres rubros relacionados con la población que se encuentra ocupada: salud, educación e ingreso del trabajo. Es una medida que ayuda a entender si existe conexión entre los resultados económicos y sociales. El índice toma un valor máximo de uno, por lo que las entidades que se acercan a este valor en el tiempo se dice son competitivas socialmente, mientras que las que se aproximan a cero son incompetentes socialmente.


    Por su construcción, el ICS facilita la evaluación de la política social, gracias a él es posible conocer si los incrementos anuales en el gasto público anunciados por el gobierno cumplen con su objetivo de mejorar el bienestar social. Mediante su uso puede responderse el siguiente cuestionamiento: ¿Un mayor gasto público social se corresponde con mejoras en el ICS? La hipótesis de trabajo propuesta aquí es que la política social implementada no ha cumplido su objetivo de mejorar sustancialmente las condiciones de salud, educación e ingreso del trabajo. Por lo tanto, se sugiere que la política social debe replantearse para centrarse en la creación de una auténtica riqueza material y humana para una amplia mayoría.


    Atendiendo a lo anterior, este artículo tiene como objetivo principal exponer la competitividad (o incompetencia) social estatal en México, durante el periodo 2005-2014; además, se investiga la relación entre el gasto público social (como un indicador aproximado de la política social) y el ICS, controlando por variables que también se considera afectan a este último indicador, como son: población, producción de bienes y servicios, inversión pública, gasto público en servicios personales, participaciones federales y formación bruta de capital fijo (como indicadores de las condiciones de la economía y la política económica).


    De esta manera, en la primera sección del artículo se define el ICS y se explica la forma en la que fue construido por el PNUD. También en esta sección se indica cómo complementa al IDH y las razones por las cuales resulta adecuado utilizar el ICS para medir los alcances de la política social. La segunda sección, tras aclarar el origen de los datos, expone la evolución agregada y en los estados del ICS e incluye un breve análisis de la evolución del gasto público asociado con las tres dimensiones del índice. La tercera sección presenta el método econométrico elegido y los resultados de las estimaciones. Al final, se discuten los hallazgos y presentan algunas conclusiones tomando como base el diagnóstico.


    1. Competitividad o incompetencia social, ¿cómo se mide?


    Como se ha hecho mención anteriormente, el ICS complementa el IDH, al considerar el desarrollo de las personas desde el punto de vista del trabajo. El ICS revela el potencial que tiene una sociedad para generar bienestar a sus integrantes a través de ciertas condiciones del mercado de trabajo asociadas a la formación de capacidades básicas (PNUD, 2012, p. 8). De acuerdo con el PNUD (2012, p. 3) “(…) las capacidades esenciales para el desarrollo de un individuo deben ser las siguientes: poder disfrutar de una vida prolongada y saludable, tener acceso a la obtención de conocimientos individual y socialmente valiosos, y contar con la posibilidad de lograr un nivel de vida digno mediante los recursos necesarios, así como poder participar activamente en la vida de la comunidad”.


    El ICS se compone de tres subíndices:3 1) índice de acceso a servicios de salud (ISL), 2) índice de educación y ausencia de trabajo infantil (IEL), y 3) índice de ingreso y prestaciones laborales (IIL). El indicador del ISL es el acceso a servicios de salud (proporción de la población ocupada total que cuenta con algún tipo de atención médica, ya sea pública o privada por parte de su trabajo. Capta el impacto del empleo sobre la salud del trabajador y su familia). Los indicadores del IEL son los años promedio de educación (revela la capacidad de preparación de los individuos para afrontar los requerimientos del mercado laboral) y la ausencia de trabajo infantil (proporción de la población ocupada entre 12 y 15 años de edad; muestra a aquellos individuos en la edad típica de atender el nivel de educación básica cuyas posibilidades de estudio deben ser combinadas con el tiempo dedicado al trabajo). Con respecto a los indicadores del IIL se refiere al ingreso laboral (medido por el ingreso laboral per cápita en términos de la paridad del poder de compra en dólares americanos) y las prestaciones laborales (proporción de la población ocupada total que cuenta con algún tipo de prestación laboral).


    El ICS tiene un valor máximo de uno y un valor mínimo de cero. Su construcción se basa en la siguiente ecuación fundamental:
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    Tres anotaciones. La primera, en el caso del IEL los años promedio de esco-laridad se ponderan con dos tercios y la ausencia de trabajo infantil con un tercio. La segunda, en el caso del IIL, tanto los ingresos laborales como las prestaciones del trabajo se ponderan con un medio. Tercera, en el caso del IIL, se toman logaritmos del ingreso laboral per cápita.


    Los valores máximos y mínimos considerados para cada componente son:
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    Aclarado lo anterior, el ISL se calcula conforme a la ecuación fundamental, considerando el indicador de acceso a los servicios de salud. El IEL se calcula así: 1) se usa la ecuación fundamental, agregando el número promedio de años de escolaridad (se denomina le); 2) se construye el indicador de ausencia de trabajo infantil de la siguiente forma:
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    Donde Tli es la ausencia de trabajo infantil para la unidad de análisis i y Zi es la participación relativa de la población ocupada entre 12 y 15 años de edad para la unidad de análisis i; 3) finalmente se aplica la siguiente ecuación para obtener el IEL:
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    El IIL se calcula aplicando la ecuación fundamental con el indicador de ingreso laboral per cápita anual ajustado (IL) y el índice de prestaciones laborales (PL). La ecuación que se aplica es:


    [image: ]


    Calculados los componentes ISL, IEL e IIL se calcula el ICS como una suma ponderada, utilizando la siguiente expresión:
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    Observe que se da una mayor ponderación a la educación y a la salud, ya que el ICS se centra más en lo social. Al final, se tiene una buena aproximación del bienestar estatal.


    En la presente investigación se decidió utilizar el ICS en lugar del IDH, ya que el PNUD (2012, p. 11) aclara que el primero es un complemento del segundo, en virtud de que aporta información sobre cómo las condiciones laborales contribuyen al bienestar. Además, el ICS se publicó de forma anualizada y trimestral para todas las entidades federativas del país y 32 ciudades (aunque en este estudio, por razones econométricas, no se usó toda la información disponible, básicamente porque no se contaba con información trimestral para las variables que se supone explican los avances o retrocesos en el ICS).


    Por otra parte, el ICS en el componente de ingresos resulta mucho más atractivo que el IDH para evaluar el impacto de cambios en el PIB (o dinámica de la economía), ya que el primero usa datos de ingreso laboral per cápita, mientras que el segundo usa el PIB per cápita. El PNUD (2012, p. 16) reconoce que el ICS es un buen instrumento para contar con información de la tendencia del desarrollo humano en el tiempo, permite identificar la posición relativa de las entidades y lo que es más importante, facilita la evaluación de las acciones privadas y de política pública, en la medida en que relaciona aspectos como la atracción de capital y la generación de crecimiento sostenido con indicadores de las características del empleo.4 Finalmente, otra de las razones por las que se optó por no usar el IDH es que ya existen suficientes estudios en México que lo han utilizado, entre los que destacan López et al. (2003), Esquivel et al. (2003), De la Torre (2005), Limas (2011), De la Cruz y Núñez (2013), Urrutia de la Torre y Mejía (2014) y Hernández et al. (2015).


    2. Incompetencia social y gasto público social en México


    En esta sección se analiza la evolución del ICS agregado y por entidad federativa (así como sus tres componentes), también se presenta una clasificación tomando como referencia las entidades en función de su crecimiento o decrecimiento en el indicador. Conforme al objetivo general e hipótesis del artículo, se analiza la evolución del gasto público en materia social y se demuestra el tipo de correlación entre éste y el ICS.


    Las variables utilizadas en la investigación fueron (a nivel nacional y por entidad federativa): ICS, ISL, IEL, IIL, que fueron definidas en el apartado anterior, se obtuvieron del PNUD (2015). POB (Población), esta variable se obtuvo del Consejo Nacional de Población (Conapo) y es una estimación de la población que prevalecía a mitad de cada año. PIB (producto interno bruto), variable obtenida del Instituto de Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) de su Banco de Información Económica (BIE), en millones de pesos de 2008. INV_PUB (Inversión Pública) se obtuvo del INEGI-BIE en miles de pesos de 2008. GSP (gasto público en servicios personales), variable en miles de pesos de 2008, obtenida del INEGI-BIE. INVP (Inversión Privada) es la formación bruta de capital fijo, variable en millones de pesos de 2008, obtenida del INEGI-BIE.


    PARTI28 (Participaciones Federales), variable obtenida del INEGI-BIE en millones de pesos de 2008, las participaciones son recursos que le corresponden a las entidades federativas del país en virtud de su pertenencia a la Federación, son transferencias no condicionadas.


    APOR33 (Aportaciones Federales), variable obtenida del INEGI-BIE en millo-nes de pesos de 2008, las aportaciones son recursos que la Federación desti-na a las entidades federativas de forma condicionada, deben dirigirse a los rubros de educación, salud, infraestructura básica, fortalecimiento financiero y seguridad pública, programas alimenticios y de asistencia social, así como infraestructura educativa.


    SALUD (Gasto Federalizado en Salud) es uno de los fondos base de las aportaciones federales que debe destinarse a la mejora de los servicios de salud, capturada en millones de pesos de 2008, obtenida del INEGI-BIE.


    ESCUELA (Gasto Federalizado en Educación) es uno de los fondos base de las aportaciones federales que debe destinarse a la mejora de los servicios de educación básica y normal, capturada en millones de pesos de 2008, obtenida del INEGI-BIE.


    Finalmente, INF_SOCIAL (Gasto Federalizado en Infraestructura Social) es uno de los fondos base de las aportaciones federales que debe destinarse a la creación de infraestructura social, obtenida del INEGI-BIE en millones de pesos de 2008. Respecto a esta última variable, a la Ciudad de México para el periodo 2005-2013 no se le asignaron fondos, por lo que se procedió a asignar la unidad en cada uno de estos años (consúltese base de datos completa en https://www.researchgate.net/profile/Isaac_Sanchez-Juarez).


    2.1 Evolución del ics y sus tres componentes


    El primer hecho estilizado es que el ICS en niveles estuvo, en promedio, estancado en México durante los 10 años de estudio. De un valor de 0.5384 en 2005, terminó en 0.5212 en 2014. En cuanto a su tasa media anual crecimiento fue de -0.32%. El valor “máximo” del índice se alcanzó en 2008 (0.5496), en plena crisis económica internacional. En su trayectoria, destaca la caída observada entre 2011 y 2012. En general, se puede asegurar que en el país no ha existido mejoramiento de las condiciones sociales. En ningún año el índice se acercó a la unidad, siempre estuvo lejos de este valor máximo, y se ubicó alrededor de 0.5. El índice sintetiza una situación de ingresos laborales relativamente reducidos, problemas de acceso a los servicios de salud y deficiencias en logro educativo, revelando con ello que algún aspecto no se encuentra bien en relación con la actual política social y económica (respecto a lo anterior, véase Cordera, 2010; Dautrey, 2013 y CEFP, 2015).


    El ISL fue el componente del ICS con el peor comportamiento, al promediar un valor de 0.3574 durante el periodo de estudio. EL ISL no observó incrementos sustanciales en el tiempo, confirmando que existen carencias de acceso a la salud. El IIL promedió un valor de 0.6124 con retrocesos en 2008, 2009 y 2010, lo que se corresponde con la crisis económica internacional. El IEL promedió un valor de 0.6944 con lo que es el componente de mejor comportamiento en el periodo de estudio, alcanzó su valor máximo en el 2011 (0.7387), a partir de ese momento redujo su valor, lo que contrajo el ICS en los mismos años, dado que este componente se pondera con 45%. El ISL y el IIL revelan incompetencia social en México, recordar que estos componentes se ponderan con 35 y 20%, respectivamente.5


    


    Gráfica 1. Evolución del ics y sus componentes en México, 2005-2014
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    Fuente: elaboración propia usando datos del pnud (2015) para el periodo 2005-2014. Es importante aclarar que esta serie difiere de la presentada antes por el pnud (2012) que incluía los años 2005-2011.


    Ahora bien, en el mapa 1 se divide al país en cuatro categorías, en función de la tasa de crecimiento promedio anual del ICS.6 De esta forma, lo primero que se encontró es que de 32 entidades, 25 están estancadas plenamente, 6 presentaron estancamiento, 1 decreció (Guerrero -0.31%) y ninguna creció cerca o por encima del 2%. Las entidades estancadas fueron: Hidalgo (1.10%), Sinaloa (0.93%), Oaxaca (0.93%), Jalisco (0.90%), Guanajuato (0.67%) y Querétaro (0.66%). Entre las estancadas plenamente destacan: Michoacán (0.11%), Veracruz (0.11%), Ciudad de México (0.13%), Durango (0.14%), Tamaulipas (0.16%) y Colima (0.17%). En el 81% de entidades del país se observó un pobre desempeño en el indicador social que se viene considerando.


    Al analizar la tasa media anual de crecimiento de cada uno de los componentes se encontró que en 10 entidades se registraron decrecimientos en el ISL (Colima, Chiapas, Ciudad de México, Durango, Guerrero, Michoacán, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán). Para este componente se observó estancamiento en los estados de Hidalgo, Jalisco, Oaxaca y Sinaloa (1.7, 1.1, 1.4, 1.2%, respectivamente). En el resto de estados se observó estancamiento pleno.


    En lo que respecta al componente IEL, ninguna entidad retrocedió, pero existió estancamiento en 21 entidades; en el resto de entidades se observó estancamiento pleno. El componente de peor comportamiento fue el IIL, que retrocedió en 16 entidades (Aguascalientes, Colima, Ciudad de México, Durango, Guerrero, México, Michoacán, Morelos, Nuevo León, Oaxaca, Quintana Roo, San Luis Potosí, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas). En el resto se encontró estancamiento pleno (esto, está parcialmente relacionado con la pérdida del poder adquisitivo de los salarios y la flexibilización laboral, para mayores referencias véase Anguiano y Ortiz, 2013 y Mancera, 2015).


    En el cuadro 2 se presenta la clasificación de los estados en función del valor absoluto del ICS y sus componentes. Destaca los siguiente: 1) de forma consistente los tres últimos lugares los ocupan los estados de Guerrero, Oaxaca y Chiapas, localizados en el sureste del país, caracterizados por sus elevados niveles de marginación; 2) los estados de Nuevo León y Coahuila se mantienen en las primeras posiciones, entidades localizadas en la frontera norte; 3) salvo el componente de IEL, la Ciudad de México no se encuentra en las primeras cinco posiciones, se esperaba que al concentrar población, pero sobre todo recursos públicos y privados, estaría siempre en las primeras posiciones.
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    En lo que refiere al ICS, tanto en el primer año como en el último, Nuevo León es el mejor posicionado con valores de 0.6820 y 0.7049, respectivamente. El segundo estado fue Coahuila con valores de 0.6749 y 0.7022. El tercer estado más “competitivo” fue Chihuahua con valores de 0.6482 y 0.6791. Es importante remarcar que estos tres estados se encuentran en la frontera norte de México, caracterizada por la presencia de empresas manufactureras de exportación, su apertura al comercio exterior y una fuerte vinculación con la economía norteamericana. Las otras tres entidades de la frontera norte también se han posicionado adecuadamente, Baja California ocupaba la posición cinco en 2005 con un valor de 0.6418 y mejoró en 2014 para ubicarse en la posición cuatro con un valor de 0.6740; Sonora estaba en la posición nueve con un valor de 0.6217 en 2005 y mejoró en 2014 al situarse en la posición seis con un valor de 0.6579. En tanto, Tamaulipas empeoró, al pasar de la posición siete en 2005 con un valor de 0.6278 a la nueve en 2014 con un valor de 0.6377 (entidad que se ha visto afectada por la inseguridad) (para abundar más al respecto consúltese De León Palomo, 2008).


    Baja California Sur en el norte y Quintana Roo en el sur son otras dos entidades con un comportamiento relativamente favorable. Se suman la Ciudad de México, Aguascalientes y Querétaro en el centro del país. Las 22 entidades restantes presentaron un comportamiento que refuerza su incompetencia social. Como quiera que sea, incluso la entidad mejor posicionada se encuentra lejos de la unidad, con lo que se confirma el atraso en materia social en México.


    2.2 Evolución del gasto público social


    En lo que va de 2005 a 2014 las aportaciones federales en materia social para los estados y municipios se incrementaron 1.95% en promedio anual.7 En el 2005 ascendieron a 392 860 millones de pesos, mientras que en 2014 fueron 476 650 millones de pesos, en 10 años el incremento ha sido significativo. Para esta investigación, de los ocho fondos que componen las aportaciones, se utilizaron tres: educación, salud e infraestructura social. Se dejaron fuera los fondos de aportaciones múltiples, fortalecimiento de municipios, educación tecnológica y de adultos, seguridad pública y fortalecimiento de entidades federativas. De los tres fondos considerados por su relación directa con el ICS, el más grande es el referente a la educación, seguido a la distancia por salud e infraestructura social.


    En promedio entre 2005 y 2014, el fondo destinado a la educación representaba 73.5% del total de aportaciones (sin considerar los otros cinco fondos ya indicados arriba), la salud 14.2% y la infraestructura social el restante 12.3%. En cuanto a su tasa media anual de crecimiento para el periodo de estudio, el fondo de infraestructura social fue el que más creció (3.97%), seguido de salud (2.88%) y educación (1.47%). Al igual que ocurre con las aportaciones totales, la tendencia de sus tres series componentes es creciente, aunque existen disminuciones entre el 2008 y 2009. En el caso de la educación pasó de 249 569 a 232 488 millones de pesos; la salud de 47 690 a 47 617 millones de pesos, y la infraestructura social de 38 298 a 38 178 millones de pesos (este componente en 2010 también se redujo para situarse en 38 018 millones de pesos).


    


    Gráfica 2. Evolución de las aportaciones federales y tres de sus componentes sociales, México, 2005-2014
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    Fuente: elaboración con información del Banco de Información Económica del INEGI.


    Para determinar si el crecimiento del gasto público social es suficiente o no, se considera la tasa de crecimiento promedio anual de la población nacional que fue de 1.06%. Lo que permite concluir que el crecimiento del gasto público social es suficiente, ya que fue 0.9% superior, aunque sería más satisfactorio que fuera al menos 2% superior (esto sí ocurrió en el caso del componente de infraestructura social y se acercó a ello en el caso de la salud). Hasta aquí, lo que se tiene, con datos agregados, es evidencia de incompetencia social y aumento del gasto público social por encima del crecimiento demográfico.


    Al igual que se hizo con el ICS, con APOR33 se elaboró una clasificación, tomando como base su crecimiento, el resultado aparece en el mapa 2.8 Se constata que ninguna entidad decreció: el estado de Campeche se clasificó como estancado plenamente (0.05%), Baja California, San Luis Potosí y Tamaulipas se clasificaron como estancados, mientras que las restantes 28 entidades crecieron de forma satisfactoria. Adelantando, que el problema, no pasa necesariamente por recursos financieros. Lo encontrado puede tener varias explicaciones: 1) el gasto público no se usa de forma adecuada en las tareas para las cuales se etiqueta; 2) las cifras de gasto gubernamental en los hechos son menores de lo registrado, existen fugas; 3) hay otros factores que determinan los resultados en el ICS, que son de carácter cualitativo como las instituciones formales e informales.


    Al comparar el mapa 1 con el 2 se encuentran contrastes notables, mientras la mayor parte de estados en el ICS están estancados plenamente (25), en el caso del gasto público social, aproximado mediante las aportaciones, la mayoría de estados muestra crecimiento (28). Por otra parte, en lo que refiere al gasto público social ninguna entidad presenta decrecimiento, mientras que en el ICS al menos una entidad decreció. Al analizar el crecimiento del gasto en salud se encuentran estados con crecimientos notables como Zacatecas con 6.72%, en el caso del gasto en infraestructura social destaca Chiapas con un crecimiento de 8.44%, el gasto educativo es el que menos crece de los tres, destacando Campeche con un decrecimiento de 0.30% y el Estado de México un crecimiento de 3.91%.
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    En el cuadro 3 se presenta la clasificación de los estados en función de APOR33 y sus componentes. Destaca lo siguiente: 1) los estados que ocupan los últimos lugares son Colima y Baja California Sur; 2) México, Ciudad de México, Veracruz, Chiapas y Jalisco son los estados que de forma constante se mantienen en los primeros lugares; 3) Chiapas es una entidad a la que las autoridades han canalizado una cantidad importante de recursos finan-cieros para la mejora de las condiciones sociales, por ello aparece en los prime-ros lugares; no obstante, esto no se corresponde con mejoras en el ICS; 4) los estados de Guerrero y Oaxaca también se encuentran en los primeros 10 lugares en cuanto a su volumen de recursos y tampoco esto se corresponde con mejoras en el ICS; 5) los estados de la frontera norte de México (Baja California, Sonora, Chihuahua, Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas), están en posiciones intermedias de recursos y han observado un mejor desempeño en el ICS respecto a quienes reciben más fondos y se encuentran en el sureste.


    En cuanto a su monto, la entidad con mayor gasto social fue el Estado de México, 36 819 millones de pesos en 2005 y 50 023 en 2014. La Ciudad de México recibió 30 654 millones de pesos en 2005 y 35 582 en 2014. Esto refleja el centralismo que prevalece en el país. Chiapas en 2005 recibió 20 257 millones de pesos y 28 928 en 2014. Baja California Sur fue la entidad que menos recursos recibió con 3 144 y 3 726 millones de pesos, respectivamente (lo anterior como resultado de la Ley de Coordinación Fiscal y la fórmula diseñada por las autoridades para asignar recursos a las entidades federativas y municipios).
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    Al comparar las tasas medias anuales de crecimiento del ICS y APOR33 se llegó a la gráfica 3. Entre dichas tasas existe un coeficiente de correlación positivo, pero despreciable, de 0.02. Sobresale Chiapas, ya que registró un crecimiento de 3.63% en APOR33 y 0.35% en el ICS. Hidalgo, Sinaloa, Oaxaca y Jalisco fueron los estados con el mayor crecimiento relativo en el ICS (1.11, 0.93, 0.93 y 0.91%, respectivamente), no así en lo que refiere a las aportaciones federales. El estado de Guerrero observó un decrecimiento en el ICS (-0.31%) y un crecimiento en APOR33 (1.55%). La Ciudad de México, la entidad más importante en términos de economía, infraestructura y servicios sociales registró un crecimiento de 1.50% en APOR33 y 0.13% en el ICS. En Campeche, la tasa de crecimiento de APOR33 fue 0.05% y del ICS 0.49%. La evidencia parece apuntar a una relación negativa entre el gasto público en materia social y el ICS.


    Gráfica 3. Tasas medias anuales de crecimiento del ics y APOR33, México, 2005-2014
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    Fuente: elaboración propia.


    



    3. Relación estadística entre el gasto público social y el ics en México


    3.1 Especificación econométrica


    Para determinar la correlación estadística entre el gasto público social y el ICS se agrupó la información disponible como panel de datos, bajo la idea de controlar por heterogeneidad no observada y lidiar con el sesgo de endogeneidad. Específicamente se realizaron regresiones con efectos aleatorios y efectos fijos estimando con OLS y regresiones dinámicas con el Método Generalizado de Momentos (MGM) (para notas técnicas véase Arellano y Bond, 1991; Islam, 1995; Bazzy y Clemens, 2013).


    Se plantearon cinco modelos:
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    Diagrama 1. Método utilizado para evaluar la hipótesis de investigación
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    Fuente: elaboración propia.


    En todos los casos se trabajó con los valores absolutos y logaritmos. Para todas las ecuaciones se agregó la variable CRISIS, la cual es una variable ficticia que toma el valor de uno para los años 2007, 2008 y 2009, con ella se captura el efecto de la crisis económica internacional. Se considera que la relación entre la variable dependiente e independientes es positiva, salvo para la población, que se anticipa un signo negativo en virtud de que a mayor población mayores necesidades que deben ser satisfechas en materia de acceso a la salud, provisión de educación e ingresos del trabajo. También se supone que la relación entre el ICS y el gasto público en servicios personales sea negativa, en virtud de que este tipo de gasto puede suponer un desvío para labores realmente sustantivas en la mejora de las condiciones sociales y económicas.


    3.2 Resultados de las estimaciones


    Al realizar las estimaciones conforme al procedimiento indicado en el diagrama 1, se encontró que las pruebas en las que se usaron logaritmos eran mejores que las que usaban los valores absolutos de las variables, tanto en el panel de efectos fijos, aleatorios y MGM (lo anterior, debido a que el uso de logaritmos reduce la dispersión y el riesgo de observar varianza no constante de la perturbación aleatoria condicionada a los valores de la endógena). Advertir que, una vez determinada cual era la mejor estimación, se procedió a incorporar la variable CRISIS, con el objetivo de evaluar su peso en el comportamiento del ICS. En el cuadro 4 aparecen los resultados de estimar los cinco modelos con el método que ofreció el mejor resultado (el resto de estimaciones no se reportan, pero están a disposición de lector interesado en <https://www.re-searchgate.net/profile/Isaac_Sanchez-Juarez>).9
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    Estas son las conclusiones que se obtienen:


    
      	En el primer, segundo y quinto modelo, el coeficiente asociado a las aportaciones sociales fue estadísticamente significativo y con signo negativo. En los modelos tres y cuatro se descompuso a las aportaciones en tres ramos relacionados con el ICS, el resultado se mantuvo, con lo que se concluye que los aumentos en el gasto público se corresponden con reducciones en el ICS. Esto indica la posibilidad de fallas en la política social. No basta con incrementar el gasto público social para que existan mejoras en el ICS (véase cuadro 4).


      	En los modelos uno, dos y cinco, la variable ficticia para considerar el efecto de la crisis resultó estadísticamente significativa y con el signo esperado. Este resultado sirve para dar cuenta de la importancia que tiene la estabilidad económica para lograr avances sociales.


      	El coeficiente asociado a la población resultó positivo y estadísticamente significativo en los modelos tres y cuatro, esto es contrario a lo esperado. Detrás de este resultado, seguramente se encuentra la presencia de economías externas positivas, producto de la aglomeración. Los aumentos de población juegan a favor del acceso a la educación, salud e ingresos producto del trabajo. Esto se entiende al comparar los logros sociales de las ciudades versus las pequeñas comunidades rurales.


      	La economía, medida por el coeficiente obtenido por el PIB, resultó estadísticamente significativa y positiva. El crecimiento económico se traduce en competitividad social. Este resultado es sumamente valioso para el diseño de la política pública, ya que significa que no solamente se trata de dedicar recursos en transferencias condicionadas, gastar en salud, educación e infraestructura. Se debe promover el tener una economía dinámica, que cree oportunidades e ingresos. Si la política económica sigue enfocada en la estabilidad, sin crecimiento, será difícil lograr que se revierta la incompetencia social (para contrastar este resultado véase Campos y Monroy-Gómez-Franco, 2016).


      	El coeficiente asociado a la inversión pública, en los modelos uno, tres y cuatro resultó positivo y estadísticamente significativo. De esta forma, puede recomendarse, fortalecer la creación de infraestructura, tal como carreteras, hospitales, centros recreativos, aeropuertos, puertos, escuelas, entre otros. El gasto en este renglón debería incrementarse constantemente.


      	Respecto a las variables de gasto público en servicios personales (GSP) e inversión privada (INVP) no puede obtenerse una conclusión, ya que dependiendo del modelo estimado, presentan un signo negativo o positivo en la relación. Algo similar ocurre con las participaciones, en tres casos presenta signo positivo y fue estadísticamente significativo, pero en uno no, el signo de la relación es negativo, aunque no estadísticamente válido.


      	Los gastos en salud, educación e infraestructura social reflejan lo mismo que la variable agregada APOR33, que sus incrementos –que los ha habido, como se expone en la segunda sección–, se corresponden con reducciones en el ICS. Más que mayores incrementos del gasto en estos rubros, lo que se ocupa es hacer un buen uso de los recursos disponibles. Es común en la sociedad mexicana observar que los servicios educativos y de salud públicos no son adecuados, no por la falta de presupuesto, sino por su desvío o bien por una falta de compromiso con la calidad por parte de los empleados, administrativos y responsables de éstas importantes tareas.

    


    ¿Debe aumentarse más el gasto público para mejorar la educación, salud e ingreso del trabajo en México? La respuesta sobre los resultados, es que sí (por la relación que se encontró entre el ICS y la inversión pública), pero también no necesariamente (por la relación revelada entre el ICS y las aportaciones sociales), sería mejor concentrarse en hacer un uso adecuado de los recursos y en mejorar la calidad de los servicios públicos sociales, así como el compromiso de los agentes involucrados en las instituciones que se encargan de dichas problemáticas. La incompetencia social, no solamente es un problema de recursos, se requiere de focalización de los programas, mejora de los mismos, eficiencia y seguramente cambiar el enfoque asistencialista que actualmente se tiene. La política social no puede concebirse únicamente como un mecanismo de contención de pobres (Gallardo y Martínez, 2012). En cuanto a los salarios y las condiciones del trabajo, la ruta de acción implica basarse en el fomento al crecimiento económico que genera oportunidades y regular eficientemente el mercado laboral para favorecer a los empresarios y a los trabajadores, permitiendo crear un mercado interno sólido.


    Discusión y conclusiones


    En México y sus entidades federativas, durante el periodo de estudio se registró un importante rezago social, ya que el índice de competitividad social en 2014 fue 0.5212 de un máximo de uno; como se indicó en la sección respectiva, en la mayoría de entidades prevaleció la incompetencia social (en salud, educación e ingreso producto del trabajo). Lo anterior, a pesar de que el gasto público destinado a estos rubros de la agenda nacional creció 1.95% en promedio anual. Aún más, el gasto público en salud creció 2.88%, educación 1.47% e infraestructura social 3.97% en promedio anual.


    En el artículo se pasó de la descripción al análisis estadístico, para lo cual se plantearon cinco modelos que se estimaron mediante técnicas de panel. Esto fue de ayuda para determinar que el gasto público social (las aportaciones) registraron una correlación negativa con el ICS (-0.4830 en un primer modelo, -0.5764 en un segundo, y -0.4402 en un quinto), resultado que se mantuvo al considerar los ramos de salud, educación e infraestructura social. Por otra parte, la variable referente a la inversión pública se encontró relacionada de forma positiva con el ICS, algo que resulta de utilidad para el diseño de la política pública, ya que sugiere fortalecer la construcción y el mantenimiento de escuelas, hospitales, parques, carreteras y en general infraestructura que dinamiza el entorno tanto económico como social (más evidencias sobre la importancia de la política fiscal para el crecimiento de México en Srithongrung y Sánchez-Juárez, 2015; Sánchez-Juárez et al., 2016).


    Respecto a las demás variables, se verificó que el PIB y la población se correlacionaron positivamente con el ICS. Esto implica que debe existir vinculación y sincronización entre la política económica y social. Fomentar el crecimiento económico es una buena forma de mejorar las condiciones sociales, puesto que esto impulsa el empleo, oportunidades e ingresos (véase Torres y Rojas, 2015). El cuidado de las condiciones económicas es vital para la mejora del ICS, esto se refuerza al demostrar que la variable ficticia para capturar el efecto de la crisis de 2007 a 2009, registró un coeficiente negativo y estadísticamente significativo. Las autoridades deben trabajar para atenuar el ciclo económico y garantizar periodos largos de prosperidad, junto a la creación de condiciones para un crecimiento económico elevado y sostenido.


    Con información oficial, se ha evaluado y demostrado que existen fallas de la política social, aproximada por el gasto público (también leer Narro et al., 2013; Huesca y Calderón, 2015). En 10 años, no se han observado mejoras significativas en salud, educación y salarios (véase Castillo y Arzate, 2013; CEFP, 2015; Molina y Bracamontes, 2016). Esto se suma a una política económica fallida, que no ha logrado revertir el bajo crecimiento (un promedio de crecimiento del PIB per cápita de 1.2% entre 2005-2014). En esencia el país y sus estados distan de ser competitivos socialmente, se puede afirmar que prevalece la incompetencia, no existe entidad federativa en la que se pueda hablar de éxito en la política social.


    Tomando en cuenta lo anterior, lo que México requiere es sincronizar su política económica y social, plantear un desarrollo integral, con respeto a derechos humanos claves, donde de forma permanente se evalué su ejecución y alcance. Resulta urgente reducir la desprotección en todos los ámbitos de la vida individual y colectiva. Debe transitarse a la creación de un sistema de protección social que incluya a todos y sea universal. Ya que la tarea no implica sólo atender a los más necesitados, también debe fortalecerse la clase media para generar condiciones de equidad en cada uno de los estados del país.


    Normalmente se insiste que la política social solamente supone aumentar el gasto, particularmente al nivel de países desarrollados, pues se argumenta que dicho gasto ha caído como resultado de las reformas liberales en materia económica impulsadas desde principios de los años ochenta (Flores y Nieto, 2014). Aunque es cierto que con respecto al periodo 1940-1981 el gasto social ha caído, aquí se ha demostrado que sigue creciendo, aunque a una tasa menor y que su relación con el ICS es negativa, por lo que el gasto social (aportaciones) no necesariamente es el problema. Dautrey (2013, p. 28) encuentra que efectivamente aumentar el gasto no es suficiente, ya que de 1995 al 2000 se consiguieron mejores resultados con un gasto menor que de 2001 a 2006, esto debido a que en el primer periodo las condiciones económicas eran más favorables. También debe considerarse que los responsables de la política económica se han concentrado en la estabilidad de precios y el equilibrio fiscal dejando en segundo lugar la redistribución del ingreso y el Estado de bienestar, los ascensos y descensos del bienestar social dependen más del ciclo económico que de una estrategia social (Dautrey, 2013, p. 35).


    En materia de política macroeconómica, es necesario plantear reformas, ya que al menos la fiscal y monetaria se han centrado exclusivamente en la austeridad presupuestaria y el control de la inflación, lo que ha reducido las posibilidades de crecimiento económico y empleo en el país, obstaculizando de forma importante el desarrollo social (respecto a la política fiscal para el crecimiento véase Ros, 2013 y Moreno-Brid, 2016; para la parte monetaria véase Mántey de Anguiano, 2007 y Romero, 2014, y para una discusión sobre los cambios necesarios en materia macroeconómica véase a Ortiz, 2007 y Sánchez-Juárez y Moreno-Brid, 2016).


    Finalmente, a lo anterior, se suma la inefectividad de los diferentes gobiernos como resultado de la corrupción rampante, la incompetencia, el clientelismo y el burocratismo; sin olvidar que, en materia social, como en otros tantos renglones de la vida pública en México, se carece de una política de Estado que por definición supere los estancos sexenales.
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    NOTAS


    
      
        2 La presente investigación se realizó gracias al financiamiento otorgado por el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt) de México.


        La tesis de maestría en Ciencias Sociales “Política y competitividad subnacional en México, 2005-2014”, de la maestra Claudia Abril Ronquillo, y que el autor dirigió, es un subproducto de la investigación aquí vertida.

      


      
        3 La exposición que sigue se basa en las notas técnicas del PNUD (2012, pp. 80-84).

      


      
        4 Algunos trabajos que destacan la importancia del empleo para el bienestar humano son Doyal y Gough (1991), Narayan et al. (2000) y Nussbaum (2000) (citados por el PNUD, 2012). ILO (2016) apunta lo siguiente: “(...) el trabajo permite a los hogares de bajos recursos superar la pobreza, ya que la expansión del empleo productivo y decente es la vía hacia el crecimiento y la diversificación de las economías. Para todos los países, cualquiera que sea su nivel de desarrollo, la base para impulsar la prosperidad, la inclusión y la cohesión social de manera sostenible y creciente es contar con una oferta suficiente de empleos. Cuando la escasez de empleos o medios de vida disponibles mantienen a los hogares en la pobreza, hay menos crecimiento, menos seguridad y menos desarrollo humano y económico”.

      


      
        5 Para los fines de esta investigación se decidió que, en función de la construcción y ponderación del ICS, un valor por debajo de 0.65 es indicativo de incompetencia social. La incompetencia también se revela a nivel nacional por la tasa de decrecimiento promedio anual del indicador.

      


      
        6 Las categorías creadas obedecen a los siguientes principios: 1) decrecimiento, cuando las variaciones promedio anual del ICS son negativas; 2) crecimiento, cuando el registro es más de 2%, ya eso puede hacer que una entidad incremente en el tiempo su competitividad social; 3) estancamiento, cuando la variación se encuentra entre 0.6 y 1.11%, la última cifra fue la tasa máxima registrada por un estado; y 4) estancamiento pleno cuando las variaciones están entre 0 y 0.59%.

      


      
        7 En México, la dependencia fiscal de las entidades federativas era de 83.1% en promedio en 2014. De hecho, las aportaciones representan 78% en promedio de los presupuestos de los estados (García e Illades, 2016). De esta forma en el artículo se está considerando la mayor parte del gasto social que una entidad federativa puede realizar.

      


      
        8 Se crearon cuatro categorías, como antes: crecimiento (cuando la tasa de crecimiento del gasto social medido por APOR33 es superior a 1.06% que fue la tasa promedio de crecimiento de la población en México), decrecimiento (cuando las variaciones fueron negativas), estancamiento (cuando el crecimiento fue inferior a 1.06%, pero mayor a 0.3%) y estancamiento pleno (cuando el crecimiento estuvo entre 0 y 0.2%).

      


      
        9 Al utilizar el MGM, el signo para la relación entre las aportaciones y el índice de competitividad social era positivo. Resultado que fue descartado por no mostrar sincronía con la evidencia preliminar de carácter descriptivo. Siendo una decisión personal como investigador el optar por los resultados de las estimaciones con efectos aleatorios y fijos.
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    Resumen


    En el presente trabajo se analiza la relación entre la inestabilidad financiera que generan los flujos de capital de corto plazo en ausencia de mecanismos de control, y las restricciones que enfrenta la instrumentación de políticas fiscales contracíclicas bajo el régimen de metas de inflación, a partir de las crisis financieras internacionales ocurridas recientemente, en particular, en Brasil, Chile, Colombia, México y Perú. Mostrando que el aumento en la emisión de títulos públicos para esterilizar mediante intervenciones en el mercado cambiario los efectos que generan los flujos de capital de corto plazo sobre la base monetaria, son una fuente generadora de inestabilidad endógena, ya que este mecanismo conlleva riesgos de tipo de cambio y tasa de interés.
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    Introducción


    A raíz de la implementación del modelo de metas de inflación, en las últimas décadas las economías de América Latina han vivido una situación de estancamiento caracterizada por los bajos niveles de crecimiento, y el deterioro en las cuentas fiscales; alcanzando un déficit fiscal del 3% como porcentaje del producto interno bruto (PIB), un nivel de deuda pública del 34% del PIB, y altos niveles de volatilidad e incertidumbre externa que sobrevino con la crisis financiera de 2008. La situación en la que se ha visto envuelta América Latina en los últimos años pone de manifiesto dos cosas que caracterizan a la economía mundial: 1) la inestabilidad financiera que generan los flujos de capital de corto plazo, ante la ausencia de mecanismos de control, y 2) la imposibilidad de la política fiscal para actuar contracíclicamente, al seguir el modelo de metas de inflación que implica a su vez sujetarse a la consolidación fiscal.


    Este trabajo tiene como objetivo analizar la relación existente entre la aplicación de la política fiscal en el marco de la adopción del régimen de metas de inflación en Brasil, Chile, Colombia, México y Perú, y el vínculo entre la operación de dicho régimen y la evolución de la deuda pública interna. Asimismo, se mostrará que el incremento en la emisión de títulos públicos para esterilizar los efectos monetarios que generan los flujos de capital de corto plazo sobre la base monetaria, constituyen una fuente generadora de inestabilidad endógena debido a los riesgos de tipo de cambio y tasa de interés implícitos en la misma para el periodo 1990-2014.


    El documento consta de cinco apartados: en el primero se habla de la operación del régimen de metas de inflación en las economías en desarrollo y emergentes; en el segundo se analizan los conflictos entre los objetivos de las políticas monetaria y fiscal en el marco de la autonomía del Banco Central; en el tercero se revisan los efectos contractivos sobre el producto que generan las políticas fiscales procíclicas y la consolidación fiscal; en el cuarto apartado se examina la evolución de la deuda pública interna como resultado de la interacción de las políticas monetaria y fiscal bajo el régimen de metas de inflación. Y por último, en el quinto apartado, se hace un análisis de elasticidades de los principales componentes de la política fiscal para determinar su impacto en el crecimiento de las economías aquí analizadas.


    1. La política de metas de inflación en las economías en desarrollo. La reacción del tipo de cambio a los choques externos


    Para 1995, la mayoría de los bancos centrales de América Latina habían alcanzado su independencia administrativa: Brasil en 1988, Chile en 1989, Colombia en 1992, Perú en 1993, y México en 1994. Algunos de los bancos centrales antes mencionados trabajaban con una meta fija, como Chile (2-4%), Perú (2.5%±1) y México (3%±1), en tanto otros fijaban metas que variaron con el tiempo, como fue el caso de Brasil (Jacome, 2001). De esta forma, la efectividad y cumplimiento de los objetivos del modelo de metas de inflación dependerá de la capacidad e independencia efectiva que cada Banco Central tenga para elegir sus instrumentos y manejar la política monetaria, así como de las características técnicas del régimen de metas de inflación y de la credibilidad de los individuos sobre las medidas de política monetaria que se lleven a cabo.


    Entre los años 1999 y 2005, la mayoría de los países de América Latina transitaron de forma progresiva hacia la adopción completa del régimen de metas de inflación, lo que significó: a) Fijar la estabilidad monetaria como el objetivo prioritario de la política monetaria;2 b) Definir y fijar una meta o rango para la tasa de inflación, lo que implica adoptar una regla monetaria;3 c) Adoptar un régimen de libre flotación, para poder contener los efectos de los choques externos; y d) Operar la política monetaria a través de la tasa de interés, como único instrumento.4


    En general, la mayoría de los bancos centrales de América Latina han adoptado regímenes cambiarios de flotación controlada basados en el establecimiento previo de una franja de flotación para el tipo de cambio nominal. De esta forma se evita que los ajustes en el tipo de cambio real impacten en el nivel de precios y, por tanto, se asegura el cumplimiento de la meta de inflación (Acosta et al., 2009).


    1.1 La reacción del tipo de cambio a los choques externos en las economías en desarrollo


    Ante el contexto de inestabilidad financiera y recesión económica que generaron las crisis cambiario-financieras de la década de los noventa en las economías en desarrollo y emergentes, la política de anclaje del tipo de cambio fue muy criticada por considerarla generadora de riesgos sistémicos. Esto propició que los bancos declararan que mantenían regímenes cambiarios de libre flotación, y que la política monetaria era el ancla de la política macroeconómica y, por tanto, que la tasa de interés era el único instrumento intermedio (Eichengreen, 2006). Pero, la existencia de una elevada acumulación de reservas internacionales y la realización de intervenciones en el mercado cambiario demostraban lo contario; es decir, que el tipo de cambio seguía cumpliendo el papel de ancla de la política monetaria, a pesar de que ello generaba fuertes variaciones en el nivel del producto (Ball, 2000) y la apreciación del tipo de cambio real.


    La gráfica 1 nos muestra la inflación y el tipo de cambio real para dichas economías, podemos observar que –en Brasil desde 2002, Colombia desde 1992, y México después de la crisis de 1994-1995– el control de la inflación ha estado acompañado de la persistente apreciación de sus monedas. En el caso de Chile la inflación ha tenido un comportamiento diferente, es probable que ello se deba a que el traspaso de la inflación a través del tipo de cambio sea menos fuerte.
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    A lo largo del periodo 1990-2014, se pueden distinguir cuatro periodos en los cuales la reducción de la inflación ha estado acompañada de la apreciación de su moneda: de 1990 a 1997, de 1998 a 2003, finales de 2008 y principios de 2009 y 2012. Con respecto a Perú, se ha evitado mantener un elevado índice de apreciación de su tipo de cambio real con el propósito de reducir el riesgo de tipo de cambio, ya que por su elevada dolarización el traspaso de la inflación de la devaluación es mayor.


    A partir del año 2000, Brasil y Chile han disminuido gradualmente el margen de apreciación del tipo de cambio real; aunque Brasil dejó que este nivel se elevara desde 2005. Colombia disminuyó su margen de apreciación a partir de 2003, aunque en 2011 volvió a elevarse ante las presiones inflacionarias. Por su parte, Chile ha sido más riguroso en mantener un bajo nivel de apreciación de su moneda; no obstante, a partir de 2009 dicho margen se ha incrementado. Cabe mencionar que estos dos países han establecido impuestos a los flujos de capitales y, en el caso de Chile, además se han impuesto condiciones de permanencia en el país por un determinado tiempo. Sobre México, el Banco Central ha operado el régimen de metas de inflación de forma muy estricta para asegurar el cumplimento de la meta de inflación fijada en 3±1%. A excepción de los años 1995-1999, el tipo de cambio real se ha mantenido apreciado, y este nivel se eleva a partir de 2008 (véase gráfica 2).


    El caso de Perú es especial, ya que por ser una economía pequeña y con una alta dolarización de pasivos ha evitado la apreciación del tipo de cambio real, la excepción fueron los años de 1995-1999, 2000-2003 y 2009-2013. Debe señalarse que México y Perú no aplican controles directos (impuesto) o indirectos (plazos de permanencia) a los flujos de capital externo. Lo cierto es que, la viabilidad y “éxito” del régimen de metas de inflación en las economías en desarrollo y emergentes en general, y de las cinco economías latinoamericanas que aquí se analizan, dependerá de la estabilidad del tipo de cambio nominal, que como se ha visto, a su vez está determinada por el manejo independiente de las intervenciones esterilizadas en el mercado cambiario y el mantenimiento de altos diferenciales de tasas de interés, esto último para asegurar la sobreoferta de divisas.
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    2. La autonomía del Banco Central y los objetivos de política monetaria y fiscal


    Bajo el sistema Bretton Woods, la estabilidad de precios estaba asegurada por la vinculación automática de las monedas al dólar estadounidense, y de éste al oro. Con el colapso de este sistema en los primeros años de la década de los setenta, los bancos centrales optaron por tipos de cambio flexible o bandas cambiarias. En el transcurso de la década de los noventa, la mayoría de países tanto desarrollados como en desarrollo realizaron reformas a las leyes orgánicas y marcos institucionales que hasta entonces habían normado el funcionamiento de sus bancos centrales.


    La adopción del régimen de metas de inflación ha convertido el objetivo de estabilidad de precios y la independencia del Banco Central en un factor que debe ir de la mano, ya que bajo el argumento de que la independencia del Banco Central es un requisito necesario para estabilizar los precios, no se cuestionan las fuertes variaciones en el nivel del producto y las elevadas tasas de desempleo que genera el cumplimiento de la meta de inflación y el equilibrio fiscal. La acumulación de reservas internacionales y la reducción del crédito interno neto que el Banco Central concede al gobierno y a la banca privada se han convertido en el principal mecanismo de estabilización de la base monetaria de muchas economías desarrolladas y emergentes en general y, de las latinoamericanas en particular, a pesar de ello, esta estrategia no ha podido evitar la apreciación del tipo de cambio real.


    Como se puede observar en la gráfica 3, Brasil, Chile, México, Colombia y Perú han mantenido durante los últimos 15 años, la estrategia de acumulación de reservas internacionales que se instrumentó desde que sus bancos centrales adoptaron el régimen de metas de inflación en la década de los noventa. Así, a medida que éstas se elevan, se reduce el crédito interno neto que su banca central otorga al gobierno y a la banca privada, para mantener estable la base monetaria y con ello se asegura el cumplimiento de la meta de inflación.
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    2.1 Coordinación de políticas en el marco del modelo de metas de inflación y el carácter antidemocrático del Banco Central


    Desde 1995 se han registrado pocos cambios en el manejo autónomo de los bancos centrales de Latinoamérica respecto a su presupuesto, administración del régimen cambiario, manejo de los instrumentos de política y aplicación de controles de capital. Es de esperarse que bajo el régimen de metas de inflación, un Banco Central que disponga de un mayor margen legal y eficiente para ejercer su autonomía y, por tanto, establecer sus objetivos y determinar sus políticas e instrumentos, sea más efectivo en el control de la inflación que otros bancos que gocen de una independencia más restringida.


    A mayor autonomía legal y real de algunos bancos centrales de América Latina, el control de la inflación es más rápido, y tiende a ser menor, comparada con países cuyos bancos centrales tienen objetivos múltiples, como el crecimiento del producto y la estabilidad del sistema financiero. Debido a ello, los bancos centrales que cumplen de forma más “eficiente” la meta de inflación deben estar obligados y tienen la responsabilidad, de adoptar una política de comunicación transparente e información oportuna sobre las medidas y los mecanismos que aplican para cumplir su objetivo prioritario.


    Lo cierto es que el cumplimiento de los objetivos de la política macroeconómica se vuelve más complejo cuando el manejo de las principales variables macroeconómicas depende de más de una institución, como es el caso de las políticas monetaria y fiscal; siendo los bancos centrales los responsables de operar la primera, en tanto que la gestión de la política fiscal la llevan a cabo los ministerios o la Secretaría de Hacienda, según corresponda. El problema real surge cuando no hay coordinación entre las instituciones involucradas para alcanzar simultáneamente sus objetivos. De tal forma que, el cumplimiento del objetivo de una política queda subordinado al logro del objetivo de otra política o entidad, a pesar de que ambos objetivos estén contemplados en la política macroeconómica del gobierno, como pueden ser los objetivos de crecimiento económico y estabilidad monetaria.


    3. El impacto de la política fiscal procíclica y la consolidación fiscal en el crecimiento económico


    Tras las crisis asiática y rusa de 1997-1998, las economías latinoamericanas registraron una ligera recuperación a principios de 1999 y mediados de 2001, originada por el efecto positivo que generó la reactivación de las economías asiáticas y europeas en la economía mundial. El aumento de los flujos comerciales a nivel mundial, en particular la demanda de exportaciones latinoamericanas, generaron un incremento en los precios de los productos básicos y materias primas que se reflejó en una mejora en los términos de intercambio para la mayoría de las economías latinoamericanas.


    Hacia el segundo semestre de 2001, la economía mundial mostraba signos de desaceleración, mismos que se profundizan por la incertidumbre que generaron los sucesos de septiembre de 2001 en Estados Unidos. A la caída de los índices bursátiles, le siguió la contracción del comercio internacional y la baja de los precios de las materias primas, con el consecuente deterioro de los términos de intercambio, en particular en el caso de las economías no petroleras de América Latina. A ello se sumaron los acontecimientos que se registraron en esos años en la región, como la crisis financiera en Argentina (2001), con fuertes repercusiones para Uruguay, Brasil y Chile, y la crisis energética en Brasil (2001).


    3.1. Flujos comerciales y financieros y su impacto en el crecimiento económico


    Si bien el control de la inflación y el bajo déficit público jugaron un papel importante en el crecimiento de las economías latinoamericanas en 2003, la reactivación de la economía mundial fue determinante para que aquél se mantuviera hasta principios de 2008. Esta recuperación sucedió en un contexto macroeconómico marcado por la estabilidad monetaria y la disciplina fiscal, y por la aplicación de reformas estructurales que permitieron la participación del capital privado local y extranjero en sectores estratégicos de la economía, como el energético y de comunicación y transporte. En su conjunto, estos factores contribuyeron a la formación de expectativas positivas sobre el crecimiento de la región, lo que atrajo nuevamente flujos masivos de capital de cartera externo e inversión extranjera directa. En general, desde finales de 2002, en un contexto internacional marcado por las bajas tasas de interés y la expansión de la demanda externa de materias primas por parte de China e India, los bancos centrales de América Latina adoptaron como objetivo principal de la política monetaria el control de la inflación dejando en segundo término su compromiso de crecimiento económico. Los bancos centrales de Brasil y México han sido muy estrictos para mantener la tasa de inflación dentro del objetivo fijado, pero ello ha implicado un menor crecimiento del producto. Por su parte, Chile, Colombia y Perú han enfrentado problemas para controlar la inflación, ello se debe en parte, a que las economías chilena y colombiana han aplicado medidas fiscales contracíclicas, y sus bancos centrales han aplicado de forma más flexible el régimen de metas de inflación; en el caso de Perú, el comportamiento irregular de la inflación es resultado de su elevada dolarización de pasivos. Es importante señalar que Perú y Colombia registraron tasas de crecimiento del PIB muy por arriba de las alcanzadas por Brasil, Chile y México, en 2004-2008 y en 2010-2013 (véase gráfica 4).
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    El efecto más grave de la crisis de 2008 para las economías de Latinoamérica provino de la contracción de la demanda de importaciones de la economía mundial; aunque el impacto fue mayor para las economías cuyo comercio exterior tenía como principal destino a los países desarrollados más afectados por la crisis. Como fue el caso de México, pues el principal destino de sus exportaciones es Estados Unidos (85%); en el caso de Brasil, Chile y Perú el efecto negativo fue menor en términos relativos, debido a que su comercio exterior es más diversificado, además de que una alta proporción del mismo se dirige a otros países en desarrollo. Este es el caso de Brasil y Perú cuyas exportaciones se han dirigido también a China.


    Ante la contracción de la actividad económica en 2009-2011, la mayoría de los gobiernos de América Latina tuvieron que incrementar el gasto público con el fin de contener los efectos recesivos y evitar que la actividad económica se colapsara. La mayoría de los gobiernos incrementaron el gasto público en inversión para infraestructura, programas de apoyo al sector empresarial, en par-ticular para la pequeña y mediana empresa, y se impulsó la construcción de vivienda de interés social como una estrategia para reactivar la economía a través del sector de la construcción. Sin embargo, los efectos multiplicadores de estas medidas fiscales expansivas fueron débiles y limitados debido a que el incremento del gasto de capital en infraestructura pública fue pequeño; mientras que una alta proporción de la expansión del gasto corriente se destinó a programas sociales focalizados y a transferencias y subsidios al consumo de sectores con bajos ingresos (Valdivia y Pérez, 2013).


    Por el lado de la política tributaria, las medidas contracíclicas se concentraron en la promoción de la inversión y el consumo mediante la reducción de los impuestos sobre la renta, el patrimonio y las transacciones financieras, así como reducciones en los impuestos indirectos sobre bienes y servicios (Valdivia y Pérez, 2013).


    En la gráfica 5 se observa que, durante el periodo 1990-2014, el gasto de capital representa aproximadamente el 15%, en promedio anual, del gasto público total para las cinco economías que se analizan en este trabajo. Sin embargo, Chile, Colombia y Perú han venido incrementado su gasto de capital a partir de 2008, como parte de su política fiscal contracíclica para enfrentar los efectos recesivos de la crisis internacional de 2008, el gobierno de Perú ha tenido un manejo flexible de la política fiscal, ya que no sólo ha elevado la proporción del gasto de capital, sino también ha mantenido un crecimiento constante del gasto corriente, a excepción de los años de 2000 a 2006.
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    Cabe resaltar que Chile, y en menor medida Colombia hasta el año 2000, aplicaron medidas fiscales contracíclicas por el lado de la expansión del gasto de capital. Por el contrario, Brasil y México han adoptado medidas fiscales procíclicas, como estrategia para cumplir la meta de inflación y mantener el déficit fiscal primario bajo. Comparando las cinco economías, México sobresale por el manejo altamente restrictivo y procíclico de la política fiscal, resultado de priorizar el cumplimiento de la meta de inflación. Esta economía es el caso más extremo de la aplicación del régimen de inflación, pues la estabilidad monetaria coexiste con un bajo e irregular crecimiento del PIB, resultado de la política fiscal procíclica, y un bajo déficit primario pero un elevado déficit global.


    En las cinco economías estudiadas se observa una drástica reducción del déficit fiscal primario, incluso en algunos años se registran superávit primarios (véase gráfica 6); sin embargo, el déficit global se ha incrementado de forma acelerada. En el caso de Chile, estos déficit son más moderados comparados con los registrados por las otras cuatro economías; lo que se debe en parte, a la evolución y estructura de su deuda pública. El caso de Brasil y México destaca por el manejo procíclico de la política fiscal, como medida para asegurar el cumplimiento de la meta de inflación y un bajo déficit primario. No obstante, el déficit global se ha elevado de forma acelerada, como resultado de la emisión de títulos gubernamentales para completar las operaciones de esterilización en el mercado cambiario.


    Contrario a los efectos diferenciados que generaron las crisis cambiario-financieras de la década de los noventa, la crisis financiera internacional de 2008 afectó a todas las economías latinoamericanas; además de que sus efectos recesivos han sido más profundos y prolongados. Sin embargo, y a pesar de ello, la recuperación económica de la región se inicia hacia finales de 2010, antes que en el resto de las regiones afectadas por la recesión económica mundial. Esta recuperación se da en un contexto macroeconómico complejo y contradictorio; por un lado, la disminución de los precios internacionales de algunos productos básicos y materias primas contribuyó a mantener baja la inflación, la cual, como ya se ha explicado, se ha venido controlando mediante la intervención esterilizada en el mercado, con la consecuente apreciación del tipo de cambio real. Por el otro, dado que la disminución de los mencionados precios fue resultado de la caída de la demanda mundial de exportaciones, el ritmo de la recuperación para cada economía dependió de la estructura de sus exportaciones y de país de destino de las mismas.


    Lo cierto es que el “éxito” y la viabilidad del régimen de metas de inflación en las cinco economías vistas dependen de la política de intervención esterilizada en el mercado cambiario, lo que implica un incremento de la deuda pública interna, y de la instrumentación de políticas fiscales procíclicas. Ambas políticas constituyen una fuente endógena de inestabilidad financiera y económica, respectivamente, que deben ser consideradas (Mihaljek y Tissot, 2003; Budnevich, 2002).
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    4. La deuda pública y su relación con la política monetaria y fiscal


    La política de deuda pública debe responder simultáneamente a los objetivos del gobierno y del Banco Central; sin embargo, cuando éste es autónomo pueden generarse conflictos entre dichos objetivos. Generalmente, los gobiernos buscan reducir el costo de sus pasivos y extender los plazos de vencimiento para reducir el servicio anual de la deuda y la incertidumbre sobre la redocumentación de los préstamos. Por el contrario, los bancos centrales prefieren colocar valores gubernamentales de corto plazo para enfrentar de forma más eficiente las variaciones en la tasa de interés de mercado. En el caso de las economías en desarrollo y emergentes, sus bancos centrales se ven obligados a elevar los rendimientos para estabilizar su tipo de cambio (Mohanty, 2012).


    Los teóricos del Nuevo Consenso Monetario (NCM) sostienen que, en la medida en que el control de la inflación elimina las distorsiones en los precios contribuye a la estabilidad financiera porque disminuye la incertidumbre sobre el retorno de los flujos de ingresos futuros (McCallum, 2002; Taylor, 1993; Ball, 1999a, 2000). Aunque esto fuera así, la ejecución y los resultados de la política monetaria dependerán en gran medida del tipo y funcionamiento del canal de transmisión de dicha política. Y, esto no depende sólo del buen funcionamiento del sistema de pagos, sino también de otras condiciones, como la dolarización de pasivos, la dependencia tecnológica del aparato productivo (Meyer, 2004), los flujos de capitales externos de corto plazo (Hüfner, 2004) y de la existencia de mecanismos de supervisión y control que garanticen que la expansión de la oferta monetaria se traduzca en mayor crédito a las actividades productivas.


    4.1 El papel de la deuda interna en las economías en desarrollo


    Durante la última década del siglo XX, el crecimiento de la deuda subnacional cobró relevancia en el ámbito internacional, ya que los gobiernos de varios países en desarrollo, entre ellos los de América Latina, realizaron importantes reformas de descentralización fiscal como parte de la desregulación económica, de la cual sobresalen la desregulación y la liberalización de sistema financiero y comercial.


    Hasta la primera mitad de la década de los setenta, la principal fuente de financiamiento de los déficit fiscales de los gobiernos de América Latina fue la deuda pública interna; por lo que se convirtió en el segmento más importante de sus mercados de capital. Por otra parte, los mercados de deuda de la mayoría de estos países se caracterizó hasta finales de la década de los ochenta, por emisiones soberanas denominadas en dólares que se vendían a inversionistas no especializados en mercados emergentes.


    La crisis cambiario-financiera que se registró en México en 1994-1995, es un claro ejemplo de los efectos que generan las salidas súbitas de capitales ante la inestabilidad financiera. La aversión al riesgo de tasa de interés y tipo de cambio generó pánico en los mercados financieros internacionales, que reaccionaron casi de inmediato restringiendo el financiamiento al gobierno mexicano. Ello provocó una baja en la valuación de los bonos mexicanos, lo que a su vez duplicó las primas de riesgo en un lapso de seis meses. El efecto “contagio” regional se propagó rápidamente, incluso a economías cuyos fundamentos macroeconómicos eran estables (Calvo, 1993).


    En el año 2000, en el marco de la adopción formal del régimen de metas de inflación y la profundización de las reformas al sistema financiero, la emisión de bonos globales en moneda local por parte de las economías más grandes de América Latina, como Brasil y México, registró un incremento acelerado. A ello contribuyó la estabilidad monetaria y la consolidación fiscal que registraron la mayoría de las economías de la región; asimismo, la estabilidad de los tipos de cambio nominal y las elevadas tasas de interés, así como su menor volatilidad (Borensztein y Mauro, 2004).


    La mejora en los indicadores de sostenibilidad (baja inflación, consolidación fiscal y reducción de la deuda en moneda extranjera), así como la elevada acumulación de reservas internacionales, resultado de los elevados spread de tasas de interés que registraron las principales economías latinoamericanas a partir del año 2000, generaron confianza en los inversionistas locales y extranjeros para invertir en bonos soberanos y cuasi-soberanos, así como en títulos corporativos y de entidades financieras.


    El desarrollo de los mercados de bonos soberanos y cuasi-soberanos latinoamericanos ha sido muy heterogéneo y desigual; baste mencionar que los mercados de Brasil y México que son los más desarrollados, concentraron el 70% de las emisiones de bonos durante 2006-2011. En la misma situación se encuentran los mercados de capital de las economías más grandes de América Latina, en especial el segmento de deuda; pues a pesar del dinamismo registrado en los últimos años, siguen siendo pequeños y poco profundos comparados con los mercados de los países desarrollados de Europa y Estados Unidos de América, e incluso con los mercados de las economías emergentes de Asia. Lo cual explica que, por su alta liquidez, los mercados globales internacionales sigan siendo las principales fuentes de financiamiento de largo plazo de las economías latinoamericanas, incluso de Brasil y México.


    Se considera que las reformas que se realizaron al marco regulatorio de la deuda subnacional en varios países hacia mediados y finales de la década de los noventa, fueron una respuesta para enfrentar el deterioro de las finanzas públicas de los gobiernos centrales y subnacionales provocado por los elevados costos financieros y la recesión económica de las crisis financiero-cambiarias que se registraron en esos años. Por su parte, los efectos recesivos sistémicos de la crisis del sector hipotecario subprime de Estados Unidos, mismos que se combinaron con los efectos recesivos de la crisis de la zona euro, no sólo redujeron el ritmo del endeudamiento de los gobiernos subnacionales en el ámbito internacional debido a que han impedido la recuperación de la economía mundial, sino también y, precisamente por ello, hicieron evidentes los problemas de sostenibilidad de la deuda pública de algunos países.


    Después de la crisis cambiario-financiera de 1994-1995, y de forma más acentuada durante la última década, la deuda subnacional en América Latina ha crecido a un ritmo mayor que los ingresos estatales y el nivel de crecimiento de dichas economías. Esta tendencia en el actual contexto de bajo crecimiento de la economía mundial en general, y de la estadounidense, principal socio comercial de México, en particular, representa un alto riesgo de insolvencia de algunos gobiernos latinoamericanos.


    En la gráfica 7 se muestra la estructura y el crecimiento de la deuda pública para las cinco economías aquí analizadas, en el caso de México y Brasil se registró una reducción de la deuda externa y un incremento acelerado de la deuda interna. Colombia ha seguido una tendencia más moderada, aunque a partir de 2002 dicha deuda se ha incrementado a un ritmo mayor que en años anteriores. La evolución de esta deuda está estrechamente vinculada con la política de intervención esterilizada en el mercado cambiario, que han venido instrumentado los bancos centrales de estas economías para controlar las fluctuaciones del tipo de cambio nominal y, por ende, de la base monetaria.
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    Este dinamismo en la emisión de títulos públicos por parte de los gobiernos de Brasil y México, explica que los mercados de bonos soberanos de estos dos países concentren el 70% del total de bonos emitidos en América Latina. Una situación contraria presenta Chile y Perú, cuya deuda externa representa entre el 70 y 80%, respectivamente; aunque en los últimos años, en ambos casos, este porcentaje ha disminuido y el ritmo de crecimiento de la deuda interna se ha elevado.


    Bajo el régimen de metas de inflación, la resistencia a aplicar medidas fiscales contracíclicas para inducir la reactivación del crecimiento por la vía de la expansión de la demanda interna, se sostiene en la tesis de la Nueva Síntesis Neoclásica que afirma que un déficit fiscal genera presiones inflacionarias y efectos desplazamiento (crowding out) de la inversión privada por varias vías. Considerando este argumento, resulta contradictorio que los bancos centrales de las economías en desarrollo estén a favor de políticas fiscales procíclicas para mantener bajo déficit primario, pero toleren el incremento de la deuda pública interna para intervenir en sus mercados cambiarios, con el propósito de mantener estable el tipo de cambio nominal, con el consecuente incremento en los costos cuasi-fiscales y el financiero. En otras palabras, no se permite la emisión de deuda pública interna para financiar la expansión del gasto público como estrategia para inducir el crecimiento económico, pero sí se acepta la emisión de títulos públicos para sostener las operaciones de esterilización en el mercado cambiario, con la consiguiente pérdida de ingreso del gobierno por concepto de señoreaje y otros costos cuasi-fiscales y financieros (Mohanty y Turner, 2005; Vargas et al., 2013; Claro y Soto, 2013).


    5. Alcances de la política fiscal contracíclica en América Latina


    De acuerdo a varios autores, la política fiscal debe tener un comportamiento contracíclico; sin embargo, el comportamiento de la política fiscal en algunos casos, sobre todo en las últimas décadas en Latinoamérica, es procíclico debido a –como se ha visto en apartados anteriores– sujetarse al cumplimiento del modelo de metas de inflación.5


    Se ha argumentado a lo largo de este documento, que la política fiscal aplicada apropiadamente no tiene por qué conducir a un “efecto expulsión” y que en ese sentido, es un instrumento efectivo para estimular el crecimiento económico, a través de la demanda agregada. Movimientos en el nivel de demanda agregada pueden ser rápidamente compensados por la política fiscal. La política fiscal a su vez puede y debe ser utilizada cuando la economía necesita aumentar la demanda agregada, y cuando los recursos económicos están infrautilizados. Incluso cuando los recursos económicos están completamente utilizados, el alcance de la política fiscal puede afectar la cantidad de capital de la economía (Arestis y Sawyer, 2003; Fazzari, 2003) lo cual puede también tener efectos largos y duraderos.


    Bajo este marco teórico, el propósito de este apartado es analizar la influencia y rumbo en las diferentes etapas del ciclo de las políticas fiscales en la estabilización de la economía en América Latina; para lo cual mediante información estadística obtenida de la Cepal, el Banco de México, el Banco Central de Chile, el Banco Central de Reserva de Perú, el Banco Central de Brasil, el Banco Central de Colombia, se realizó un estudio estadístico de los principales componentes de la política fiscal para los países analizados, metodológicamente el trabajo se centra en establecer los efectos de las diferentes variables fiscales que afectan el producto para lo cual se construyeron un conjunto de elasticidades de variables como el déficit (saldo fiscal), el PIB, gasto de capital, gasto total, deuda total y la variable “impulso fiscal”, con el fin de evaluar las diferentes respuestas de los componentes fiscales y así determinar la relación que guardan entre ellos y sobre el crecimiento económico en las diferentes fases del ciclo.


    La cuantificación y el efecto de las políticas anticíclicas se fundamentan en el concepto de impulsos fiscales, y se basó en un análisis realizado por Alarco (2006) para Estados Unidos, que consiste en medir la magnitud del gasto público real que crece por encima o por debajo de la tasa de crecimiento observada del producto (PIB) real. Así, la magnitud del gasto público que supera el crecimiento del producto representa un impulso positivo real en comparación con el gasto privado y, por el contrario, cuando el gasto público crece menos que el producto real, el saldo es negativo y reflejan un impulso negativo o la ejecución de una política que no es anticíclica, esto es procíclica. De tal forma que se realizó el cálculo de la variable “impulso fiscal” para los países analizados para dar cuenta del efecto positivo o negativo que tuvo el gasto público en el crecimiento en los periodos estudiados.


    Para el conjunto de países abordados se encontró lo siguiente: la elasticidad del saldo fiscal ante variaciones del PIB fue negativa en los tres periodos, siendo mayor su impacto en el periodo 2006-2014, hubo un efecto negativo del saldo fiscal sobre el crecimiento económico, hay que considerar que esto se debe a las políticas procíclicas aplicadas en América Latina a partir de los años ochenta, las cuales han acotado el actuar de la política fiscal, impidiendo que ésta incentive al crecimiento económico, como se puede observar en el cuadro 1.
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    Por otro lado, la elasticidad PIB ante variaciones del gasto de capital, se comporta de forma similar a la elasticidad del saldo fiscal, resultando negativa para los tres periodos, aunque de mayor magnitud en el periodo completo 1998-2014, e igual en los periodos 1998-2006 y 2006-2014 (-0.08), lo que implica que el efecto del gasto de capital sobre el PIB no diferencia en qué etapa del ciclo está, debido en gran medida a las políticas procíclicas aplicadas y a que la magnitud destinada a gasto de capital es muy pequeño en estas economías.


    La elasticidad del PIB ante variaciones del gasto total, es igualmente negativa en los tres periodos, siendo mayor su impacto negativo en el periodo 2006-2014, generado por las contracciones cada vez mayores del gasto público que hacen estas economías para sujetarse a los lineamientos del modelo de metas de inflación implementado en América Latina a partir del 2000, cuyo objetivo primordial es la estabilidad de precios.


    Al analizar la elasticidad deuda total sobre PIB, encontramos también una relación negativa en los tres periodos, siendo mayor en el periodo completo 1998-2014, pero muy parecida para los periodos 1998-2006 y 2006-2014, concluyendo al igual que pasaba con el gasto de capital que, el efecto de la deuda total sobre el crecimiento económico no distingue la fase del ciclo que atraviesa la economía, debido a que la deuda pública junto con el gasto público y el déficit han perdido margen de acción, supeditándose sólo al objetivo de estabilidad y no al de crecimiento como lo hacían en años anteriores, dando como resultado el menor crecimiento económico en estas economías.


    Por último, al revisar la elasticidad de la variable construida “impulso fiscal” sobre el PIB, encontramos una relación negativa en los tres periodos, siendo mayor en el periodo 1998-2006 y 2007-2014, hecho que da cuenta que el impulso fiscal no alcanza a distinguir la fase del ciclo, ni se ha logrado en general actuar de forma contracíclica por la aplicación del modelo de metas de inflación y debido a la apertura comercial, que no ha permitido que el impulso fiscal impacte en el crecimiento, podemos concluir entonces que el hecho de establecer políticas procíclicas, que implican contraer el gasto público en épocas de recesión económica, tiene un impacto negativo en el crecimiento para los periodos analizados.6


    Los resultados anteriores permiten observar cuatro importantes conclusiones: 1) Los países aquí analizados han aplicado en la mayor parte del periodo en cuestión políticas fiscales procíclicas, las cuales han hecho que se haya logrado menor crecimiento económico en la región, debido a que han tenido que sujetarse a lograr estabilidad a toda costa como objetivo primordial, dejando de lado el crecimiento económico. 2) El gasto público, el déficit y la deuda pública han perdido margen de acción, debido a que han tenido que acotarse al objetivo de estabilidad, impidiendo que éstos actúen de forma contracíclica a partir de la implementación del modelo de metas de inflación. 3) La reestructuración económica basada en la desregulación del sector externo y financiero ha generado una fuerte inestabilidad en el crecimiento acompañada de una represión de la inflación en América Latina. Esta última ha descansado en la contracción del gasto público, que de ser una variable dinamizadora de la actividad económica, se ha convertido en un mecanismo de estabilización de la moneda y del sector financiero. 4) La política de deuda pública interna, que años atrás cumplió el objetivo de estimular el crecimiento económico, a través del gasto público deficitario, en la nueva estructura económica desregulada ha pasado a desempeñar el papel de protección de las reservas internacionales. Los altos rendimientos pagados por la acumulación de éstas, con claro objetivo anti-inflacionario, es un indicio de ello y, en consecuencia, del alto costo fiscal.


    Conclusiones


    Los efectos de la crisis financiera internacional de 2008 y la crisis de la zona euro 2010 pusieron de manifiesto dos graves problemas que caracterizan a la actual estructura económica mundial: la inestabilidad financiera que generan los flujos de capital de corto plazo en ausencia de mecanismos de control y regulación efectivos, y las fuertes restricciones que enfrenta la instrumentación de políticas fiscales contracíclica bajo el régimen de metas de inflación, como única estrategia para controlar la inflación. Ambos problemas se agudizan en el caso de las economías en desarrollo y emergente


    Bajo el régimen de metas de inflación y la autonomía del Banco Central, y dada la mayor integración de las economías latinoamericanas a los mercados financieros internacionales, la formulación y operación coordinada de las políticas monetaria y fiscal para alcanzar el objetivo del crecimiento estable y sostenido en el largo plazo resulta imposible, debido a la subordinación del objetivo del crecimiento económico al cumplimiento del objetivo de baja inflación. Por un lado, los bancos centrales en el ejercicio de su autonomía han dejado de lado el objetivo de crecimiento del producto y el empleo, para asegurar la estabilidad monetaria. Por el otro, la gestión de la política fiscal ha quedado constreñida al cumplimiento del equilibrio fiscal, porque el modelo macroeconómico de metas de inflación asume que la política fiscal activa genera inflación y provoca efectos desplazamiento (crowding out).


    La evidencia empírica demuestra que el cumplimiento de la meta de inflación por parte de los bancos centrales de Brasil, Chile, Colombia, Perú y México se sigue sosteniendo en mayor o menor medida, en el anclaje del tipo de cambio. Un indicador de ello son las intervenciones esterilizadas en el mercado cambiario, la elevada acumulación de reservas internacionales y el incremento de la deuda pública, en algunos casos, como en México.


    El “éxito” relativo y la viabilidad del régimen de metas de inflación en las cinco economías revisadas sigue dependiendo de la política de intervención esterilizada en el mercado cambiario y de la sobreacumulación de reservas internacionales. Dicha estrategia monetaria constituye una fuente potencial generadora de condiciones de inestabilidad endógena, dado los riesgos de tipo de cambio y de tasa de interés que la misma conlleva.


    El análisis de elasticidades nos llevó a concluir que en promedio para la región, las políticas fiscales aplicadas a partir de la implementación del modelo de metas de inflación, en materia de gasto público, considerando los periodos 1988-2006, 2007-2014 y 1998-2014, han tenido una orientación procíclica lo cual ha generado menor crecimiento económico en dichos países, dada la contracción recurrente del gasto público que ha originado menor crecimiento y desarrollo económico, de ello da cuenta el impacto negativo observado en la variable “impulso fiscal”.


    En el actual contexto internacional caracterizado por la inestabilidad financiera que genera la volatilidad de los tipos de cambio y las tasas de interés, así como el lento e irregular crecimiento del producto mundial, sólo una política macroeconómica que se sustente en la coordinación de medidas fiscales contracíclicas acompañadas de una política monetaria flexible podrá reactivar la actividad económica en el corto plazo en las economías en desarrollo y emergentes en general.
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    NOTAS


    
      
        2 Existen algunas excepciones: el Banco Central de Brasil también asumió como objetivo priori-tario la estabilidad del sistema financiero; el Banco Central de Chile asumió como objetivos prioritarios, además del control de la inflación, el adecuado funcionamiento del sistema de pagos internos y externos.

      


      
        3 Los bancos centrales han aplicado una variante de la Regla de Taylor, misma que establece que la tasa de interés nominal depende de: la inflación observada, la tasa de interés real, la brecha de inflación y la brecha de producto.

      


      
        4 La recomendación de adoptar regímenes cambiarios de libre flotación no ha sido seguida por todos los bancos centrales latinoamericanos; lejos de ello, se ha continuado con la política de anclaje del tipo de cambio nominal (Stone y Bhundia, 2004; Frenkel, Selody y Lema, 2009). Lo cual se debe a que las economías de América Latina presentan una alta dependencia tecnológica y una elevada dolarización de pasivos, lo que complica la operación del régimen de metas de inflación bajo un tipo de cambio de libre flotación, motivo por el cual tienen que trabajar con tipo de cambio anclado.

      


      
        5 La política fiscal procíclica se caracteriza porque en periodos de auge, el gasto va en aumento y, por lo tanto, no se genera ahorro; mientras que en las fases de crisis del ciclo el gobierno disminuye el gasto o incrementa la deuda. Por el contrario, la política fiscal anticílica es entendida como aquella donde las autoridades fiscales pueden reducir los impuestos o incrementar el gasto durante los periodos de recesión con el objeto de reducir la duración de la recesión.

      


      
        6 Según el enfoque neoclásico convencional, los impulsos fiscales generan déficit público e inflación; pero este enfoque olvida que la política fiscal anticíclica surge en circunstancias en que la actividad económica del sector privado es muy reducida y la demanda agregada tiende a ser inferior a la capacidad productiva, generando presiones deflacionarias. Solamente en el caso de que el impulso de la política fiscal sea de una magnitud importante, se daría el caso, que el incremento en la demanda agregada, podría reducir los inventarios acumulados, aumentar la producción y producir presiones sobre los precios, ello siempre y cuando no exista capacidad ociosa; por tanto, no debe confundirse una política fiscal anticíclica con una política de gasto público irresponsable en constante crecimiento, sin contrapartida en mayores ingresos públicos u otras fuentes no inflacionarias para financiarlas.
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    Resumen


    La apertura económica y la ausencia de políticas industriales sectoriales, por parte de la Federación, representaron un nuevo reto para los gobiernos subnacionales al iniciar el nuevo siglo. El presente artículo argumentará que en lugar de que se tuviera un completo abandono del Estado mexicano en cuanto a política industrial se refiere, lo que hubo fue un traslado o apropiación de funciones desarrollistas a nivel subnacional. Para ello, se examinaron dos estados de la República mexicana cuyas políticas industriales sectoriales representaron un claro contraste con el retraimiento federal. La literatura del “nuevo desarrollismo” servirá como trasfondo a dichas atribuciones subnacionales generadas en México, marcando una divergencia con el paradigma neoliberal a nivel federal.
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    Introducción


    A partir de 1982, se arraigó el “relativo abandono” de la política industrial por parte del Estado mexicano, postura que ha prevalecido eminentemente hasta la actualidad (Trejo, 2017, p. 85). Ya en el cambio de siglo, los gobernadores pronto reconocieron que el gobierno federal había abandonado el intervencionismo que había exhibido ampliamente durante el siglo XX. Y, para agravar la situación de las entidades federativas, la acelerada adopción del modelo neoliberal durante los años ochenta y noventa planteó mayores desafíos a la industria doméstica.


    Estos nuevos desafíos surgieron en la nueva internacionalización de la industria, en la que los mercados abiertos daban pie a que las grandes multinacionales desplazaran a industrias domésticas (Carrillo y Salinas, 2010). Por ello, el modelo de industrias maquiladoras se posicionó como la principal herramienta de la industrialización en México, más aún tras la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN). Con el arraigo de este modelo, se ocasionó eventualmente el desplazamiento de la industria doméstica, la precarización de los salarios y una creciente desvinculación entre industria exportadora, predominantemente extranjera, e industria doméstica (Peters, 2000).


    Como consecuencia, el abandono del Estado mexicano en su papel de formulador de políticas industriales y de inversionista del desarrollo exacerbó los desafíos que enfrentaban las industrias nacionales. Este nuevo contexto acentuó la importancia de los gobiernos subnacionales en la consecución de progresos y transformaciones industriales. De tal forma, como se argumentará en el presente trabajo, en lugar de ver un completo retraimiento estatal en temas industriales, los roles de desarrollo comenzaron a trasladarse hacia plataformas subnacionales, cuyo poder iba en aumento a raíz de la creciente democratización y descentralización del país.


    Es precisamente este traslado de funciones o roles lo que el presente texto tratará de explorar, a través de los casos de estudio de los estados de Nuevo León y Querétaro. Como se verá en el curso de las siguientes secciones, las prácticas industriales perseguidas a nivel federal y subnacional experimentaron una divergencia creciente: el nivel federal, cada vez más neoliberal, mientras que el nivel subnacional desempeñó un papel más proactivo o intervencionista.


    Con las anteriores directrices es que se procede a resumir las secciones del presente artículo. El objetivo de la siguiente sección es proveer un panorama sobre la política industrial nacional de los últimos 30 años y por qué es que la literatura académica suele definir tal política como meras “retóricas” (Moreno-Brid, 2013) o como fruto de un abandono estatal (Trejo, 2017). Asimismo, se brinda uno de los argumentos centrales a desarrollar que es el siguiente: el abandono a nivel nacional de las políticas industriales llevó tanto a un protagonismo de los gobiernos estatales de México, como a una competencia agresiva entre los mismos –lo que se definió como race to the bottom o carrera hacia el fondo (OCDE, 2009). Posteriormente, se presenta el método sobre la selección de los casos de estudio (Nuevo León y Querétaro), para después proceder a examinar, primero, las políticas industriales de Nuevo León en el presente siglo y, en seguida, las políticas industriales aplicadas en Querétaro durante el mismo periodo –políticas que tienen resonancia con el llamado “nuevo desarrollismo” (Trubek, 2013). Por último, y a manera de conclusión, se abordarán las principales similitudes que estos dos casos de estudio han compartido como parte de sus esfuerzos de transformación industrial y los retos pendientes que se tienen para lograr un desarrollo más sólido tanto a nivel subnacional como nacional.


    La ausencia de políticas industriales: el paradigma de México a partir de 1982


    Cuando en el año de 1994 empresarios mexicanos escépticos de los beneficios del TLCAN le preguntaron a Jaime Serra Puche, entonces secretario mexicano de Comercio y Fomento Industrial, sobre la política industrial a esperar del gobierno federal, éste respondió: “el TLC es nuestra política industrial”; y ante mayores cuestionamientos, el mismo funcionario terminó declarando que una política industrial, particularmente una vertical, no era viable dentro del nuevo modelo económico neoliberal (Johnson, 1998, p. 137). Una década después, el paradigma de la política industrial en México se había arraigado en su ausencia. Ya para el siglo XXI, la frase más repetida en temas de política industrial era que “la mejor política industrial era no tener ninguna” (Moreno-Brid, 2013). ¿Cómo fue que la política industrial desapareció prácticamente tras ser eje rector del gobierno federal? ¿Y qué fue lo que tomó el lugar de la desaparecida política industrial?


    A nivel nacional, el entonces presidente Miguel de la Madrid recurrió a la privatización de empresas estatales por precios substancialmente por debajo del valor de mercado, favoreciendo finalmente a las élites económicas afectadas recientemente por la estatización de la banca (Johnson, 1998). Por otro lado, en el ámbito internacional, De la Madrid buscó el apoyo de organismos internacionales a fin de solventar la deuda pública del país. La coyuntura a nivel internacional, sin embargo, era la del meteórico ascenso del neoliberalismo, de la mano de Ronald Reagan, Margaret Thatcher y organismos financieros como el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial (BM).


    Lo anterior llevaría a México a ser el primer laboratorio del FMI respecto a sus ajustes estructurales (Structural Adjustment Policies, SAPs, por sus siglas en inglés): con México como caso práctico, el FMI inauguró sus prácticas de otorgar préstamos monetarios bajo la condición de que el país receptor adoptara sus reformas o medidas neoliberales (Panizza, 2009). Dichas reformas pronto fueron conceptualizadas como el Washington Consensus –un decálogo de ajustes económicos conformado por privatizaciones, reducción del gasto público, liberalización de las finanzas y el comercio, disciplina fiscal, promoción de inversiones extranjeras, entre otras.


    De manera paralela, todavía en la administración De la Madrid, México se unió al Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio (GATT, por sus siglas en inglés) que luego se transformaría en la Organización Mundial del Comercio (OMC). La premisa del GATT era el libre comercio y la consecuente erradicación de las barreras comerciales, tanto arancelarias como no arancelarias. Por tanto, la adhesión de México al GATT pareció cerrar la puerta a cualquier resucitación del modelo de ISI (Industrialización mediante Sustitución de Importaciones) o de proteccionismos industriales.


    Esta nueva realidad económica de México se reforzaría durante la administración de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) mediante la firma del TLCAN. Asimismo, a raíz de las medidas estructurales del FMI, se hicieron recortes considerables a la inversión pública: de 1935 a 1982, la inversión pública creció a una tasa anual superior al 8%; de 1983 al nuevo siglo, ésta se redujo a un 2% (Calva, 2010). Esto llevó a una mayor dependencia en la inversión privada y el capital extranjero, elementos que parecían cada vez más renuentes a apostar por la industrialización de México tras tomar en cuenta el deficiente desempeño económico del país desde inicios de los años ochenta.


    Ya en 1994, las principales asociaciones empresariales como el Consejo Coordinador Empresarial (Coparmex) y la Cámara Nacional de la Industria de Transformación (Canacintra) se habían unido para denunciar las negociaciones del entonces mandatario mexicano dentro del TLCAN, junto con su incondicional favoritismo a grandes grupos bancarios y su falta de política industrial para acompañar el proceso (Johnson, 1998). Fue entonces cuando los industriales exigieron una resucitación de política industrial, tanto vertical como horizontal, con la finalidad de fomentar la competitividad de la industria nacional. Pero a estas exigencias el secretario de Comercio y Fomento Industrial simplemente respondió: “El TLCAN es nuestra política industrial (…) Nosotros como gobierno ya hicimos nuestro trabajo, ahora ustedes hagan el suyo” (Johnson, 1998, p. 137). Debido a esta nula conducción o formulación de políticas industriales ante una apertura económica al exterior en su inicio, las industrias domésticas comenzaron a ser desplazadas por las grandes multinacionales (Fouquet, 2007; Carrillo y Salinas, 2010).


    Tras la sucesión presidencial de 1994 y la crisis económica desatada en ese mismo año, las disparidades regionales dentro de México se profundizaron. Como lo relató Hiskey (2005), los primeros años tras la crisis de 1994 demostraron cuán dispares eran las capacidades subnacionales para responder al abandono del gobierno federal en temas de desarrollo económico. Los estados más desarrollados del centro y norte del país tenían capacidades e infraestructuras considerablemente superiores a los estados del sur. Y la importancia de esto se acentuó aún más al considerar que una sólida infraestructura industrial era clave para aterrizar lo que parecía ser, en ese nuevo modelo económico, la única fuente de inversión: el capital foráneo.


    A pesar de que la mayoría del sector industrial privado solicitó una revigorización de políticas industriales (Johnson, 1998), las iniciativas del presidente Ernesto Zedillo Ponce de León en estos temas no tuvieron mayor impacto puesto que se enfocaron mayormente en temas de mejoras regulatorias y políticas horizontales de competitividad (López, 2007). La liberalización del comercio implementada durante las dos décadas previas, como lo reconoció el propio gobierno federal, generó una desvinculación excesiva de las proveedurías industriales domésticas; no obstante, el gobierno federal excluyó cualquier posibilidad de subsidios industriales o políticas sectoriales (Moreno-Brid, 2013). La adopción del modelo maquilador en México, basado en una mano de obra barata y en poco o nulo valor agregado de industrias domésticas, siguió arraigándose en el país con efectos adversos.


    En la administración de Vicente Fox Quesada (2000-2006), el compromiso inicial de impulsar el desarrollo de sectores estratégicos perdió impulso a la mitad del sexenio. Las “oportunidades perdidas” durante el gobierno de Fox y las reformas económicas que no llevó a cabo, fueron consideradas como un factor contribuyente a la pérdida de ventajas competitivas de México en comparación con economías asiáticas (Whitehead, 2006, p. 152).


    Durante las dos administraciones del Partido de Acción Nacional (PAN) de 2000 a 2012, el lema dominante era “la mejor política industrial era (tener) ninguna” (Guajardo, 2014). Ambas administraciones del PAN hicieron hincapié, en cambio, en la captación de inversión extranjera directa como motor principal del desarrollo económico. Esta era otra tendencia que, según López (2007), se consolidó gradualmente desde 1982, y su premisa básica consistía en sustituir las demandas y necesidades del sector doméstico por las del sector foráneo. En general, a partir de 1982, esta ausencia de políticas industriales focalizadas era considerada como una de las principales diferenciaciones entre los Tigres Asiáticos, actualmente con industrias nacionales competitivas a nivel internacionales, y México, con una industria exportadora mayormente foránea y desvinculada de la industria doméstica (Palma, 2009).


    En paralelo, el abandono del gobierno federal de las áreas de desarrollo económico (Trejo, 2017) generaría una “carrera hacia el fondo” (OCDE, 2009). En palabras de un exdelegado de la Secretaría de Economía esa falta de conducción y coordinación de una política industrial holística para el país y sus entidades federativas generó un “canibalismo” de inversiones que aún prevalece en México. En consecuencia, las desigualdades regionales se agravarían y las industrias domésticas quedarían cada vez más excluidas de las cadenas globales de valor (véase Peters, 2000; Hiskey, 2005).


    En el nuevo siglo, como se verá en las siguientes secciones, algunas entidades federativas reconocieron los efectos negativos del modelo maquilador que se había expandido tras el TLCAN y comenzaron a formular las primeras conducciones o aproximaciones hacia políticas industriales sectoriales con énfasis en el valor agregado, la vinculación de industrias domésticas y la generación de empleos mejor calificados.


    Por qué comparar a Nuevo León y Querétaro


    La presente investigación buscó a través de la selección de casos de estudio, plantear la comparación entre dos estados mexicanos usando el “Sistema de Diseño más Diferente” (Most Different Design System, MDDS, por sus siglas en inglés) (véase Landman, 2000). Es decir, son dos casos sustancialmente diferentes, Nuevo León y Querétaro, que lograron un fin similar, en este caso, la adopción de políticas industriales sectoriales que contribuyeron a los índices de desarrollo por encima del promedio nacional.


    [image: Tijerina C1]



    Dichas políticas industriales, como se verá a continuación, están apegadas a lo que algunos autores han tildado como “nuevo desarrollismo” (Trubek, 2013; Schneider, 2015). Este nuevo desarrollismo se respalda principalmente en las siguientes estrategias: aceptación de un mayor rol del Estado en direccionar inversiones, colaboración público-privada, promoción de exportaciones y de vinculación de industrias locales, apoyo a empresas privadas en lugar de empresas estatales y un énfasis en IED productiva (Trubek, 2013). Nuevo León es el octavo estado mexicano en términos de población y el decimotercero en términos de territorio. Fue el estado industrial pionero en México, y desde principios del siglo XX fue considerado la “corona industrial” del país. A finales del siglo XIX y las primeras décadas del XX, Nuevo León experimentó su primera transformación industrial liderada por las élites políticas y económicas locales.


    En claro contraste, Querétaro es uno de los estados mexicanos más pequeños. Ubicado en la zona del Bajío, es el vigésimo primero en cuanto a población y el vigésimo séptimo estado en términos de territorio. Durante la década de los cincuenta cuando Nuevo León ya era el líder industrial en México, Querétaro seguía siendo uno de los estados más pobres y marginados del país, con una perspectiva predominantemente rural. Sin embargo, Querétaro aparece en la actualidad, por lo general, entre los cinco primeros líderes respecto a la actividad industrial en México (INEGI, 2016; Márquez, 2015). Además, su primera transformación industrial se produjo durante el periodo conocido como el “milagro mexicano” (1940-1980), en un tiempo y contexto sustancialmente diferente al de la primera transformación industrial de Nuevo León.


    ¿Cómo fue entonces que estos dos estados, sustancialmente diferentes, se involucraron en un proyecto de transformación industrial con directrices similares y mayores tasas de crecimiento? En cuanto al marco comparativo, ésta fue una de las preguntas guía que este artículo pretende desentrañar. Aunque el proceso de industrialización abarca un gran número de variables, esta comparación subnacional examinará los patrones y las variables comunes que respaldaron el mejor desempeño de ambos estados. El cuadro 2 es un esfuerzo por incluir las variables que usualmente se consideran en los estudios de industrialización. Gerschenkron, por ejemplo, subraya la importancia de la “considerable acumulación” de recursos eco-nómicos (1962, p. 35), mientras que Hirschman (1958, p. 53) también destaca la escasez del capital industrial o presupuesto estatal como un obstáculo tradicional para procesos de transformación industrial. Por el contrario, Gallup, Sachs y Mellinger (1999) señalan con más énfasis la relevancia de la geografía en el desarrollo, mientras que autores como Brian (1994) enfatizan la importancia de la cronología en procesos industrializadores.



    El objetivo de la aplicación del método MDDS para estas unidades subnacionales, por lo tanto, es el de resaltar los que se consideran como los principales factores o “variables independientes”: la presencia de “agentes vinculantes” (Hirschman, 1958) y la continuidad política. Fue esta coyuntura de agentes vinculantes (en este caso, gobernadores estatales como agentes promotores del desarrollo) y continuidad política lo que logró poner en marcha instituciones transformadoras y sostenibles para la industrialización en estos dos estados subnacionales, enfatizando la importancia de las instituciones con respecto al desarrollo económico (véase Hausman et al., 2008).
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    Sin embargo, no con ello se pretende afirmar que los agentes vinculantes y la continuidad son suficientes para proyectos de transformación industrial, porque otras variables también son importantes. Por ejemplo, en el caso de México, parece inverosímil pensar en una transformación industrial substancial en estados sureños como Chiapas o Guerrero teniendo en cuenta las disparidades regionales de México o lo que Dávila, Kessel y Levy (2002) llaman una “distorsión de las ventajas comparativas” regionales del país.


    Más bien, lo que este trabajo reconoce desde el principio es que, en palabras de De Schweinitz (1964, p. 7), estas variables independientes fueron “condiciones necesarias mas no suficientes”. La variable dependiente los estudios de caso aquí abordados fue la implementación de políticas industriales focalizadas en sectores estratégicos. Por tanto, uno de los argumentos centra-les del presente artículo es que los agentes vinculantes respaldados por continuidad política tuvieron la oportunidad de aprovechar una constelación favorable de factores –ya fuera la geografía, el tiempo, las sinergias entre el Estado y la sociedad, las inversiones, las alianzas con otros niveles de gobierno, por nombrar algunos.


    Para profundizar en las políticas industriales de México y sus estados en el siglo presente, el artículo se apoyó en cuestionarios semiestructurados realizados y aplicados tanto a funcionarios estatales como federales que laboran en las secretarías o subsecretarías estatales de desarrollo económico (en Nuevo León y Querétaro), así como en las delegaciones federales de la Secretaría de Economía, respectivamente.


    El caso de Nuevo León


    Al comenzar la administración del gobernador José Natividad González Parás (2003-2009), ni el gobierno estatal entrante, ni los empresarios locales estaban convencidos de la respuesta del gobierno federal al nuevo contexto global de la economía mexicana. La expansión de industrias maquiladoras tras la firma del TLCAN había causado, ya para entonces, la quiebra de un número considerable de empresas neoleonesas (Fouquet, 2007). Además, Nuevo León había comenzado a perder su ventaja comparativa en relación con otras entidades del norte del país que ofrecían mano de obra más barata a empresas maquiladoras extranjeras (Ibid.). La creciente apertura del país, consideró entonces el gobernador González (2004), exigía en consecuencia la transformación de la industria neoleonesa. En su Plan Estatal de Desarrollo, el mandatario estatal declaró que uno de sus principales objetivos era el reposicionamiento de Nuevo León como un estado mexicano moderno con ventajas industriales y educativas dentro de la nueva agenda internacional.


    Este proceso, desde su inicio, se concibió a través de un modelo de “triple hélice” (entrevistas, 2015), que incluía a los sectores estatales, académicos y empresariales. En segundo lugar, se implementó un ambicioso conjunto de incentivos fiscales y empresariales para el sector privado –exenciones fiscales, donaciones de bienes raíces, asesoría empresarial y jurídica, mejoras infraestructurales, entre otras. A través de estos mecanismos, González desplegó una amplia gama de incentivos con el objetivo de “maximizar la toma de decisiones inducida”, en palabras de Hirschman (1958, p. 10), para inversionistas locales y extranjeros.


    Por lo tanto, el gobierno estatal comenzó a promover la asociación con las universidades del estado y con el sector empresarial, utilizando un enfoque más inclusivo. El principal proyecto para consolidar este modelo de “triple hélice”, también decretado en el Plan Estatal, fue entonces el de Monterrey, Ciudad Internacional del Conocimiento. mtycic, como se le conoció después, se inició como un proyecto con cuatro objetivos principales: 1) promover el desarrollo tecnológico y el establecimiento de empresas de conocimiento; 2) proyectar la educación de alta calidad de Nuevo León a nivel internacional; 3) desarrollar la infraestructura urbana necesaria como eje de desarrollo económico del Estado; 4) asegurar la alta competitividad del sector público y privado (González, 2004). MTYCIC fue respaldado a su vez por la Ley para el Fomento del Desarrollo Basado en el Conocimiento en Nuevo León publicada en marzo de 2004. Además de su objetivo de generar desarrollo basado en el conocimiento, su artículo 1 destacó la coordinación entre los sectores público, privado y académico como el eje central en la generación de desarrollo tecnológico y científico.


    Por medio de esta ley se creó el Consejo de Ciencia y Tecnología del Estado de Nuevo León, con un Consejo de Participación Ciudadana como órgano promotor y asesor. Este segundo Consejo fue constituido por la participación de 14 miembros, entre ellos el secretario de Desarrollo Económico de Nuevo León, el secretario de Educación y 11 representantes de los sectores académicos, científicos, sociales, culturales y empresariales. Este marco institucionalizado de relaciones entre el estado y la sociedad superó rápidamente las expectativas iniciales. Con un apoyo adicional del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt), la ley citada y sus mecanismos sinérgicos permitieron la constitución de un fondo de 70 millones de pesos destinado a inversiones productivas e infraestructurales dentro del proyecto MTYCIC (Armendáriz, 2004).


    Poco después, el gobierno estatal se dio la tarea de definir: “las áreas estratégicas de conocimiento susceptibles de lograr un mayor crecimiento en la región”, según el Plan de Desarrollo del Estado (González, 2004, p. 158). Por tanto, los sectores estratégicos a ser promovidos dentro de este proyecto fueron definidos por el gobierno de Nuevo León en coordinación con las tres universidades más importantes de la región –Tecnológico de Mon-terrey, Universidad Autónoma de Nuevo León (UANL) y Universidad de Monterrey (UdeM).


    Las áreas estratégicas fueron las siguientes: biotecnología, salud, tecnologías de la información y telecomunicaciones, materiales avanzados y mecatrónica. Sin embargo, esta primera tarea estaba lejos de cumplir con el papel requerido por el gobierno subnacional y los sectores académico y empresarial. Los 70 millones de pesos recolectados parecían ser entonces simplemente un pago inicial para el proyecto integral de restaurar la competitividad de Nuevo León y asegurar, en el trayecto, una ventaja competitiva en la economía del conocimiento. El gobernador estableció consecuentemente el objetivo de alcanzar una inversión en investigación y desarrollo de al menos el 1% del producto interno bruto (PIB) de Nuevo León antes del final de su administración (González, 2007). Además, tanto el estado como la sociedad formularon el plan de hacer de la Ciudad del Conocimiento un lugar real y tangible en la región, específicamente orientado a la innovación industrial y tecnológica.


    De esta forma nació el Parque de Innovación Industrial y Tecnológica (PIIT), concebido por el Consejo de Ciencia y Tecnología de Nuevo León, que constaba de 70 hectáreas y se ubicaría cerca del Aeropuerto Internacional de Monterrey. Los primeros inversionistas del parque industrial fueron centros de investigación de la UANL y del Conacyt, los cuales prospectaron su inauguración para el primer trimestre de 2007 (Milenio, 2006). Asimismo, centros de investigación del Tecnológico de Monterrey, UdeM y la Asociación Estatal de Empresas de Tecnología de la Información (conformada por 42 empresas del ramo) pronto comprometieron importantes inversiones al PIIT. Estas empresas de Tecnología de la Información (TI), por ejemplo, invirtieron 100 millones de pesos en el PIIT a cambio de 15 mil metros cuadrados que el gobierno estatal les donó (Milenio, 2006).


    El gobernador González, tras ver la respuesta positiva del sector privado y académico, se convenció de que el compromiso del gobierno estatal tenía que ser intensificado. Por tanto, decretó otra ley como marco jurídico para esta transformación industrial: la Ley para Fomentar la Industria y el Empleo. Su principal objetivo era incentivar la inversión nacional y extranjera en sectores con mayor productividad, el empleo de alto valor agregado y consolidar la competitividad del estado de la mano del bienestar social.


    Asimismo, la citada ley, enfatizó la promoción de la colaboración de empresas y centros de investigación en los sectores definidos como estratégicos por dicha ley, tendientes a consolidar la “economía del conocimiento”. Los sectores contemplados en ella fueron los mismos que recientemente habían sido definidos por los esfuerzos conjuntos del gobierno de Nuevo León y su sector académico, junto con otros sectores de prioridad tanto nacional como subnacional. Además, para decidir sobre la promoción y aprobación de los incentivos, se estableció un Consejo Estatal de Promoción de Inversiones, presidido por el gobernador y dirigido por el secretario de Desarrollo Económico, a los que se unieron otros seis consejeros (de secretarías o entidades públicas vinculadas), junto con dos representantes de los sectores privado, civil, laboral y académico.


    De igual relevancia fueron los incentivos de dicha ley: descuentos de hasta el 95% en los impuestos estatales; becas para la formación de trabajadores; construcción de hasta el 100% de las obras de infraestructura que promuevan las inversiones productivas dentro del PIIT; donación, venta, arrendamiento o fideicomiso de bienes inmuebles para proyectos industriales; asesoría para establecer vínculos con proveedores locales y, finalmente, asesoría en los trámites relacionado frente a autoridades municipales, estatales y federales.


    A través de este marco de incentivos, la inversión de agentes económicos locales, nacionales e internacionales aumentó exponencialmente, y muchas de esas inversiones se establecieron en consecuencia en el PIIT. Las principales empresas locales y nacionales, como Cemex, Alfa, Cydsa y Gamesa, entraron en negociaciones con las autoridades de SEDEC, PIIT y MTYCIC a medida que buscaban definir incentivos para ellos mismos y establecerse dentro del PIIT. Las multinacionales también entraron en negociaciones con las autoridades referidas, por ejemplo, Pepsi, Motorola, Schneider y AMD Technologies.


    Para respaldar las inversiones, el Grupo de los Diez (un grupo de las 10 empresas más grandes de Nuevo León), lanzó un fondo de capital privado para promover y apoyar proyectos de innovación dentro de las industrias productivas. Al principio, el grupo contribuyó con 15 millones de dólares, mientras que el gobierno de Nuevo León contribuyó con 2 millones de dólares (Ramírez, 2007).


    Los resultados del proyecto se reflejaron durante la segunda mitad del gobierno de González Parás. En ese año (2007), el estado de Nuevo León fue la entidad con mayor porcentaje de inversión productiva dentro de su presupuesto programable; las exportaciones de dos de los sectores estratégicos del estado, automotriz y electrodomésticos, aumentaron en un 24 y 11.45%, respectivamente; las exportaciones en general se incrementaron en 8 mil millones de dólares, un 6.5% más que en el mismo periodo del año pasado (González, 2007; INEGI, 2016). Para 2008, asimismo, el gobernador reforzó el compromiso a su política industrial al destinar 350 millones de pesos del presupuesto público hacia la segunda fase del PIIT (Vélez, 2008). El hecho de que el sucesor del gobernador González fuese del mismo partido, daría continuidad a su política industrial. Cuando el gobernador del Partido Revolucionario Institucional (PRI), Rodrigo Medina (2009-2015) tomó la administración, Nuevo León ocupaba de nueva cuenta un lugar destacado en el desarrollo industrial nacional. Los resultados positivos del estado marcaron una vez más a Nuevo León como un líder industrial y tecnológico. De igual forma, la Secretaría de Desarrollo Económico del Estado (SEDEC) asumió un papel más proactivo en las políticas públicas de desarrollo económico.


    Dentro de este papel proactivo, la piedra angular del desarrollo económico del estado siguió siendo la misma Ley para Fomentar la Inversión y el Empleo (entrevistas, 2015) y el modelo de asociación tripartita entre sectores público, privado y académico cristalizado en los clústeres estratégicos del estado. Ahora, sin embargo, el principal énfasis estaba en remediar la deficiencia tradicional de las industrias mexicanas: el “contenido nacional” (Peters, 2000; Gereffi, 2015) o los llamados “encadenamientos hacia atrás” y “hacia adelante” (Hirschman, 1958) dentro de cadenas globales de valor. Para ello, se siguió fortaleciendo la estrategia de los “clústeres industriales” con el objetivo de vincular a industrias locales a las cadenas productivas exportadoras.


    Según un exsecretario de Desarrollo Económico del estado (entrevistas, 2014), Nuevo León se convirtió en el gran pionero en México en términos de la “clusterización” de la economía: un marco de cooperación industrial y económica construida mediante la “asociación virtuosa de producción co-laborativa” entre agentes económicos del mismo sector. En el caso del clús-ter automotriz de Nuevo León, por ejemplo, el gobierno otorgaba un apoyo económico anual de 3 millones de pesos y se hacía cargo del arrendamiento de las oficinas del clúster a cambio de reportes de actividades y seguimiento de metas (entrevistas, 2014).


    Las estrategias de clúster de Nuevo León durante la administración del gobernador Medina (2009-2015) mostraron señales de éxito al lanzar proyectos de alta tecnología de empresas locales en varios campos. Creación de un software para monitorear la actividad mental de un piloto aeronáutico (Investigación y Desarrollo, 2014a); nanocomponentes para procesos de fabricación de sectores automotrices y aeronáuticos (Investigación y Desarrollo, 2014b). La incubadora de empresas de nanotecnología de Nuevo León se clasificó entre las 10 mejores del mundo (Buendía, 2014). Además, se diseñó y construyó el primer avión no tripulado mexicano (Sánchez, 2014) y se comenzaron a imprimir prototipos industriales en 3D (Agencia ID, 2015), entre otros proyectos del PIIT.


    Durante los primeros cinco años de la administración de Medina, la economía de Nuevo León creció 27.3%, superando el crecimiento del país de 17.9% en casi 10 puntos porcentuales, mientras que el crecimiento de las exportaciones manufactureras alcanzó el 11% del monto total del país en 2014 (Medina, 2014; INEGI, 2016). La continuidad de políticas sectoriales de los clústeres, a su vez, generó cadenas productivas sólidas y altos grados de vinculación hacia atrás y hacia delante de proveedores locales dentro de las industrias exportadoras de alta tecnología, basado en índices de insumo-producto (Martínez y Corrales, 2017). Asimismo, el programa Hecho en Nuevo León apoyó a más de 500 empresas locales en el registro de marcas, en la asistencia a ferias internacionales y en la capacitación sobre medidas de exportación.


    El caso de Querétaro


    Desde la transformación industrial de Querétaro a mediados del siglo XX, el sector automotriz fungió para el estado como ancla para su industrialización. Este sector es, por tanto, ejemplo de cómo el escalamiento industrial puede conducir a un desarrollo económico de impactos más positivos para la industria local. Sin embargo, tras perder su ventaja comparativa frente a otros estados del norte después de la firma del TLC, el gobierno estatal apoyó a que los proveedores locales fortalecieran una vez más sus capacidades industriales. Los funcionarios estatales (entrevistas, 2015) narraron cómo este fortalecimiento de la industria estatal se llevó a cabo mediante su programa de Desarrollo de Proveedores Locales: estimulando la migración de procesos metalmecánicos intensivos en mano de obra a procesos más exigentes desde el punto de vista tecnológico, tales como inyecciones de plástico y, recientemente, al desarrollo los equipos electrónicos requeridos por los automóviles.


    El creciente interés por las capacidades tecnológicas y de capital humano de la entidad en el sector automotriz, junto con su localización estratégica atrajeron finalmente lo que parecía ser un reto aún mayor para su industria: el sector aeronáutico. Como se relatará en la presente sección, la continuidad de las iniciativas subnacionales se convirtió en una de las piedras angulares del reto que enfrentó el estado de Querétaro para restablecer una ventaja competitiva para su industria.


    Como en el caso de Nuevo León, dentro del nuevo contexto internacional, Querétaro hizo una considerable desviación de las prácticas neoliberales del gobierno federal. Esto debido a que la adopción inicial de modelos meramente maquiladores tras la firma del TLCAN ocasionó el desplazamiento substancial de proveedores locales y la precarización de los salarios industriales (Carrillo y Salinas, 2010). En consecuencia, Querétaro formuló una agenda de política industrial basada en la colaboración público-privada, el impulso al capital humano mejor capacitado, la modernización industrial y la construcción de ventajas comparativas en los sectores estratégicos previamente definidos por el gobierno estatal. Un conjunto de políticas que hacen eco con lo que definen, en la literatura más amplia, como “nuevo activismo estatal” o “nuevo desarrollismo” (véase Trubek, 2013). Dada la alternancia en la presidencia de México y la llegada del PAN al gobierno federal, el país parecía cada vez más dividido en sus esfuerzos por el desarrollo económico. Sin embargo, uno de los conflictos mediáticos más importante del presidente Fox resultó ser la oportunidad decisiva para el relanzamiento industrial de Querétaro: el intento de construir el nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México.


    El 22 de octubre de 2001, Fox decretó la expropiación de 5 391 hectáreas cerca de la Ciudad de México para resolver la creciente saturación del Aeropuerto Internacional Benito Juárez de la capital (Díaz, 2014). Los campesinos propietarios de las tierras, no obstante, fueron un obstáculo insuperable a la iniciativa presidencial, al denunciar lo que consideraban una compensación injusta. Tras reiteradas movilizaciones, los inconformes lograron obtener la detracción de la iniciativa sobre las expropiaciones iniciadas y los proyectos relacionados.


    Esta frustrada iniciativa fue vista como una oportunidad en otra jurisdicción: Querétaro. El gobernador Ignacio Loyola Vera (1997-2003), también del PAN tuvo el mismo problema en Querétaro, ya que su Aeropuerto Internacional estaba saturado y era anticuado. Su proyecto para un nuevo aeropuerto contaba, en cambio, con el apoyo de los principales industriales del estado y el consentimiento generalizado de la ciudadanía. Esta iniciativa conjunta de gobernadores e industriales fue presentada entonces al presidente Fox como una solución temporal a la saturación del aeropuerto de la capital. El proyecto obtuvo rápidamente el apoyo presidencial, ya que también serviría para aliviar parte del problema del tránsito aéreo de la Ciudad de México (Molinari, 2004). El apoyo se cristalizó en el compromiso del gobierno federal de aportar el 30% de los costos del aeropuerto (Op. cit., 2004), al considerar de igual forma que Querétaro tiene uno de los presupuestos estatales más magros debido a su tamaño (CEFP, 2016).


    Querétaro, por tanto, buscó la oportunidad de construir una ventaja comparativa en el sector aeronáutico a través de una empresa ancla de primer nivel. De acuerdo a sus funcionarios, esto generaría una ventaja comparativa, no sólo en un contexto internacional, sino también en relación con la “carrera (nacional) hacia el fondo”, puesto que otros estados ofrecerían incentivos agresivos –exenciones fiscales, recursos económicos y terrenos.


    En consecuencia, las sinergias estado-industria en Querétaro cabildearon a favor de la entidad como el anfitrión ideal para inversiones en el sector aeronáutico por contar con el capital humano y la infraestructura industrial apropiadas –ambas consolidadas, principalmente, a través del sector automotriz. Correspondientemente, cuando la multinacional aeronáutica Bombardier anunció sus intenciones de establecer una planta en México en 2006, Querétaro fue elegido como su destino. Los principales factores que determinaron la decisión de Bombardier fueron la ubicación geográfica de la entidad, su infraestructura industrial, su experiencia en el sector automotriz y, sobre todo, la existencia de capital humano capacitado –un compromiso que se fortaleció con el lanzamiento de la Universidad Aeronáutica de Querétaro en 2007 (UNAQ).


    Pero la consolidación del desarrollo económico de Querétaro en el nuevo siglo todavía estaba lejos de consolidarse. Cuando comenzó la administración del gobernador José Calzada (2009-2015), un considerable déficit comercial prevalecía en el estado. De hecho, el déficit comercial de Querétaro en la industria manufacturera había aumentado más del 50%, pasando de 1 947 millones de dólares en 2005 a 2 925 en 2008 (Calzada, 2010) –evidenciando los efectos negativos que el modelo maquilador seguía teniendo en el estado.


    Por otra parte, la discontinuidad política amenazaba una vez más los proyectos de desarrollo pendientes en Querétaro: el gobernador Calzada era del PRI, mientras que los dos gobernadores anteriores habían sido del PAN. Tal como lo describe Byung (1987), la falta de una burocracia meritocrática en México ha demostrado ser un obstáculo para su desarrollo económico, en marcado contraste con la burocracia de carrera de Corea del Sur, por ejemplo.


    Sin embargo, el gobernador Calzada dejó a un lado los colores políticos y se apoyó en la misma Secretaría de Desarrollo Sustentable de la administración pasada. La “continuidad” se convirtió así, en uno de los pilares centrales de la reforzada industrialización de Querétaro (entrevistas, 2015). Dejar el mismo equipo dentro de esa Secretaría resultó clave para sus políticas industriales, ya que pudieron sumar un total de 18 años de continuidad. Los programas para mejorar los vínculos productivos en la industria de Querétaro se extendieron a manos del mismo equipo que los habían puesto en marcha, junto con programas de capacitación para el capital humano de industrias y con programas de certificación para proveedores locales en los sectores más competitivos de Querétaro: el automotriz y el aeronáutico (Calzada, 2010).


    De igual forma, el Plan Estatal puso en marcha estrategias sectoriales de desarrollo, donde se tenía como finalidad fortalecer las sinergias entre el estado y la sociedad. Así, la estrategia de clústeres se implementó asimismo en los sectores de Querétaro, siguiendo el ejemplo de Nuevo León. Su clúster aeronáutico fue el primero en su tipo en México, unido más tarde por los clústeres de TI, automotriz y biotecnología.


    El objetivo de la administración 2009-2015 de Querétaro fue escalar la industria de la entidad hacia actividades de mayor valor tecnológico y productivo, con un énfasis en el desarrollo de cadenas locales de proveeduría. En sectores consolidados, como el automotriz y el electrónico, esto significó multiplicar los vínculos industriales entre las empresas Tier 3 del sector aeronáutico y productores locales. Dicha estrategia fue apoyada precisamente por los clústeres estratégicos y el Programa de Desarrollo de Proveedores Aeronáuticos, con apoyo también de programas de certificación e incentivos económicos, tanto subnacionales como federales (Carrillo y Salinas, 2010).


    La iniciativa de los gobernadores sobre atraer la IED en el sector aeronáutico los llevó, junto a la Secretaría de Desarrollo Sustentable, a numerosas misiones comerciales alrededor del mundo. Para el 2014, Querétaro se consolidó como el principal receptor de la IED aeronáutica con el 48.4% del porcentaje nacional, seguido en segundo lugar por Baja California con 12.5% (Torres, 2015). Asimismo, se promovió la consolidación de un espacio de infraestructura para el sector aeronáutico como evidencia del compromiso del gobierno estatal con el sector. Después de que Bombardier se comprometiera a invertir más de 200 millones de dólares para establecerse en Querétaro, el gobierno estatal donó 78 hectáreas alrededor del Aeropuerto Internacional de Querétaro para establecer un Parque Industrial Aeronáutico (Nuñez, 2007). En este lugar, como política para impulsar el capital humano del estado, el gobierno estatal invirtió 400 millones de pesos en la primera universidad aeronáutica de México –la UNAQ (Álvarez, 2007).


    En sólo 10 años, el estado fue considerado como un “caso exitoso” de desarrollo en lo que respecta a su sector aeronáutico; pasó de tener 2 empresas a 80 en el sector; formó alrededor de 8 mil profesionales en el campo y atrajo más de 1 500 millones de dólares en un sector de empleo de alta calidad (Tzitzi y Feix, 2015). Asimismo, por primera vez en décadas, Querétaro logró un diferencial positivo de balanza comercial de 200 millones de dólares (Calzada, 2014). En el caso particular de su industria automotriz, el estado de Querétaro reflejó un “cambio estructural” mediante la participación de “proveedores de autopartes locales” y la reducción de dependencia en la economía exportadora (Banda et al., 2016, pp. 53-54). Con base en estos resultados en la industria automotriz, su Subsecretaría de Desarrollo Económico ha replicado su programa de desarrollo de proveedores al sector aeronáutico. En conjunto, de 2005 a 2014, Querétaro fue el estado mexicano con el mayor promedio de crecimiento económico anual con una tasa de 5% (Márquez, 2015, basado en INEGI).


    Conclusión


    El cambio de paradigma hacia una economía abierta sin conducción por parte del Estado mexicano en temas de política industrial pronto impactó en las industrias locales y en los salarios: la industria doméstica quedó desvinculada en gran parte de la industria exportadora extranjera (Gereffi, 2015) y los salarios industriales perdieron cerca del 77% de su poder adquisitivo (Esquivel, 2015). Este impacto fue resentido por los casos de estudio –aquí abordados– al inicio del nuevo siglo. La competitividad de las industrias locales de Nuevo León y Querétaro decayó, al igual que sus condiciones laborales (Fouquet, 2007; Carrillo y Salinas, 2010, respectivamente). Era evidente que la retirada del gobierno federal respecto a la política industrial no era la respuesta óptima a la nueva internacionalización.


    Por tanto, estos gobiernos subnacionales asumieron el reto de reposicionar a sus entidades como líderes industriales nacionales mediante la construcción de nuevas ventajas competitivas en la industria de su estado. Y aquí surgió esa divergencia entre las políticas económicas a nivel estatal y federal. Las políticas públicas neoliberales del gobierno federal, de mínima intervención, fueron contrastadas por las políticas industriales verticales de Nuevo León y Querétaro, basadas en incentivos estratégicos y sectoriales, y en la promoción de proveedurías locales y empleos competitivos. Estas políticas industriales subnacionales para el nuevo siglo tuvieron los siguientes factores determinantes.


    En primera cuenta, la importancia de “agentes vinculantes” para el de-sarrollo económico. Hirschman (1958) elaboró el concepto de “agentes vinculantes” (binding agents) para el desarrollo económico. Es decir, actores capaces de concebir las políticas industriales necesarias para el desarrollo, junto con la habilidad de crear las vinculaciones necesarias entre los actores y sectores necesarios. En los casos de estudio, los gobernadores implementaron las estrategias pertinentes (políticas industriales sectoriales) junto con los mecanismos de colaboración idóneos (clústeres o modelo de “triple hélice”) para cristalizar un proyecto más sólido de transformación industrial. Poco a poco, el protagonismo de los gobernadores fue reemplazado por sus secretarías o subsecretarías de desarrollo económico, organizaciones encargadas de conducir las citadas políticas industriales, dando pie a una mayor institucionalización de sus políticas industriales.


    En segunda instancia, para que las políticas a largo plazo de estos agentes tuvieran efectos, se necesitó la presencia de una continuidad política. En el caso de Querétaro, la decisión del gobernador Calzada de dejar al mismo equipo de la Secretaría de Desarrollo Sustentable para su administración proveyó al estado de una necesitada coherencia y continuidad en materia de políticas industriales. En Nuevo León, dos administraciones consecutivas del mismo partido posibilitaron la intensificación de políticas industriales similares.


    En tercer lugar, los clústeres parecen ser otro de los aciertos de estos gobiernos subnacionales. Esto tiene resonancia con el reciente énfasis de la literatura respecto a la institucionalización de la cooperación público-privada para el desarrollo. Como lo postulan Hausman, Rodrik y Sabel (2008) y Schneider (2015), las instituciones de cooperación público-privada se han convertido en ejes centrales de recientes casos de éxito en desarrollo económico. Para los primeros autores, una “buena política industrial” es esencialmente el conjunto de “adecuaciones y prácticas institucionales que organicen esta colaboración (público-privada) de manera efectiva” (Hausman et al., 2008, p. 4). El acierto de este modelo de cooperación público-privada se reflejó en las tasas de crecimiento de los casos de estudio durante la década de 2005 a 2014, donde Querétaro quedó en primer lugar y Nuevo León en quinto, con tasas de 5 y 4%, respectivamente (Márquez, 2015). Se reflejó, asimismo, en los mayores índices de remuneración laboral a nivel nacional, con Querétaro en el tercer lugar y Nuevo León en el cuarto, detrás solamente de Ciudad de México y Campeche (Rosales, 2017).


    Ahora bien, sería precipitado clasificar desde ahora a las entidades de Querétaro o Nuevo León como casos exitosos de transformación industrial. El problema de la dependencia en tecnologías foráneas aunado al de la desvinculación entre la economía exportadora y la economía doméstica prevalecen en México. Las estrategias industriales de estos estados, no obstante, parecen ser las primeras aproximaciones de gobiernos subnacionales que han reconocido desde hace años las limitaciones del modelo maquilador con sustento en mano de obra barata como ventaja comparativa.


    El énfasis de gobiernos subnacionales en la vinculación de proveedores locales a cadenas globales de valor parece ser un buen primer paso. Sin embargo, para lograr una transición a industrias domésticas autosuficientes o independientes, las políticas industriales debieran encaminarse hacia la transferencia de tecnología, como se llevó a cabo en los Tigres Asiáticos (López, 2007) y, posteriormente, en China (Vogel, 2011) durante la segunda mitad del siglo XX. O, incluso, como lo realizó Brasil en el mismo periodo con miras a de-sarrollar sus industrias electrónica y aeronáutica: ofreciendo a empresas multinacionales acceso a su mercado doméstico o regional a cambio de la transferencia de licencias y patentes tecnológicas (Evans, 1995). Para implementar esto en México, no obstante, se necesitaría un papel coordinador del gobierno federal que ponga un alto a la creciente desigualdad regional y a la “canibalización” o entreguismos presenciados en la llamada “carrera hacia el fondo” entre estados (OCDE, 2009).


    Por parte del gobierno federal, es buena señal que a la fecha haya adoptado políticas industriales implementadas por las entidades federativas analizadas, generando así una retroalimentación de gobernanza multinivel. En 2016, realizó un mapeo de los sectores estratégicos de la economía por entidad federativa (Secretaría de Economía, 2016) –apoyada en la implementación de clústeres de Nuevo León y otros estados. De igual forma, el gobierno federal, a través del Instituto Nacional del Emprendedor, comenzó con el lanzamiento de convocatorias de desarrollo de proveedores, con enfoque similar al programa realizado por Querétaro desde hace ya más de una década.
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    Política Editorial


    


    Problemas del Desarrollo,Revista Latinoamericana de Economía, constituye un espacio académico para difundir conocimientos sobrelos problemas deldesarrolloen el contexto actual. Desde la publicación del primer número en octubre-diciembre de 1969, hasta el día de hoy, el objetivo del debate es la problemática en torno al desarrollo económico desde una visión rigurosa, multidisciplinaria e interdisciplinaria. Es una revista crítica de los enfoques ortodoxos, en la que destaca la Teoría del Desarrollo desde la perspectiva de América Latina.


    Los objetivos de la revista son:


    a) Publicar artículos que reflejen la relevancia de los paradigmas que se proponen explicar las causas del desarrollo y subdesarrollo, esencialmente en el espacio latinoamericano. Con base en lo anterior, fomentar la discusión y difusión de los enfoques teóricos y corrientes del pensamiento económico sustentados en un riguroso análisis conceptual y metodológico.


    b) Lograr que la revista participe en el debate teórico económico y propositivo, nacional e internacional en cuanto a temáticas relevantes para el estudio y conocimiento de los problemas del desarrollo a que se refiere.


    I. Cuestiones generales


    Primero.Problemas del Desarrollo,Revista Latinoamericana de Economía, es elprincipal órgano de difusión académica del Instituto de Investigaciones Económicas (IIEc) de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), y cuenta con un circuito autónomo de publicación y un Comité Editorial específico.


    Segundo. El contenido de la Revista incorpora las secciones siguientes:


    •Artículos. Se referirána los problemas del desarrollo en los ámbitos de lateoría económica, la economía política, la economía aplicada y de las políticas económicas.


    •Información(eventual)


    •Índice Anual


    •Normas para la recepción de originales(permanente)


    Tercero. Los artículos que publiqueProblemas del Desarrollodeberán ser inéditos y esencialmente productos de investigación con resultados relevantes para el estudio de los problemas del desarrollo y subdesarrollo.


    Los materiales que se publiquen en esta sección se someterán, sin excepción, al arbitraje anónimo de destacados especialistas en el tema.


    El autor, mediante una carta-compromiso, declarará que el trabajo en cuestión no ha sido publi­cado ni está en vías de publicación en ningún otro órgano de difusión nacional o extranjero. Esta carta se enviará vía correo electrónico una vez recibido el artículo para la firma del autor.


    Cuarto. El resultado del proceso de arbitraje podrá ser de tres tipos:


    
      	Positivo,


      	Condicionado a modificaciones, y


      	Negativo.

    


    Un trabajo se publicará siempre y cuando cuente con al menos dos dictámenes positi­vos. Si se recibe un dictamen condicionado tendrá que ser el mismo dictaminador el que decida nuevamente si dicho trabajo es o no aceptado después de realizadas las correccio­nes, en el caso que el dictaminador las haya señalado como indispensables para la aprobación del trabajo.


    Quinto.Aunque el idioma oficial de la publicación es español, se aceptan igualmente contribuciones en inglés, francés y portugués. La Revista se reserva el derecho de traducir al español las colaboraciones en el caso que así lo amerite(n).


    Sexto. Los originales deberán enviarse a la directora de la Revista,Alicia Girón, al correo electrónico: revprode@UNAM.mx


    Séptimo.La sección Índice Anual aparecerá sólo en el último número de cada año.


    II. Aspectos específicos


    Primero.El autor deberá remitir el original en formato tamaño carta, márgenes normales, párrafo a doble espacio, en fuente Times New Roman de 12 puntos y alineación justificada. El archivo co­rrespondiente deberá estar en formato de Microsoft Word o en algún procesador de palabras compatible a éste.


    Asimismo, cuando se incluyan fórmulas, ecuaciones o lenguajes matemáticos, se entregarán completos, o bien, los archivos correspondientes en formato electrónico, en caso de que el material sea entregadoin manu.


    Segundo. La cuartilla tendrá 27 renglones, máximo 1 700 caracteres con espacio e interlineado doble. Con respecto a la extensión de los artículos, no deberán exceder las 8 300 palabras incluyendo resumen, cuadros, gráficas, notas al pie y bibliografía, además de no exceder el número de cuartillas que a continuación se señala: 30 cuartillas por artículo.


    Tercero.En una hoja aparte el autor indicará su nombre, tal como desea que aparezca en la publicación, incluido el de los coautores si los hubiese, su lugar de adscripción y los datos de teléfono o correo electrónico, y en general toda aquella información que permita su localización en caso de que se requiriera alguna consulta, para ello llenará el formato “Datos académicos del autor” que se le hará llegar vía electrónica.


    Cuarto.Anexo al artículo se enviará un resumen de 130 (ciento treinta) palabras (o diez renglones) en el idioma en el que esté escrito, y cinco palabras clave como máximo que faciliten su inclusión en los índices y bases de datos bibliográficos.Problemas del Desarrollose encargará de la traducción del resumen a los idiomas inglés, francés, portugués y chino, y utilizará esta síntesis para su difusión en el World Wide Web (www).


    Quinto.En el caso de los artículos que utilicen la lógica de la estructura matemática, el resumen deberá hacer explícito cuál es el problema económico al que se pretende dar solución y cuál es el modelo matemático utilizado para ello. Los supuestos y las conclusiones del análisis se expresarán también con palabras escritas y no solamente con signos matemáticos.


    Como se mencionó anteriormente, es importante que cuando se incluyan fórmulas, ecuaciones o lenguajes matemáticos, se entreguen completos, o bien, los archivos correspondientes en formato electrónico, en caso de que el material sea entregadoin manu.


    Sexto.Las gráficas, cuadros, figuras, mapas y fotos (si los hubiese) deberán estar numerados correlativamente por orden de aparición, y deberán estar insertados dentro del texto, adicionalmente, se entregarán en archivo independiente, de acuerdo a su formato digital. Llevarán un título y deberán incluirse las fuentes correspondientes o indicar si son de elaboración propia. En caso de utilizar abreviaturas, deberán aclararse como una nota al pie de figura. Asimismo, los elementos gráficos habrán de explicarse por sí solos (sin tener que recurrir al texto para su comprensión). Las figuras, mapas y fotos, deberán presentarse en escala de grises, a una resolución de 300dpi, y en cualquiera de los siguientes formatos: .jpg, .tiff, o .eps. Las gráficas deberán estar en escala de grises y en formato de Microsoft Excel, además será necesario,incluircon la gráfica, los datos que se emplearon para su construcción. Los cuadros deberán integrarse en formato de Microsoft Word o Microsoft Excel y no podrán incluirse en formato de imagen.


    Séptimo.Si la colaboración hace uso de citas textuales, éstas deberán tener las siguientes características: si su extensión es de hasta cinco líneas o menos, irán precedidas de dos puntos y deberán de estar entrecomilladas; si son de mayor extensión o bien, rebasan las cinco líneas, irán en párrafo aparte, con sangrado, sin entrecomillar y a un espacio. Los agregados que hubiera en alguna cita textual irán entre corchetes. El párrafo referido deberá contener al final entre paréntesis el apellido del autor, año y página correspondiente a la obra consultada. De igual modo cuando haga uso de la paráfrasis deberá citar la referencia correspondiente, por ejemplo:


    Esto significa que, en cierto sentido, lo que nos ocurre a nosotros afecta de manera instantánea a cosas en lejanos confines del universo, puesto que nuestras funciones de onda probablemente estuvieron entrelazadas en el comienzo del tiempo. En cierto sentido hay una madeja de entrelazamiento que conecta confines lejanos del universo, incluyéndonos a nosotros (Kaku, 2009, p. 90).


    Octavo. Todos los artículos contendrán una bibliografía en extenso de las referencias usadas en el texto, que se presentará al final del trabajo y se ordenará de manera alfabética, iniciando por el apellido del autor o, si se trata de una institución, por el nombre completo de la misma seguido de sus abreviaturas correspondientes (si así se usaron en el texto). Las referencias a citas bibliográficas deben presentarse en llamadas entre paréntesis dentro del texto que se completarán al final del trabajo. Para mayor información y algunos ejemplos sobre la manera de presentar las diversas clases de citas bibliográficas, habrá que tomar en cuenta las siguientes sugerencias:


    • Las referencias dentro del texto se consignarán de la siguiente manera: entre paréntesis el apellido del autor, y el año de publicación de la obra, por ejemplo:


    (Blancas, 2015).


    • Las referencias dentro del texto cuando tienen dos autores se consignarán de la siguiente manera: entre paréntesis el apellido del autor 1, el apellido del autor 2, el año de publicación de la obra, por ejemplo:


    (Giraldo y Fernández, 2016).


    • En caso de ser más de dos autores se pondrá la abreviaturaet al.(del latín “y otros”) después del primer apellido y sin emplear punto antes de la locución latina, por ejemplo:


    (Giraldoet al., 2016).


    • En la bibliografía, al final del trabajo, se pondrá la ficha completa sin que se omita ningún dato. Si dos o más obras de un mismo autor se editaron el mismo año, se distinguirán con las letras a, b, c, etcétera, cada una de ellas, por ejemplo:


    (Giraldo, 2016a).


    • En caso de una cita directa se agregarán las páginas del texto después del año con las siglaspp, por ejemplo:


    (Giraldo, 2016, pp. 48-49).


    
      • La bibliografía general de los libros se presentará de la siguiente manera:
    


    
      a)el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre abreviado,b)entre paréntesis el año de publicación,c)entre corchetes año de la publicación original (si lo hubiere),d)el título de la obra en cursiva,e)volumen/tomo (si lo hubiere),f)lugar, yg )editorial, por ejemplo:
    


    Galbraith, J. K. (2014) [1967],El nuevo Estado Industrial, México, Fondo de Cultura Económica.


    • Para los capítulos de libros se presentará de la siguiente manera:a)el autor o los autores del capítulo se asentarán por apellido y nombre(s) abreviado(s),b)entre paréntesis el año de publicación,c)el título del capítulo entre comillas,d)el autor de la obra se asentará por nombre completo y apellido,e)el título del libro en cursiva,f)lugar,g)y editorial:


    García, L. y Álvarez, S. (2014), “De campesinidades, resistencias y tenciones en la construcción de economías para la vida. El caso del Semillero de Quimilioj”, en Boris Marañón Pimentel (coord.),Descolonialidad y cambio societal. Experiencias de solidaridad económica en América Latina, México,UNAM-IIEc.


    • Para los trabajos de grado o tesis se presentará de la siguiente manera:a)el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre(s) abreviado(s),b)entre paréntesis el año de publicación,c)el título de la tesis en cursivas,d)entre paréntesis tesis de pregrado, maestría o doctoral,e)nombre de la institución, yf)lugar. Por ejemplo:


    Martínez, D. (2010),La inflación en México, un enfoque institucional, 1980-2009(Tesis doctoral), Universidad de Guadalajara, México.


    • En el caso de un artículo en revista, la referencia bibliográfica se presentará de la siguiente manera:a)el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre abreviado,b)entre paréntesis el año de publicación,c)el título del artículo entre comillas (sin subrayar),d )el nombre de la revista en cursivas,e)el volumen y número de la misma,f)lugar,g )editorial,h)y fecha o periodo correspondiente. Por ejemplo:


    Rodríguez, V. (2015), “Límites de la estabilidad cambiaria en México”,Problemas del Desarrollo, vol. 46, núm. 181, México,UNAM-IIEc, abril-junio.


    
      De Souza, M. J., Fernandes, E. y De Carvalho, L. (2014), “Deter-
    


    
      minantes estructurales en la difusión de las patologías del agua en Brasil”,Problemas del Desarrollo, vol. 45, núm. 179, México,UNAM-IIEc, octubre-diciembre.
    


    • En el caso de los recursos tomados de la Web se deberán citar según su formato.


    Por ejemplo para libros:


    Del Valle, M. C. (2016),América Latina: su arquitectura financiera. Recuperado de <http://www.iiec.UNAM.mx/publicaciones/libros_electronicos/am%C3%A9rica-latina-su-arquitectura-finanicera>


    Por ejemplo paraartículos conDOI(Digital Object Identifier):


    Álvarez, A. M. (2016), “Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del sigloxxi”,Problemas del Desarrollo, 47(186),doi<http://dx.doi.org/10.1016/j.rpd.

    2016.08.002>


    Por ejemplo paraartículos sinDOI(Digital Object Identifier):


    Álvarez, A. M. (2016), “Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del sigloxxi”,Problemas del Desarrollo, 47(186). Recuperado de <http://revistas.UNAM.mx/index.php/pde/article/view/55886>


    Por ejemplo paraartículo de prensa en línea:


    López de Guereño, M. (19 de enero de 2015), “Semana crucialpara el deshielo diplomático entre Cuba y EE.UU.”,El tiempo.Recuperado de <http://www.eltiempo.com/mundo/latinoamerica/reuniones-entre-cuba-y-ee-uu/15115015>


    Por ejemplo parapáginas de Internet:


    Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) (2012),Tabulados e indicadores de ocupación y empleo, Nacional, IV trimestre. Recuperado de <http://www.INEGI.org.mx >


    Noveno.El empleo de las bibliografías deberá ser homogéneo a lo largo de todo el texto en el cumplimiento de estas normas aprobadas por el Comité Editorial.


    Décimo.Al utilizar por primera vez una sigla o una abreviatura se ofrecerá su equivalencia completa y a continuación, entre paréntesis, la sigla o abreviatura que posteriormente se empleará.


    Undécimo. Si se va a resaltar en el texto alguna palabra o frase, se recomienda emplear letra cursiva o subrayar la expresión, evitando el empleo de negritas y comillas.


    Duodécimo.El cumplimiento de estas normas es indispensable. Pese a que las colabora­ciones aceptadas serán sometidas a un proceso de corrección de estilo, se reco­mienda ampliamente a los autores que se entreguen versiones con una primera corrección. Además, su publicación estará sujeta a la disponibilidad de espacio en cada número. En ningún caso se devolverá originales al autor ni habrá responsabilidad para la Revista.


    Décimotercero.El Comité Editorial se reserva el derecho de modificar el título de los artículos.


    Nota:Cualquier situación no prevista en estas normas de publicación serán resueltas por el Comité Editorial
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Cuadro 3. Evolucidn de las exportaciones de gas natural argentino segdn destino (*)

Pais 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015
Brosil 451 349 475 166 135 s/d s/d s/d s/d 59 67 169
Chile 5140 477 4084 2495 17 1072 503 276 4 7 7 2
Uruguay 12 109 16 s/d 24 32 s/d s/d s/d 58.3 54 55

(*) Valores expresados en millones de m®. Sin datos (s/d) . En el caso de Chile, los afios 2012-2015 son iffas preliminares. En el caso de Uruguay, los afios 2014-2015 son ciffas preliminares.
Fuente: elaboracidn propia segdn datos de la Agéncia Nacional do Pefréleo, Gds Natural e Biocombustiveis (Brasil), la Comision Nacional de Energia (Chile), el Ministerio de Energia (Argenfina) y el Ministerio
de Industria, Energia y Mineria (Uruguay).
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IDEA 0 0 0 0 16 0 16 0 3

Instituciones académicas 95 7 20 5 2819 7 1407 2 4382
San Andrés 1 0 0 0 8 1 79 0 162
UCA 4 0 0 0 388 2 28 0 662
Flacso 84 25 20 5 1728 i 820 2 2686
UBA 4 2 0 0 524 1 192 0 723
DiTella 2 0 0 0 98 1 48 0 149
Diarios 99 18 1 0 2567 ] 1489 1 4181
Clorin 31 4 0 0 438 1 434 1 909
Lo Nacign 67 13 1 0 1645 5 765 0 249
Diario Popular 1 1 0 0 484 0 29 0 76
TOTAL 27 48 n 5 8627 81 3984 3 13731

Nota: dado a que no se encontraron menciones de los términos “desarrollo sustentable indusivo” y “desarrollo sostenible inclusivo” en ninguno de los sitios web consultados, no fueron incluidos en la fabla.
Fuente: elaboracin propia (dlfimo acceso a las publicaciones: 15 de noviembre de 2016). En Anexo se encuentra el detalle de los direcciones consultadas.
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Cuadro 2. Clusificacion de estados en el ICS y sus componentes 2005 y 2014

ISt IEL i IcS

2005 2014 2005 2014 2005 2014 2005 2014

1 NL NL (DMEX  CDMEX L COAH NL NL

2 COM  COM NL NL (O CHIH (OMH COM
3 HH  CHIH (O SON BC NL CHIH  CHIH
4 BCS BC BCS COM HH B BCS BC

5 BC BCS SON A6S BCS BCS BC BCS
6 A6S SON BC BC TAMS — SON (DMEX ~ SON
7 TS AGS AGS BCS SON R TS AGS
8 SON  TAMS TS TAMS (DMEX ~ AGS AGS (DMEX
9 (OMEX QR MEX SN R TAMS SON TAMS
10 R QRO CHH QRO AGS (OMEX R R
1 QRO COMEX — CoL CHIH QRO QRO QRO QRO
12 DGO SIN R MEX (oL Il DGO SINA
13 ool I MR QR D60 SN oL I
14 SIN D60 QRO AL SIN (oL SIN D60
15 MEx colL SIN MOR YUC D60 MEX ol
16 I MEX D60 (oL I TAB IAL MEX
17 sl 610 T8 TLAX MEX YU sLp CAmp
18 YUC sLp TAX ™8 TAB CAmp (AMP 610
19 CAMP  CAMP NAY NAY 610 610 YuC TAB
20 610 TAB I} CAMP CAMP MEX TAB sl
2 ThB YUC CAMP DGO st NAY 610 YUC
2 NAY NAY sLp SLp NAY st NAY NAY
23 VER IAC YuC HID MOR  HID MOR  MOR
24 IAC MOR HID YUC VER VER VER IAC

25 MOR VER 610 INC I IAC INC VER





OEBPS/Images/Ceppi_Grafica_1.png
7000

6000

5000

4000

3000

2000

1000

2005 L

2006 %

2007

2008
2009

2010

201

- N

012

2013

2014

05





OEBPS/Images/Gutierrez_cuadro_2_Ec_112.png





OEBPS/Images/Conte C3.jpg
Cuadro 3. Bisqueda de conceptos “verdes” en las pdginas web seleccionadas

Instituciones 1] w w Vcon Desarr. Desarr. sust Desarr. Desarr. sost Total
e inclusivo inclusidn sustentable con inclusidn sostenible con indlusidn
Gobierno 9 0 1 0 1863 797 606 0 3776
Ministerio de Amb. y Desarrollo Sust. 8 0 0 0 1446 784 457 0 2695
Ministerio de Produccidn 1 0 1 0 2 0 2 0 52
Ministerio de Rel. Exteriores y Culto 0 0 0 0 70 [ 79 0 155
Presidencia de la Nocion 0 0 0 0 32 7 45 0 364
Ministerio de Energia y Mineria 0 0 0 0 6 0 4 0 10
ONG 29 1 0 0 989 1 386 0 1406
FARN 24 1 0 0 355 0 178 0 558
Fundacion Ciudod 0 0 0 0 n 0 79 0 196
Fundacign Metopolitana 1 0 0 0 27 1 80 0 39
Fund. Vida Silvestre Arg. 4 0 0 0 270 0 49 0 33
Cdmaras empresarias 5 2 0 0 389 0 9% 0 492
UIA 5 2 0 0 n 0 79 0 457

Sociedad Rural Argentina 0 0 0 0 2 0 1 0 3
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Grdfica 7. Estructura porcentual y crecimiento de la deuda pdblica total
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Deuda interna — Deuda externa
— Credmiento de lo devda interna Crecimiento de la deuda extema

Fuente: elaboracién y cdlculos propios con informacin del Banco de México, INEsI, Banco Central de Chile, Banco Central de Reserva de Perd, Banco Central de Brasil, Banco Central de Colombia.
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Cuadro 1. Definiciones de los distintos conceptos verdes

Concepto Fuente Definicidn
Desarrollo sostenible ~ CMMAD (1987), punto 3, “Estd en manos de la humanidad hacer que el desarrollo
pdrrafo 27 sea sostenible, duradero, o sea, asegurar que satisfaga las

necesidades del presente sin comprometer la capacidad de
las futuras generaciones para satisfacer las propias”.

Economia verde PNUMA (2011), pdgina 9 “...una economia verde debe mejorar el bienestar del
ser humano y la equidad social, a lo vez que reduce
significativamente los riesgos ambientales y las escaseces
ecoldgicas. En su forma mds bdsica, una economia verde
seria aquella que tiene bajas emisiones de carbono, utiliza
los recursos de forma eficiente y es socialmente incluyente”.

(recimiento verde 0ECD (2009), Consideraciones, ~ “Green growth will be relevant going beyond the current
pdgina 1 (acknowledging that crisis, addressing urgent challenges including the fight

“green” and “growth” can go against climate change and environmental degradation,

hand-in-hand) enhancement of energy security, and the creafion of new

engines for economic growth”.

(recimiento verde World Bank (2012), pdgina 2 “Inclusive green growth is not a new paradigm. Rather,

¢ inclusivo it aims to operationalize sustainable development by
reconciling developing countries” urgent need for rapid
growth and poverty alleviation with the need to avoid
ireversible and costly environmental damage”.

Notas: en el texto original en espafiol del Informe Brundland se habla de “desarrollo sostenido” y de “desarrollo dura-
dero”. En PNUMA (2009) fodavia no se definia formalmente a la “economia verde”, motivo por el cual se cita PNUMA (2011).
Las citas estdn en inglés cuando no se encontrd versién oficial traducida.

Fuente: elaboracion propia.
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Cuadro 4. Andlisis econométrico base
Variable dependiente Log IcS

Variable 7 78 £ £ 173
(logs) Modelo 1 Modelo 2 Modelo 3 Modelo 4 Modelo 5
APOR33 -0.4830% -0.5764* - - -0.4402*
(19.42) (-16.70) (-18.68)
SALUD - - -0.1455* -0.1004*
(3.52) (2.67
ESCUELA - - -0.2691* 0.3826*
(8.15) (-10.30
INF_S0C - - 0.0456* 0.0524*
(-8.66) (9.78
INV_PUB 0.0352* 0.0110 0.0420* 0.0285*
(4.23) 1. (5.16) (3.03
GSP 0.0225** -0.0120 0.0208*** 0.0064
211 (118 (1.83) (0.60
ARTIZ8 0.3447% 0.049 0.2770* -0.0002 0.3616*
(14.44) 1.40 (9.30) (0.00 (16.68)
1B - 0.1382* . 0.0998*
9.00 (6.18
08 - 0.2874* - 0.2779*
7.20 (6.72
NVP - 0.0048 - -0.0137
0.35 (0.90
CRISIS 0.0384*  -0.0186*** 0.0292**
(-1.47 (-2.06)
# Observaciones 320 320 320 320 320
R giustado 0.51 0.65 0.60 0.68 0.49

Notas: entre paréntesis, el estadistico f. Errores estdndar son heteroceddsticos y consistentes con autocorrelacion. * significativo
al 1%, ** significancia al 5% y *** significancia al 10%; EA": Efectos Aleatorios en el periodo. EF": Efecto Fijos en el periodo.
Fuente: elaboracion propia.
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Cuadro 1. Evolucion de la produccién de energias primarias

Energias primarias Afios
(Produccidn en miles de Tep) * 1970 1980 1990 2000 2010 2015
Energia hidrdulica 0.56 39 3.8 47 4.6 48
Energia nuclear s/d 2 44 s/d s/d s/d
Gas natural 22.2 218 39 527 521 515
Petrdleo 68.4 61 489 38.5 38.2 375
Carbén mineral 1.2 0.54 0.31 0.05 0.04 0.02
Lefia 3.4 1.5 1 0.94 1 1.2
Bagazo 1.1 1.6 0.86 1.1 1 1
Aceites vegetales s/d s/d s/d 1.3 21 22
Alcoholes vegetales s/d s/d s/d 0.01 0.08 0.5
Energia edlica s/d s/d s/d 0.1 0.1 0.2
Energia solar s/d s/d s/d s/d s/d 0.001
Otras primarias 2.9 14 1.4 0.3 0.4 0.4

(*) Porcentajes obtenidos con base en los valores expresados. Sin datos (s/d).

Fuente: elaboracion propia segun datos del Ministerio de Energiay Mineria de Argenting.
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ICS = (0.35)ISL +(0.45)IEL +(0.20) IIL
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Grdfica 3. Acumulacidn de reservas infernacionales y aédito inferno
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Fuente: elaboracién y cdlculos propios con informacién del Banco de México, INEGI, Banco Central de Chile, Banco Central de Reserva de Perd, Banco Central de Brasil, Banco Central de Colombia.
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Cuadro 3. Evolucion de las exportaciones de gas natural argentino segin destino (*)

Pais 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2000 2011 2012 2013 2004 2005
Bros 451 349 475 166 135 5/d 5/d 5/d 5/d 59 6 169
Chie SUO 47 A0 2495 N7 1072 503 27 I 17 7 2
Unuguoy n 109 1 5/d u 2 o/d 5/d 5/d 583 54 55

(*) Volores expresados en millones de m®. Sin datos (5,/d) . En el caso de Chile, los arios 2012-2015 son cifra prefiminares. En el caso de Uruguay, los aios 2014-2015 son ciffas preliminares.
Fuente: elaboracidn propia segin datos de lo Agéncia Nacional do Petrdleo, Gds Natural e Biocombustiveis (Brasil), la Comisién Nacional de Energia (Chile), el Ministerio de Energia (Argentina) y el Ministerio
de Industria, Energia y Mineria (Uruguay).
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Cuadro A1. Pdginas webs relevadas para la base de datos

Instituciones Sitio web
Gobierno
Ministerio de Amb. y Desarrollo Sust. http: //ambiente.gob.ar/

Ministerio de Produccion
Ministerio de Rel. Exteriores y Culto

Presidencia de la Nacion

http: //www.produccion.gob.ar/
http: / /www.cancilleria.gov.ar/
http: / /www.casarosada.gob.ar/

Ministerio de Energia y Mineria https:/ /www.minem.gob.ar/
ONG
FARN http: / /www.farn.org.ar/

Fundacién Ciudad
Fundacion Metropolitana

Fund. Vida Silvestre Arg.

http: / /www.fundacionciudad.org.ar/
http: / /metropolitana.org.ar/
http: / /www.vidasilvestre.org.ar/

(dmaras empresarias

UIA

Sociedad Rural Argentina

http: / /www.uia.org.ar/
http: / /www.sra.org.ar/

IDEA http:/ /www.ideared.org/
Instituciones académicas

San Andrés http: / /www.udesa.edu.ar/
UCA http: / /www.uca.edu.ar /
Flacso http: / /flacso.org.ar/

UBA http: / /www.uba.ar/

Di Tella http: / /www.utdt.edu/
Diarios

Clarin http: //www.clarin.com/

La Nacidn http: //www.lanacion.com.ar/
Diario Popular http: //www.diariopopular.com.ar/

Fuente: elaboracion propi.
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Cuadro 1. Poblacién general y por origen mexicano en la region surcentro LA, censo 2010

Civdad Poblacidn total Poblacién mexicana %

Huntington Park 58114 46 467 80.0
South Gate 94396 713677 78.1
Lynwood 69772 51021 73.1
Bell 35477 26 606 75.0
Bell Gardens 42072 34509 82.0
Paramount 54098 37077 68.5
Compton 96 455 54084 56.1
Total 450 384 323 441 71.8

Fuente: elaboracion propia a partir de datos del censo de los Estados Unidos para 2010 para las ciudades mencionadas.
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s, 0.0007+*(0.0004) 0.0004 (0.0004) 0.0026* (0.0005) 0.0006 ~ (0.0004) 0.0003  (0.0004) 0.0017* (0.0006)

¢s4 -0.0008  (0.0005) -0.0005  (0.0006) -0.0021* (0.0007) -0.0010**(0.0005) -0.0004  (0.0005) -0.0012***(0.0008)
ﬁs,, 0.0109  (0.0508) -0.0303 (0.1048) -0.2978***(0.1688) -0.0513  (0.0813) 01291 (0.2442) 06690 (0.6428)
O 0.4872* (0.0703) -0.4578* (0.0630) 0.5057*  (0.0887) 0.4332* (0.0609) -0.4001* (0.0597) -0.4200* (0.0668)
55, -0.2995% (0.0546) -0.5808* (0.0947) 05137 (0.0927) +0.2523** (0.0477) -0.3034* (0.0721) 0.2367% (0.0785)
Panel C: Pruebas de Ljung-Box para autocorrelacion

Q(18) 5.9854[0.9963] 7.0910(0.9893) 11.2074[0.8853] 9.1816[0.9807] 10.6756[0.9542) 10.3072[0.9838)
a8 19.2682(0.3755] 20.2239(0.3204] 20.4170(0.3098] 32.956710.0341] 34.6429(0.0221] 23.5526(0.1102)

*, %%y *** indican significan-

Nota: Q(18) y 0%(18) indican los estadisticos de la prueba de Liung-Box para los residuales simples y cuadrados con 18 rezagos y valores entre corchetes cuadrados. Los téminos
cia para los niveles de 1,5y 10%, respectivamente. Los errores estdndar se reportan entre paréntesis.

Fuente: elaboracian propia con informacidn de la base de datos de Bloomberg.





OEBPS/Images/Sanchez C2 (2).jpg
2005 2014 2005 2014 2005 2014 2005 2014

26 TLAX HID VER 610 TLAX MICH TLAX HID
27 PUE TLAX IAC PUE MICH TLAX MICH TLAX
28 MICH PUE PUE VER HID MOR PUE PUE
29 HID MICH MICH MICH PUE PUE HID MICH
30 GRO 0AX GRO GRO GRO CHIS GRO GRO
31 CHIS GRO 0AX 0AX CHIS GRO CHIS 0AX
32 0AX CHIS CHIS CHIS 0AX 0AX 0AX CHIS

Nuevo Ledn (NL), Coahuila (COAH), Chihuahua (CHIH), Baja California (BC), Baja California Sur (BCS), Sonora (SON), Aquas:
calientes (AGS), Ciudad de México (CDMEX), Tamaulipas (TAMS), Quintana Roo (QR), Querétaro (QR), Sinaloa (SIN), Jalisco
(JAL), Durango (DGO), Calima (COL), Estado de México (MEX), Campeche (CAMP), Guanaiuato (6T0), Tabasco (TAB), San
Luis Potosf (SLP), Yucatdn (YUC), Nayarit (NAY), Morelos (MOR), Zacatecas (ZAC), Veracruz (VER), Hidalgo (HID), Tlaxcala
(TLAX), Puebla (PUE), Michoacdn (MICH), Guerrero (GRO), Oaxaca (OAX), Chiapas (CHIS).

Fuente: elaboracion propia usando datos del PNUD (2015).
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Cuadro 1. Evolucion de la produccién de energias primarias

Energias primarias Aiios
(Produccidn en miles de Tep) * 1970 1980 1990 2000 2010 2015
Energia hidrdulica 0.56 39 3.8 47 46 48
Energia nuclear s/d 2 44 s/d s/d s/d
Gas natural 2.2 27.8 39 527 52.1 515
Petrdleo 68.4 61 48.9 38.5 38.2 375
Carbén mineral 1.2 0.54 0.31 0.05 0.04 0.02
Lefia 3.4 1.5 1 0.94 1.2
Bagazo i 1.6 0.86 1.1 1
Aceites vegetales s/d s/d s/d 1.3 2 2.2
Alcoholes vegetales s/d s/d s/d 0.01 0.08 0.5
Energia edlica s/d s/d s/d 0.1 0. 0.2
Energia solar s/d s/d s/d s/d s/d 0.001
Otras primarias 2.9 14 1.4 0.3 04 0.4

(*) Porcentajes obtenidos con base en los valores expresados. Sin datos (s/d).

Cisnntne nlnharnciin neanin enniin dntne dal Mintetnrin da Enarnin v Minarin da Araanting
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Grdfica 5. Estructura porcentual y crecimiento del gasto publico
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Fuente: elaboracién y cdlculos propios con informacion del Banco de México, INEGI, Banco Central de Chile, Banco Central de Reserva de Perd, Banco Central de Brasil, Banco Central de Colombia.
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Cuadro 3. Pardmetros estimados del modelo VECEGARCH bivariado

Istmo — WII

Olmeca — WII

Maya — Brent

Istmo — Brent

Olmeca — Brent

Maya — W1

Panel A: Ecuaciones de la media condicional
HE, -0.0003  (0.0284)
o, 0.3157% (0.0170)
O, £0.1812* (0.0177)
o -0.8706* (0.2528)

-0.0002  (0.0096)

0.3180* (0.0160)
0.4346* (0.0362)

-0.4443* (0.1328)

-0.0045 (0.0167)
0.1466* (0.0207)
0.2811%*(0.1303)
-0.27114(0.2392)

-0.0057 (0.0176)
0.3829* 0.0189)
0.1685* (0.0460)
-0.8228* (0.2361)

-0.0032 (0.0079)
0.3322* (0.0177)
0.4966* (0.0323)
-0.2495* (0.0795)

-0.0023  (0.0123)
0.1550% (0.0211)
0.4352* (0.1011)
-0.1496  (0.1694)

Panel B: Ecuaciones de lo varianza condicional
[ 0.0888* (0.0071)

(23 0.1431% (0.0105)
Or 09810% (0.0032)

-0.0671* (0.0064)

0.1183* (0.0108)
0.9808* (0.0036)

-0.0468* (0.0059)
0.0740% (0.0084)
0.9960* (0.0021)

-0.0636* (0.0061)

0.1074* (0.0101)
0.9819* (0.0037)

0.0360% (0.0044)
0.0608* (0.0071)
0.9921* (0.0021)

-0.0432* (0.0058)
0.0697* (0.0084)
0.9950* (0.0026)
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5) ICS = f(APOR33, PARTI28, CRISIS)
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Cuadro 2. Comparacion entre Nuevo Ledn y Querétaro

Fstado Ubicacidn Cronologia Tamaiio Presupuesto de  Partidos en gobierno
geogrdfica de primera federacion en durante el siglo Xxi
transformacion millones de pesos
industrial (cerp, 2016)

Nuevo Lleon  Noreste Pionero en la 64,156 km? 52 242.8 Prevalencia del PRI a nivel
industrializacion; (13° en México): con estatal; dnica pérdida ante
durante el porfiriato  poblacion alrededor de el PAN en 1997. Primera

5 millones (8°) victoria de gobernador
independiente en 2015.
Querétaro Bajio Industrializador 11,699 km? (27%); 22477.2 Alternancia continua entre
(centro- relativamente poblacién aproximada los dos principales partidos
oeste) tardio, hasta lo de 2 millones (21°) del pais (PRI'y PAN). PAN

segunda mitad del
siglo Xx

con victorias en 1997 y
2003; PRI en 2009; PAN en
2015 de nueva cuenta.

Fuente: elaboracién propia.
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Cuadro 1. Valores considerados para cada componente del ¢S

Componente Valor mdximo Valor minimo
Acceso a servicios de salud 100 0
Ausencia de trabajo infantil 100 0
Afios promedio de escolaridad 13.2 0
Prestaciones laborales 100 0
Ingreso laboral per cdpita (ddlares PPP) 27 945 42

Fuente: elaboracion del PNUD (2012, p. 81).
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Grdfica 6. Déficit primario y déficit global
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Fuente: elaboracion y cdlculos propios con informacidn del Banco de México, INE6I, Banco Central de Chile, Banco Central de Reserva de Perd, Banco Central de Brasil, Banco Central de Colombia.
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4) ICS = f(SALUD, ESCUELA, INF _SOC, INV _PUB, GSP,
PARTI28, PIB, POB, INVP, CRISIS)
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Cuadro 2. Algunos resultados sobre posiciones de los paises con respecto al reverdecimiento de la discusion sobre
desarrollo sostenible

Fuente Posiciones y paises en cada una

Green Economy Coalition (2012) — Actively engaged: China, Costa Rica, Botswana, Brasil, Etiopia, UE, Ghana,
ndonesia, Japdn, Kenia, Tailandia, Nepal, Nigeria, Filipinas, Federacion de
Rusia, Suddfrica, Estados Unidos de América.

— Luke warm: Argentina, Egipto.

— Opposed,/highly dubious: Bolivia, Venezuela.

— No mention: Honduras.

Stakeholder Forum for Sustainable — Fully supportive: Barbados, China, EU, Indonesia, Noruega, Repablica de
Development (2012) Corea, Senegal, Suecia, Suiza, Estados Unidos de América.

— Unsure: Argentina, Australia, Colombia, Ecuador, Egipto, 677 y China,
auricio, México, Uruguay.
Generally skeptical: Bolivia, Brasil, Cuba, Japon.

Quiliconi y Peixoto (2013) — Optimistas: Brasil, México, Costa Rica.
— Escépticos: Argentina, Perd. Criticos: Venezuela, Ecuador.

Notas: Se cita en inglés cuando es el idioma original de la publicacion.
Fuente: elaboracidn propia.
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Cuadro 2. Evolucion de produccién, consumo, reservas y exportaciones gasiferas en Argentina

1980 1985 1990 1995 2000
Produccion 8.4 13.9 17.8 25.0 37.4
Consumo 11:5 16 203 27 33.2
Reservas 0.6 0.7 0.7 0.6 0.8
Exportaciones (*) s/d s/d s/d s/d 46427

(*) Expresadas en MMma3. El resto estd expresado en Bem.
Fuente: elaboracion propia en base a los datos de 1APG (2007) y BP Global (2016).
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Cuadro 3. Clasificacion en funcién de APOR33 y sus componentes sociales 2005-2014

SALUD ESCUELA INF_SOC APOR33

2005 2014 2005 2014 2005 2014 2005 2014

1 MEX MEX COMEX  MEX CHIS CHIS MEX MEX
2 IAL VER MEX (DMEX VER VER (DMEX  CDMEX
3 VER AL VER VER 0AX 0AX VER VER
4 (DMEX  CDMEX IAL JAL MEX GRO CHIS CHIS
5 GRO GRO CHIS CHIS pup puP AL AL

6 CHIS CHIS GRO PUP GRO MEX GRO PUP
7 0AX 0AX 0AX 0AX MICH MICH 0AX 0AX
8 PUP PUP MICH 610 610 610 puP GRO
9 610 MICH pup GRO SLP S MICH 610
10 TAMS 610 610 MICH HID HID 610 MICH
1 MICH HID TAMS NL AL JAL NL NL
12 HID TAMS HID TAMS TAB Yuc TAMS TAMS
13 NL NL NL CHIH YUC TAB HID CHIH
14 SON SIN BC BC CHIH CHIH CHIH HID
15 CHIH TAB SLP HID INC DGO BC BC
16 SIN CHIH COAH St TAMS IAC SLP St
17 TAB SON CHIH COAH DGO (DMEX SIN SIN
18 DGO BC SIN SIN SIN TAMS (OAH COAH
19 YUC DGO SON SON QRO SIN SON SON
20 BC IAC TAB TAB MOR NL TAB TAB
21 SLP SLP DGO DGO SON CAMP DGO DGO
22 COAH YuC INC IXC CAMP U3 YUC Yuc
23 QRO QRO YUC Yuc NL QRO INC IXC

24 MOR COAH MOR MOR NAY TLAX QRO MOR
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Mapa 1. Clasificacion en funcién de la tasa de crecimiento (2005-2014) del ics

Ics #
(recimiento 0
Decrecimiento 1
Estancamiento 6
Estancamiento pleno

Fuente: elaboracion propia usando datos del PNUD (2015).
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Cuadro 1. Estadisticas bdsicas y pruebas de raices unitarias y cointegracion

Maya Istmo Olmeca wi Brent

Panel A: Estadisticas Bdsicas

Media 0.0080 0.0105 0.0103 0.0089 0.0096
Minimo -22.0316 -22.4611 -16.0214 -16.5474 -14.4478
Mdximo 14.7619 16.8412 14.3542 16.4132 12.7145
Desviacion 2.4841 2497 2.299 2.3745 2.1942
Sesgo 0.1793 -0.3968 0.1781 .2029 {.2546
Curtosis 9.0252 9.5351 6.9354 7.4472 6.3674
Jarque-Bera 6244* 7428* 2676* 3418* 1988*
Q(20) 49.11* 60.15% 46.49% 48.67* 51.35*
02(20) 2100.86* 1527.43* 1 955.05% 2131.22* 1870.94*
Panel B: Pruebas de Raiz Unitaria
Niveles
Dickey-Fuller 0.54 .96 -0.89 -1.10 -0.46
Phillips-Perron .45 .82 -0.70 -0.92 0.37
Primeras Diferencias
Dickey-Fuller -28.62% -29.57% -29.55* -29.65* -29.22*
Phillips-Perron -64.53* -67.78% -66.26" -66.61* -68.08*
20 A Dickey-Fuller Phillips-Perron
Panel C: Prueba de Cointegracion
Maya-WTI -1.1600(0.0148) .2402(0.0036) -4.3484* -4.9395*
Istmo-WTI -0.5748(0.0102) .1310(0.0025) -5.5446* -7.5693*
OlmecaWTI -0.3509(0.0079) .0899(0.0019) -5.6832* -1.4445%
Maya-Brent -0.7245(0.0096) .1278(0.0023) -5.0392* -6.2514%
Istmo-Brent -0.5748(0.0102) .1310(0.0025) -5.5447* -1.5694*
Olmeca-Brent -0.3509(0.0079) .0899(0.0019) -5.6834* -1.4445%
Nota: Jarque-Bera corresponde a la prueba estadistica de la hipdtesis nula de normalidad en la distribucion de rendimientos;
0(20) y 02(20) indican los estadisticos de la prueba de Ljung-Box para los rendimientos simples y cuadrados con 20 reze-
gos; el término * indica rechazo de la hipdtesis nula a un nivel de significancia de 1%. Los valores entre paréntesis son los

errores estdndar de los pardmetros estimados de la prueba de cointegracion.
Fuente: elaboracion propia con informacidn de la base de datos de Bloomberg.
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Cuadro 2. Pardmetros estimados del modelo VECEGARCH bivariado

Wil - Istmo

WII— Olmeca

Brent— Maya

Brent— Istmo

Brent— Olmeca

Wil — Maya
Panel A: Ecuaciones de lo media condicional
Mg, -0.0022 (0.0052)
Cs,, 0.0541% (0.0150)
o, 0.7605* (0.0802)

(XS’

0.0007 (0.0412)

.0017 (0.0042)
0.0738* (0.0161)
0.7824* (0.0611)
-0.0229  (0.0493)

0.0020  (0.0300)
0.2395* (0.0196)
0.1847% (0.0177)
1.0159%*(0.4425)

-0.0004 (0.0128)
0.0833* (0.0167)
0.4282* (0.1475)
0.2465 (0.1754)

0.0021  (0.0104)
0.0790* (0.0159)
0.5258* (0.1339)
0.1503 (0.2073)

0.0146 (0.0138)
0.2655* (0.0174)
0.2391* (0.0613)
1.0214* (0.4008)

Panel B: Ecuaciones de la varianza condicional

ds, -0.0589* (0.0071)
b5, 0.0894* (0.0100)
s, 0.9942* (0.0024)

-0.0608* (0.0079)
0.0937* (0.0108)
0.9927* (0.0029)

-0.0453* (0.1195)
0.0740* (0.0103)
0.9909* (0.0030)

-0.0560* (0.0058)
0.0816* (0.0079)
0.9973* (0.0017)

0.0603* (0.0059)
0.0886™ (0.0080)
0.9951* (0.0022)

-0.0557* (0.0065)
0.0868* (0.0091)
0.9901* (0.0027)
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Cuadro 2. Evolucion de produccin, consumo, reservas y exportaciones gasiferas en Argentina

1980 1985 1990 1995 2000
Produccion 8.4 13.9 17.8 25.0 374
(onsumo 11.5 16 20.3 27 33.2
Reservas 0.6 0.7 0.7 0.6 0.8
Exportaciones (*) s/d s/d s/d s/d 46427

(*) Expresadas en MMma3. El resto estd expresado en Bem.
Fuente: elaboracion propia en base a los datos de 1APG (2007) y BP Global (2016).
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Grdfica 2. Tipo de cambio nominal y tipo de cambio real
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Fuente: elaboracidn y cdlculos propios con informacidn del Banco de México, INEGI, Banco Central de Chile, Banco Central de Reserva de Perd, Banco Central de Brasil, Banco Central de Colombia.
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SALUD ESCUELA INF_S0C APOR33

2005 2014 2005 2014 2005* 2014 2005 2014

25 CAMP MOR QRO QRO TLAX MOR MOR QRO
26 R AGS NAY NAY COAH NAY CAMP NAY
27 IAC NAY R R BC SON NAY R
28 NAY R CAMP TLAX R COAH R TLAX
29 AGS CAMP TLAX AGS AGS BC TLAX AGS
30 TLAX TLAX AGS CAMP (oL AGS AGS CAMP
31 ot (ot BCS BCS BCS BCS oL (ot
32 BCS BCS (ot (oL = (oL BCS BCS

* En 2005 en la Ciudad de México no se reportaron valores en INF_SOC, por lo que para ese afio la clasificacion es de
31 entidades.

Fuente: elaboracion con informacion del Banco de Informacidn Econdmica del INEGI.
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or 0.0002  (0.0007) 0.0017* (0.0005) 0.0011* (0.0004) 0.0024* (0.0007) 0.0034* (0.0005) 0.0016**(0.0007)

Or 0.0008  (0.0009) -0.0008  (0.0008) -0.0015* (0.0005) -0.0007  (0.0011) -0.0031* (0.0007) -0.0018**(0.0008)

ﬁFa 0.2712% (0.0732) 0.3056**(0.1245) 0.3157* (0.1542) 0.2151%**(0.1175) 00772 (0.070) -0.3648(0.1568)

S 0.3117% (0.0443) -0.3097% (0.0521) -0.5078* (0.0759) -0.4002% (0.0517) -0.6508* (0.0982) -0.5310% (0.0804)

S 0.4123* (0.0576) -0.4398* (0.0789) -0.5532% (0.1187) 04212 (0.0654) -0.7045% (0.0854) 0.7120% (0.1145)
Panel C: Pruebas de Ljung-Box para autocorrelacion

0(18) 16.0119(0.5917) 17.8652(0.4646] 14.5888[0.6900] 9.8326(0.9372] 14.7590[0.6784] 15.3258(0.6395]

02 (18) 23.2305[0.1819] 20.7132[0.2941] 39.6453[0.0023] 21.3547(0.2619] 27.9984[0.0621] 42.4136[0.0010]

Nota: Q(18) y Q2(18) indican los estadisticos de lo prueba de Liung-Box para os residucles simples y cuadrados con 18 rezagos y los valoresipente corchetes cuadrados. Los términos *, ** y *** indican
significancia para los niveles de 1, 5 y 10%, respectivamente. Los errores estdndar se reportan entre paréntesis.

Fuente: elaboracidn propia con informacidn de la base de datos de Bloomberg.
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Mapa 2. Clasificacién en funcion de la tasa de crecimiento (2005-2014) de APOR33

APOR33 #

- (recimiento 28
- Decrecimiento 0
Estancamiento 3

- Estancamiento pleno 1

Fuente: elaboracion con informacidn del Banco de Informacion Econdmica del INE6l.
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Cuadro 1. Impacto de la politica fiscal en el crecimiento: 19982014

Promedio para América Latina

Flasticidades 1998-2006 2007-2014 1998-2014
Saldo fiscal ante variaciones del PIB -4.20 -5.95 -1.00
PIB ante variaciones del gasto de capital -0.08 -0.08 -0.09
PIB ante variaciones del gasto fotal -0.39 -0.51 -0.36
PIB ante variaciones de la deuda total -0.06 -0.05 7.1
PIB ante variaciones del impulso fiscal -0.02 -0.02 -0.03

Fuente: construccion y elaboracién propia haciendo uso del programa econométrico Fviews para el cdlculo de elasficidades.
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Cuadro 2. Estado de origen de los empresarios mexicanos encuestados

Origen Frecuencia Porcentaje Origen Frecuencia Porcentaje
Jalisco 14 23.0 Nuevo Ledn 2 3.3
Sinaloa 12 19.7 Chiapas .6
Michoacdn 7 1.5 Colima .6
Distrito Federal 5 8.2 Durango b
Oaxaca 4 6.6 Hidalgo .6
Puebla 4 6.6 Tlaxcala .6
Baja California 2 3.3 Veracruz 6
Guanajuato 2 3.3 Lacatecas 1 .6
Guerrero 2 33 Total 6 100.0
Fuente: encuesta a empresarios inmigrantes mexicanos en las ciudades de Huntington Park y Lynwood, California,
2011y 2012.
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Grdfica 4. Crecimiento econdmico e inflacién
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Fuente: elaboracién y cdlculos propios con informacidn del Banco de México, INEGI, Banco Central de Chile, Banco Central de Reserva de Perd, Banco Central de Brasil, Banco Central de

Colombia.
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Cuadro 1. Primeros cinco estados mexicanos segdn tasa anudl
de crecimiento de 2005 a 2014

Estado Tasa anual de crecimiento (%)
Querétaro 50
Aguascalientes 4.7
Quintana Roo 44
Lacatecas 41
Nuevo Leén 4.0

Fuente: Mdrquez, 2015.
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